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2.1 PROYECTOS DE LEY, PROPOSICIONES DE LEY Y OTROS 
PROYECTOS DE NORMAS 

2.1.1 PROYECTOS DE LEY 

7-07/PL-000009, Proyecto de Ley de Farmacia de 
Andalucía 

 

Envío a la Comisión de Salud 
Tramitación por el procedimiento de urgencia (arts. 98 y 109.2) 
Apertura del plazo de ocho días hábiles, a partir de su publicación, 
para la presentación de enmiendas a la totalidad (arts. 99 y 110) 
Sesión de la Mesa del Parlamento de 27 de junio de 2007 
Orden de publicación de 28 de junio de 2007 

PROYECTO DE LEY DE FARMACIA DE ANDALUCÍA 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

I 

La Constitución Española reconoce, en su artículo 43, el dere-
cho a la protección de la salud y establece la atribución de compe-
tencias a los poderes públicos para organizar y tutelar la salud 
pública, a través de medidas preventivas y de las prestaciones y 
servicios necesarios. Asimismo, el artículo 22.1 del Estatuto de 
Autonomía para Andalucía garantiza el derecho constitucional a la 
protección a la salud, previsto en el citado artículo 43 de la Consti-
tución Española, mediante un sistema sanitario público de carác-
ter universal. 

Por otra parte, el Estatuto de Autonomía para Andalucía también 
establece en su artículo 55.1 la competencia exclusiva de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía en materia de ordenación farmacéu-
tica, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 149.1.16ª de la 
Constitución. 

La Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, estructura 
las medidas, prestaciones y servicios que conforman el derecho a la 
protección de la salud, entre las cuales se contempla la ordenación 
de la atención farmacéutica. En este sentido, el artículo 103 de la 
Ley General de Sanidad considera establecimientos sanitarios a las 

oficinas de farmacia abiertas al público, consideración ésta que las 
hace objeto de planificación sanitaria en los términos establecidos 
por la legislación especial de medicamentos y farmacias. 

La Ley 16/1997, de 25 de abril, de Regulación de Servicios de 
las Oficinas de Farmacia, establece un marco jurídico básico, que 
deberá ser completado por las Comunidades Autónomas compe-
tentes en la materia, en aras de superar la problemática existente, 
derivada de la regulación preconstitucional en el ámbito farma-
céutico. 

La Ley 29/2006, de 26 de julio, de garantías y uso racional de 
los medicamentos y productos sanitarios, establece los criterios 
básicos de ordenación del sector farmacéutico, tanto en lo que se 
refiere a establecimientos farmacéuticos como a uso racional de 
los medicamentos, encomendando a las diferentes administra-
ciones del Sistema Nacional de Salud, con competencias en la 
materia, la ordenación de las oficinas de farmacia, servicios far-
macéuticos y prestaciones farmacéuticas. 

La presente Ley tiene como objetivo principal la ordenación de 
los servicios y establecimientos farmacéuticos, así como la regula-
ción de los derechos y obligaciones que se deriven de la atención 
farmacéutica que se presta a la población, para garantizar, en to-
do momento, un acceso adecuado y de calidad a los medicamen-
tos, fomentando su uso racional y propiciando la mejora de los 
niveles de salud para la colectividad. 

Asimismo, la Ley contempla una nueva visión de la práctica 
farmacéutica orientada hacia la consecución de los objetivos del 
uso racional de los medicamentos y la mejora de la calidad de la 
vida de los pacientes. 

II 

La presente Ley persigue establecer los criterios generales de 
planificación de la atención farmacéutica en la Comunidad Autó-
noma, atendiendo al marco general vigente, pero introduciendo 
elementos correctores que facilitan el objetivo de accesibilidad de la 
ciudadanía, en un marco de garantía de derechos en salud estable-
cido para el conjunto del Sistema Sanitario Público de Andalucía. 

En este sentido, además de establecer los criterios de planifica-
ción de la distribución de las oficinas de farmacia, se determinan 
los criterios de autorización y funcionamiento de los servicios 
farmacéuticos y botiquines en hospitales, en distritos de atención 
primaria, en centros sociosanitarios y en establecimientos peni-
tenciarios, reforzando los mecanismos de evaluación y control por 
parte de la Consejería de Salud, a fin de asegurar la disponibilidad 
de los medicamentos y productos sanitarios necesarios de la po-
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blación, además de garantizar la correcta prescripción y utiliza-
ción de los mismos. 

Por otro lado, se introduce la figura del concurso público para 
la autorización de nuevas oficinas de farmacia, lo que permite la 
concurrencia y la transparencia en la concesión de las autoriza-
ciones, de acuerdo con los principios generales de la Administra-
ción Pública. Igualmente, se regula el régimen de traslados y de 
transmisión de las oficinas de farmacia; en este sentido se intro-
ducen también mecanismos de transparencia y de concurrencia 
en la transmisión de las oficinas de farmacia, creándose un regis-
tro de demandantes de oficina de farmacia en las Delegaciones 
Provinciales de la Consejería de Salud. 

Además de los aspectos básicos en la planificación, la presente 
Ley introduce aspectos relevantes en la función de los farmacéuti-
cos que ejercen en las oficinas de farmacia, abriendo áreas de co-
operación con la Administración sanitaria para la educación para 
la salud, para actividades de promoción de salud y para el segui-
miento terapéutico, con la finalidad de poner a disposición de la 
ciudadanía todos los recursos sanitarios disponibles para garanti-
zar el derecho a la protección de salud y la atención sanitaria. 

Igualmente, la Ley establece los criterios generales para la 
prescripción de medicamentos y productos sanitarios, partiendo 
de la dilatada experiencia del Sistema Sanitario Público de Anda-
lucía en las políticas de uso racional del medicamento, a través 
del desarrollo de sistemas de información adecuados, de la exis-
tencia de comisiones de expertos para apoyar el trabajo de los 
prescriptores y de la elaboración de guías para una mejor pres-
cripción. 

Igualmente, se establece la utilización de la receta electrónica 
como medio para hacer más ágil, más segura y más accesible la 
prescripción y dispensación de medicamentos y productos sani-
tarios. 

Finalmente, la Ley establece una serie de derechos de la ciu-
dadanía en materia de atención farmacéutica y de prescripción de 
medicamentos y productos sanitarios, que persiguen reforzar la 
relación entre las personas y el Sistema Sanitario Público de An-
dalucía en las materias que regula la presente norma, asegurando 
la accesibilidad y la calidad del servicio. 

III 

El Título II está dedicado a la atención farmacéutica en las ofi-
cinas y servicios de farmacia y consta de cuatro capítulos. 

El Capítulo I regula las oficinas de farmacia y se estructura en 
ocho secciones. La primera de ellas se ocupa de las funciones y 
servicios de las oficinas de farmacia. La segunda, de los requisitos 
técnico-sanitarios de las oficinas de farmacia; la tercera, de los 
horarios y servicios de guardia; la cuarta, de la planificación de las 
oficinas de farmacia; la quinta, de las adjudicaciones y autoriza-
ciones de las oficinas de farmacia; la sexta, de los traslados de las 

oficinas de farmacia; la séptima, del cierre de las oficinas de far-
macia, y, finalmente la octava, de la transmisión de las oficinas de 
farmacia. 

Los Capítulos II y III de este Título II se refieren a los botiqui-
nes farmacéuticos y a las unidades de radiofarmacia, respectiva-
mente. 

En el Capítulo IV de este Título II se aborda con suficiente deta-
lle la ordenación y atención farmacéutica en los centros sanita-
rios, centros sociosanitarios y establecimientos penitenciarios. 

IV 

El Título III, denominado �Uso racional de los medicamentos�, 
regula en tres capítulos desde los derechos de los pacientes en re-
lación con los tratamientos farmacológicos, los principios genera-
les de actuación profesional en el uso racional de los medicamen-
tos, los requisitos de inclusión de los medicamentos en la presta-
ción farmacéutica del Sistema Sanitario Público de la Junta de 
Andalucía, la prescripción por principio activo, la prescripción in-
formatizada, las actuaciones de los distritos de atención primaria 
y hospitales para garantizar el uso racional de los medicamentos, 
las medidas de promoción de la eficiencia y control de la pres-
cripción, hasta lo referente a las comisiones asesoras de uso ra-
cional de los medicamentos, el Centro Andaluz de Documenta-
ción e Información sobre Medicamentos y el Centro Andaluz de 
Farmacovigilancia y los sistemas de información sobre la presta-
ción farmacéutica. Asimismo, este Título incluye actuaciones de 
formación e información de la administración para con los profe-
sionales de la sanidad, y teniendo en cuenta el principio de no 
discriminación por razón de sexo en aquellas acciones de educa-
ción sanitaria que se lleven a cabo. 

V 

El Título IV, bajo el epígrafe �Distribución de medicamentos�, 
regula los conceptos básicos y las condiciones generales de fun-
cionamiento de los almacenes o establecimientos mayoristas de 
distribución de medicamentos de uso humano, así como las obli-
gaciones a las que se encuentran sujetos. 

VI 

El Título V contempla la información de los medicamentos, 
disponiendo que corresponderá a la Consejería competente en 
materia de Salud velar porque estas actividades, tanto las dirigidas 
a los profesionales de la sanidad como a la ciudadanía, sean vera-
ces, rigurosas, fundamentadas en la evidencia científica y no in-
duzcan a error, promoviendo el uso racional de los medicamen-
tos y productos sanitarios. 
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VII 

En el Título VI se recoge el régimen de incompatibilidades, con 
el que se pretende garantizar una asunción responsable de las 
funciones y obligaciones de los farmacéuticos, de forma que se 
alcancen los objetivos de calidad de la atención farmacéutica. 

VIII 

El Título VII, denominado �Medicamentos estratégicos�, auto-
riza al Consejo de Gobierno para que establezca los criterios gene-
rales para la elaboración del Plan de Producción e Investigación 
de Medicamentos Estratégicos. 

IX 

El régimen sancionador, infracciones y sanciones, se regula en 
el Título VIII, estableciendo la competencia para la imposición de 
sanciones que, en el ejercicio de la función de autoridad, asiste a las 
administraciones sanitarias en esta materia, así como completando 
adecuadamente la tipificación de posibles infracciones relacionadas 
con los medicamentos y los establecimientos farmacéuticos. 

X 

Por último, con respecto a las disposiciones adicionales, tran-
sitorias y finales, cabe destacar el régimen aplicable a los medi-
camentos veterinarios; a los distintos procedimientos sobre auto-
rizaciones iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de la 
Ley, en los que no hubiera recaído resolución administrativa; a 
los profesionales con capacidad para prescribir medicamentos y 
productos sanitarios; a la habilitación para el desempeño de sus 
funciones a determinado personal; así como la habilitación a la 
Consejera de Salud para convocar y resolver, de manera excep-
cional, un único concurso de adjudicación de nuevas oficinas de 
farmacia. 

TÍTULO I 
Disposiciones generales 

CAPÍTULO I 
Ordenación y atención farmacéuticas 

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación. 

En el marco de la ordenación y atención farmacéuticas, la pre-
sente Ley tiene por objeto la regulación de los servicios y estable-
cimientos farmacéuticos, así como los derechos y obligaciones 
que se derivan de la atención farmacéutica en el ámbito compe-
tencial de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

Artículo 2. Definiciones. 

A los efectos de la presente Ley se entiende por: 
a) Atención farmacéutica: la prestación que ha de darse a la 

ciudadanía en los establecimientos y servicios farmacéuticos, 
con las condiciones y requisitos que se establecen en la presente 
Ley, a través de un proceso mediante el cual los farmacéuticos 
cooperan con el paciente, con los profesionales de la medicina y 
demás profesionales de la sanidad, con el objeto de que el tra-
tamiento medicamentoso produzca los adecuados resultados te-
rapéuticos. 

b) Botiquín farmacéutico: el establecimiento sanitario autori-
zado con carácter excepcional, dependiente de una oficina de 
farmacia, en el que se presta asistencia farmacéutica a un conjun-
to de población determinado, donde no exista oficina de farmacia. 

c) Centro sociosanitario: centro asistencial para personas de-
pendientes, mayores, personas con discapacidad y cualesquiera 
otras personas cuyas condiciones de salud requieran, además de 
las atenciones sociales, determinada asistencia sanitaria. 

d) Depósitos de medicamentos: aquellas unidades dependien-
tes de los centros y establecimientos incluidos en el Título II, capí-
tulo IV de la presente Ley, en los que se dispone de los medica-
mentos necesarios para la asistencia y atención farmacéutica en 
los supuestos y con los requisitos que se establecen en la presente 
Ley para cada caso. 

e) Dispensación: el acto profesional de poner un medicamen-
to a disposición del paciente por el farmacéutico o bajo su super-
visión, de acuerdo con la prescripción médica formalizada me-
diante receta, con las salvedades legalmente establecidas. 

f) Farmacéutico titular de la oficina de farmacia: la persona 
con la licenciatura de Farmacia para la cual se autoriza la instala-
ción y funcionamiento de la oficina de farmacia en los términos 
recogidos en la presente Ley. 

g) Farmacéutico cotitular: el farmacéutico copropietario de 
una oficina de farmacia, con un porcentaje de participación no in-
ferior a un 20% del valor total de la misma, que responde solida-
riamente del cumplimiento de las obligaciones que se exigen en 
la presente Ley. 

h) Farmacéutico regente: el farmacéutico nombrado como tal 
en la oficina de farmacia en los casos de defunción, incapacidad 
legal por sentencia judicial firme, declaración legal de ausencia de 
la persona titular y en el supuesto contemplado en el artículo 40.2 
de esta Ley, asumiendo las responsabilidades e incompatibilida-
des profesionales inherentes a la titularidad de la oficina de far-
macia. 

i) Farmacéutico sustituto: el farmacéutico nombrado como 
tal, siempre con carácter temporal, que ejerce sus cometidos asu-
miendo las mismas funciones, responsabilidades e incompatibili-
dades profesionales que el farmacéutico titular o regente de la ofi-
cina de farmacia. 
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j) Farmacéutico adjunto: el farmacéutico, nombrado como 
tal, que ejerce conjuntamente como colaborador del titular, re-
gente o sustituto. 

k) Farmacovigilancia: la actividad de salud pública destinada 
a la identificación, cuantificación, evaluación y prevención de los 
riesgos asociados a los medicamentos y productos sanitarios una 
vez comercializados. 

l) Medicamentos estratégicos: los medicamentos huérfanos, 
medicamentos esenciales, medicamentos genéricos, así como 
aquellos otros que por diversas circunstancias así se consideren 
por necesidades del Sistema Sanitario Público de Andalucía. 

m) Modificación de local de la oficina o servicio de farma-
cia: las obras que se realicen en una oficina o servicio de farma-
cia que modifiquen su distribución interna, sus instalaciones, ac-
cesos o fachada. 

n) Núcleo: conjunto de viviendas asentadas en una o varias 
urbanizaciones, con sus correspondientes accesos y viales, que 
forman un conjunto homogéneo separado del resto de la pobla-
ción, ya sea de uno o varios municipios. 

ñ) Ordenación farmacéutica: el conjunto de normas, tanto 
en el ámbito de la atención sanitaria como de la salud pública, 
cuyo objetivo es garantizar un acceso adecuado a los medicamen-
tos fomentando su uso racional. 

o) Piensos medicamentosos: todo pienso que lleva incorpora-
do alguna premezcla medicamentosa. 

p) Servicio farmacéutico: aquel servicio de los centros y esta-
blecimientos incluidos en Título II, Capítulo IV, de la presente Ley 
en el que presta asistencia y atención farmacéutica, de acuerdo 
con los requisitos y condiciones que se establecen en la presente 
Ley para cada caso. 

q) Traslado forzoso definitivo: aquel que tiene su fundamen-
to en la pérdida de la disponibilidad jurídica o física del local, por 
causa no imputable a quien es titular de la oficina de farmacia, y 
que conlleva el desalojo del local en que se encuentra ubicada y 
comporta el cambio definitivo de los locales. 

r) Traslado forzoso provisional: aquel que tiene su funda-
mento en la pérdida de la disponibilidad jurídica o física del local, 
por causa no imputable a quien es titular de la oficina de farma-
cia, que conlleva el desalojo del local en el que se encuentre ubi-
cada la oficina de farmacia y que tiene una duración limitada en 
el tiempo, estando las oficinas de farmacia obligadas a reintegrar-
se al lugar de origen cuando finalice el tiempo establecido. 

s) Traslado voluntario definitivo: aquel que tiene su funda-
mento en la libre voluntad de quien es titular de farmacia y que 
comporta cambio permanente de locales. 

t) Traslado voluntario provisional: aquel que tiene su fun-
damento en la libre voluntad de quien es titular de la oficina de 
farmacia y que tiene una duración limitada en el tiempo, estando 
las oficinas de farmacia obligadas a reintegrase al lugar de origen 
cuando finalice el tiempo establecido reglamentariamente. 

u) Unidad territorial farmacéutica: demarcación geográfica 
de planificación de los recursos farmacéuticos. 

CAPÍTULO II 
Establecimientos y servicios farmacéuticos 

Artículo 3. Ámbitos de atención farmacéutica. 

1. A los efectos de la presente Ley, se consideran estableci-
mientos y servicios autorizados de dispensación y distribución de 
medicamentos de uso humano: 

a) En el ámbito de la oficina de farmacia: 
1.º Las oficinas de farmacia 
2.º Los botiquines farmacéuticos. 
b) En el ámbito de los servicios farmacéuticos: 
1.º Los servicios farmacéuticos de los distritos y otras estructuras 

de atención primaria de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 
2.º Los servicios farmacéuticos y depósitos de medicamentos 

de los hospitales y centros de atención especializada. 
3.º Los servicios farmacéuticos y depósitos de medicamentos 

de los centros sociosanitarios. 
4.º Los servicios farmacéuticos y depósitos de medicamentos 

de los centros penitenciarios y de otros centros sanitarios extra-
hospitalarios. 

c) En el ámbito de la distribución, los almacenes mayoristas 
de distribución de medicamentos y productos sanitarios para uso 
humano. 

2. La distribución y dispensación de medicamentos veterina-
rios se regirán por lo dispuesto en la disposición adicional prime-
ra de esta Ley. 

Artículo 4. Límites de la dispensación. 

1. La dispensación de medicamentos se realizará en los esta-
blecimientos y servicios previstos en los apartados 1 a) y b) del 
artículo 3 de la presente Ley. 

2. No obstante lo establecido en el apartado anterior, las ofici-
nas de farmacia podrán disponer de un servicio de distribución a 
domicilio de medicamentos y productos sanitarios, cuyos requisi-
tos y excepciones serán establecidos por la Consejería competente 
en materia de Salud. 

Artículo 5. Libre elección de oficina de farmacia. 

Se reconoce el derecho a la libre elección de la oficina de far-
macia en todo el territorio de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía, estando prohibida cualquier actuación tendente a coartar 
este derecho. 
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Artículo 6. Prohibiciones. 

1. Queda prohibida la venta ambulante de medicamentos des-
tinados al uso humano o al uso animal. 

2. Los almacenes farmacéuticos de distribución no podrán 
llevar a cabo la redistribución de medicamentos, principios acti-
vos y demás productos farmacéuticos que tengan establecido en 
su registro condiciones especiales de refrigeración, salvo que las 
correctas condiciones de seguridad sean certificadas por el farma-
céutico que realiza la devolución. Para la redistribución a otros es-
tablecimientos de las devoluciones recibidas, será en cualquier 
caso necesario la certificación de la dirección técnica del almacén 
de distribución, en la que se acredite que los mismos poseen in-
tactas las condiciones adecuadas para su uso. 

Artículo 7. Condiciones y requisitos generales de los estableci-
mientos y servicios farmacéuticos. 

Los establecimientos y servicios farmacéuticos contemplados 
en el apartado 1 del artículo 3 de la presente Ley están sujetos, 
con carácter general, a: 

a) Autorización administrativa sanitaria previa otorgada por la 
Consejería competente en materia de Salud para su instalación y 
funcionamiento, ampliación, modificación, cambio de titularidad, 
traslado y cierre. 

b) Inscripción en el Registro de Centros y Establecimientos Sa-
nitarios dependiente de la Consejería competente en materia de 
Salud. 

c) La elaboración y comunicación a la Administración sanitaria 
de cuanta información relacionada con su actividad les sea reque-
rida de acuerdo con la legislación vigente. 

d) El cumplimiento de las obligaciones derivadas de los prin-
cipios de coordinación, solidaridad e integración sanitaria, en ca-
sos de emergencia sanitaria o peligro para la salud pública. 

e) El control y la inspección del cumplimiento de los requisitos 
establecidos en la normativa vigente de aplicación, en la presente 
Ley y normativa de desarrollo. 

f) La comprobación de la inexistencia de algún tipo de incom-
patibilidad profesional del personal que presta sus servicios en los 
mismos de acuerdo con lo establecido en la legislación vigente y 
la presente Ley. 

Artículo 8. Procedimientos de autorización. 

1. Los procedimientos de autorización de los establecimientos 
y servicios farmacéuticos se ajustarán a la presente Ley y a lo que 
reglamentariamente se establezca sobre la materia, así como a la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 

Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común. 

2. Transcurrido el plazo máximo legalmente establecido para la 
resolución y notificación de los procedimientos mencionados en el 
apartado anterior sin haberse dictado resolución expresa, se podrá 
entender desestimada la solicitud por silencio administrativo. 

Artículo 9. Colaboración con la autoridad sanitaria. 

Los establecimientos y servicios farmacéuticos regulados en la 
presente Ley, con carácter general, tienen el deber de colabora-
ción con la autoridad sanitaria en el marco de competencias en 
que esta ha de desenvolverse, prestando cuanto apoyo precisen 
para el mejor desempeño de sus cometidos, tanto desde la pers-
pectiva de la gestión de los servicios sanitarios como desde la 
orientación de protección y promoción de la salud individual y 
pública. 

Artículo 10. Acreditación en calidad. 

1. La Consejería competente en materia de Salud establecerá 
un sistema de acreditación en calidad para las oficinas de farma-
cia y servicios farmacéuticos regulados en la presente Ley. 

2. Dicho sistema, que estará orientado a la mejora del servicio 
a la población y a la garantía en la prestación farmacéutica, se ba-
sará en los criterios, estándares y niveles de excelencia en materia 
de calidad y fomento del uso racional del medicamento que se de-
terminen. 

3. Las oficinas de farmacia podrán hacer publicidad del nivel 
de excelencia que hayan alcanzado, en los términos que regla-
mentariamente se establezcan. 

TÍTULO II 
Atención farmacéutica en las oficinas 

y servicios de farmacia 

CAPÍTULO I 
Oficinas de farmacia 

SECCIÓN 1.ª FUNCIONES Y SERVICIOS DE LAS OFICINAS DE FARMACIA 

Artículo 11. Adquisición de medicamentos y productos sani-
tarios. 

1. Las oficinas de farmacia deben adquirir los medicamentos, 
medicamentos prefabricados y principios activos para la elabora-
ción de fórmulas magistrales y preparados oficinales necesarios 
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para asegurar a la población el suministro continuado de los me-
dicamentos. 

2. Las oficinas de farmacia adquirirán las especialidades far-
macéuticas y medicamentos prefabricados a los laboratorios y al-
macenes de distribución legalmente autorizados. 

3. El procedimiento de adquisición de productos estupefacien-
tes y psicotropos se realizará según su legislación específica. 

4. Las oficinas de farmacia no podrán adquirir: 
a) Medicamentos no autorizados en España. 
b) Especialidades farmacéuticas en envase clínico, salvo para 

su dispensación a clínicas u hospitales y depósitos de medica-
mentos de los centros sociosanitarios, penitenciarios y otros cen-
tros y servicios sanitarios previstos en la presente Ley y con las ex-
cepciones establecidas en la normativa de aplicación. 

c) Medicamentos de uso hospitalario, salvo para su dispensa-
ción a clínicas u hospitales, y otros centros y servicios con los que 
tengan constituidos depósitos de medicamentos autorizados. 

5. En relación con los apartados b) y c) anteriores, las oficinas 
de farmacia que dispensen los medicamentos y presentaciones ci-
tadas a centros hospitalarios y otros centros contemplados en esta 
Ley deberán comunicar esta circunstancia a la Consejería compe-
tente en materia de Salud, para justificar su adquisición. 

6. Queda prohibido que dos o más oficinas de farmacia ad-
quieran de forma conjunta, y con la finalidad de un posterior re-
parto entre ellas, medicamentos estupefacientes, psicotropos, de 
especial control médico y termolábiles. 

Artículo 12. Custodia y conservación de medicamentos y pro-
ductos sanitarios. 

1. Las oficinas de farmacia custodiarán los medicamentos y 
productos sanitarios en general, y estupefacientes, psicotropos y 
las sustancias tóxicas que posean de acuerdo con las normativas 
específicas establecidas al respecto, garantizando las condiciones 
de seguridad precisas. 

2. Las oficinas de farmacia están obligadas a mantener las 
condiciones de temperatura, humedad y luz apropiadas que ga-
ranticen la adecuada conservación de cada medicamento y pro-
ducto sanitario, en su caso, en los términos que reglamenta-
riamente se determinen y sin perjuicio de lo dispuesto al res-
pecto en la normativa vigente sobre medicamentos y productos 
sanitarios. 

3. En las oficinas de farmacia no deberá hallarse disponible 
para la dispensación ningún medicamento o producto sanitario 
caducado, inmovilizado o retirado por la Autoridad Sanitaria. Para 
evitar cualquier confusión, los medicamentos o productos sanita-
rios que se encuentren en esta situación estarán claramente sepa-
rados del resto de las existencias y señalizados hasta su devolu-
ción al laboratorio o su destrucción. 

4. Las oficinas de farmacia establecerán procedimientos de re-
visión periódica de las existencias, con objeto de detectar los me-
dicamentos o productos sanitarios que se encuentren caducados 
o próximos a caducar o incursos en cualquier programa de revi-
sión y retirada. 

5. Aquellos medicamentos o productos sanitarios que se en-
cuentren deteriorados o que ofrezcan dudas sobre su calidad o es-
tado de conservación serán asimismo rechazados para su dispen-
sación y devueltos al proveedor o destruidos si ello no es posible. 
En este último caso, la destrucción deberá llevarse a cabo según 
dispone la legislación vigente sobre eliminación de residuos e im-
pacto ambiental. 

Artículo 13. Elaboración y dispensación de fórmulas magistra-
les y preparados oficinales. 

1. La elaboración y dispensación de fórmulas magistrales y 
preparados oficinales se realizará de acuerdo con lo establecido 
en la Ley 29/2006, de 26 de julio, y demás normativa reglamenta-
ria aplicable, así como con lo dispuesto en la presente Ley en el 
marco de las competencias de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía en esta materia. 

2. Las instalaciones donde se elaboren las fórmulas magistra-
les y preparados oficinales en las oficinas de farmacia, en los dife-
rentes niveles de elaboración, requerirán de la autorización previa 
por parte de la Consejería competente en materia de Salud, en los 
términos que se establezcan reglamentariamente. 

3. La elaboración y dispensación de fórmulas magistrales y 
preparados oficinales solo pueden ser realizadas por el farmacéu-
tico titular o bajo su dirección, asumiendo la plena responsabili-
dad sobre los medicamentos que se elaboren en su oficina de 
farmacia, sin perjuicio de las responsabilidades en que pudiera 
incurrir el resto de personal de la oficina de farmacia que inter-
venga en estas actividades. 

4. Las materias primas utilizadas en la preparación de fórmu-
las magistrales y preparados oficinales tendrán acción e indica-
ción reconocidas legalmente en España. Así mismo, la formula-
ción de estos preparados se acomodará a los términos de la for-
mulación contenida en el Formulario Nacional o, en su defecto, a 
la autorización legal de las especialidades farmacéuticas que los 
contengan, de tal forma que siempre quede asegurado el cum-
plimiento de los requisitos de calidad, seguridad y eficacia. 

5. Para la formulación magistral de preparados no incluidos en 
el Formulario Nacional, así como de principios activos o asociacio-
nes no autorizadas como especialidades farmacéuticas en España, 
se requerirá autorización expresa del Ministerio de Sanidad y Con-
sumo, de acuerdo con lo dispuesto en la legislación vigente. 

6. El farmacéutico, en casos excepcionales, podrá utilizar un 
medicamento como materia prima por desabastecimiento de al-
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guna de las sustancias medicinales y solo en los dos supuestos si-
guientes: 

a) Cuando en la receta se precise modificar la forma galénica 
de una especialidad, debido a que la situación clínica del o de la 
paciente requiera ese cambio. Deberá tenerse en cuenta que el 
cambio en la forma galénica no suponga una modificación sus-
tancial de la velocidad de liberación del o de los principios activos. 

b) Cuando en la receta y de manera justificada se requiera 
efectuar un ajuste terapéutico, al no existir ningún medicamento 
disponible con las dosis deseadas. En este supuesto, en la prepa-
ración resultante el farmacéutico deberá tener en cuenta las exi-
gencias específicas de las especialidades de origen en cuanto a efi-
cacia, inocuidad y estabilidad correspondientes. La responsabili-
dad de estos cambios recaerá sobre le profesional de la medicina 
que prescribe y en el farmacéutico elaborador. 

Estas prácticas se comunicarán en cualquier caso a la Conseje-
ría competente en materia de Salud, que podrá decidir sobre ellas 
llegando incluso a la inmovilización cautelar si hubiera indicios 
razonables de riesgo para el paciente. 

7. Queda prohibida la publicidad de fórmulas magistrales y 
preparados oficinales. 

Artículo 14. Dispensación de medicamentos. 

1. Es función propia y primordial de las oficinas de farmacia 
la dispensación de medicamentos. En dicho acto y formando 
parte del mismo, el farmacéutico informará a los pacientes sobre 
su correcta administración y, en su caso, manipulación, reconsti-
tución, condiciones de conservación y cualesquiera otras actua-
ciones de atención farmacéutica que pudieran corresponder. 

2. Solo podrán dispensarse sin receta aquellos medicamentos 
calificados y autorizados como tales, conforme a lo establecido en 
el artículo 19.4 de la Ley 29/2006, de 26 de julio. 

3. En los supuestos de medicamentos cuyo plazo de caducidad 
sea breve o se halle próximo a cumplirse en el momento de la 
dispensación, se advertirá a los pacientes de esta circunstancia en 
dicho acto. 

4. El farmacéutico tiene la obligación de advertir a los pacien-
tes en el momento de la dispensación de la necesidad de conser-
var la cadena del frío en los medicamentos termolábiles y mante-
ner unas condiciones adecuadas de conservación en los demás 
medicamentos. 

5. Las oficinas de farmacia están obligadas a la dispensación 
de los medicamentos siempre que les sean solicitados en las con-
diciones legales y reglamentariamente establecidas. 

6. En relación con las letras b) y c) del apartado 4 del artícu-
lo 11 de la presente Ley, las oficinas de farmacia que dispensen 
los medicamentos y presentaciones citados a centros hospitalarios 
y otros centros contemplados en esta Ley deberán comunicar esta 

circunstancia a la Consejería competente en materia de Salud, pa-
ra justificar su dispensación. 

7. La dispensación de medicamentos se realizará: 
a) Garantizando la continuidad del suministro de medicamen-

tos a la ciudadanía, teniendo especialmente en cuenta lo dispues-
to en el artículo 58 e) de la presente Ley. 

b) De acuerdo con los criterios básicos de uso racional de me-
dicamentos, contenidos en el Título VI de la Ley 29/2006, de 26 
de julio. 

8. Quedan prohibidas: 
a) La dispensación de medicamentos o productos sanitarios 

no legalmente reconocidos y autorizados. 
b) La dispensación de remedios secretos. 
c) La dispensación o distribución al público de muestras gra-

tuitas de medicamentos. 
d) La dispensación de especialidades farmacéuticas en forma 

fraccionada, salvo en el supuesto de medicamentos prefabricados, 
o como unidosis, en cuyo caso se estará a lo dispuesto reglamen-
tariamente. 

9. Igualmente, no podrán dispensarse en las oficinas de far-
macia: 

a) Medicamentos de uso hospitalario o en presentación de en-
vase clínico, salvo los destinados exclusivamente a clínicas, hospi-
tales y otros centros en los términos previstos en las letras b) y c) 
del apartado 4 del artículo 11 de la presente Ley. 

b) Productos en fase de investigación clínica. 
10. Los medicamentos estupefacientes, psicotropos y de espe-

cial control médico se dispensarán de acuerdo con su normativa 
específica. 

11. No se dispensará ningún medicamento cuando surjan 
dudas racionales sobre la autenticidad o validez de la receta pre-
sentada. 

12. En el caso de que existieran dudas sobre la prescripción, 
por errores, adecuación a las condiciones de la persona enferma, 
medicación concomitante u otras circunstancias, el farmacéutico 
deberá subsanar la deficiencia detectada, incluso, llegado el caso, 
contactando, si es posible, con el profesional que haya realizado la 
prescripción. 

13. El farmacéutico, en el acto de la dispensación, podrá susti-
tuir un medicamento prescrito del que, por causa legítima, no se 
disponga de existencias en la oficina de farmacia, con conoci-
miento y conformidad de la persona usuaria, según lo dispuesto 
en la legislación vigente. La sustitución no supondrá perjuicio 
económico para la ciudadanía o el sistema de aseguramiento sa-
nitario correspondiente, salvo los casos legalmente previstos. 

Artículo 15. Información de medicamentos. 

1. El farmacéutico en la oficina de farmacia tiene entre sus 
funciones la de proporcionar información sobre medicamentos 
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actualizada, evaluada y objetiva tanto a los profesionales de la sa-
nidad como a los pacientes y usuarios. Además, esta información 
nunca inducirá al consumo indebido. 

2. La información tendrá como objetivo promover el uso ra-
cional del medicamento y se referirá tanto a los medicamentos 
prescritos por el profesional de la medicina, en cuyo caso irá diri-
gida al correcto cumplimiento del tratamiento, como a los medi-
camentos de dispensación sin receta, para los cuales la informa-
ción se ajustará a protocolos específicos. 

3. Se llevará a cabo la información tanto dando respuestas a 
las consultas que le sean planteadas, como proporcionando, por 
propia iniciativa, consejos al paciente sobre el uso correcto de los 
medicamentos. 

4. Si existieran dudas o discrepancias importantes respecto a 
la información proporcionada a los pacientes o personas usuarias 
por el profesional de la medicina que prescribe, el farmacéutico 
se pondrá en contacto con aquellos a fin de resolverlas. 

5. El farmacéutico en la oficina de farmacia deberá informar a 
los pacientes sobre cualquier duda que se le pueda plantear en 
relación con su medicación y, especialmente, sobre: 

a) Posología. 
b) Modo de empleo. 
c) Pauta de administración. 
d) Precauciones y contraindicaciones para su uso. 
e) Reacciones adversas. 
f) Interacciones. 
g) Condiciones de conservación. 

Artículo 16. Seguimiento del tratamiento farmacoterapéutico. 

1. Con el objeto de detectar, prevenir y resolver problemas re-
lacionados con los medicamentos y fomentar un uso adecuado de 
los mismos, así como el correcto cumplimiento del tratamiento 
indicado, la Consejería competente en materia de Salud podrá es-
tablecer los criterios y condiciones para un seguimiento eficaz por 
parte del farmacéutico de las terapias medicamentosas de un pa-
ciente o grupo de pacientes. 

2. La Consejería competente en materia de Salud autorizará y 
evaluará las actividades a que se refiere el apartado anterior, que, 
en todo caso, deberán contar con el consentimiento expreso del 
paciente. 

Artículo 17. Protocolos en la atención farmacéutica. 

1. La Consejería competente en materia de Salud, por razones 
epidemiológicas o de seguridad en el consumo de medicamentos 
por parte de las personas que los precisen, podrá elaborar proto-
colos de atención farmacéutica. 

2. Se entiende por protocolo de atención farmacéutica el do-
cumento o conjunto documental en el que se recoge una serie 
ordenada de actuaciones a realizar por el farmacéutico. 

3. Los protocolos de atención farmacéutica estarán regidos por 
criterios de eficacia y seguridad, atendiendo al conocimiento ba-
sado en la evidencia científica médico-farmacéutica, debiendo in-
cluir, además, los límites de la actuación profesional del farma-
céutico, así como la indicación de derivación del paciente al pro-
fesional de la medicina correspondiente si fuera necesario. En 
ningún caso, los protocolos serán contrarios a la ficha técnica de 
los medicamentos que incluyen. 

Artículo 18. Farmacovigilancia. 

El farmacéutico, en su ejercicio profesional en la oficina y ser-
vicios de farmacia, tiene la obligación de colaborar con el Centro 
Andaluz de Farmacovigilancia: 

a) Comunicando al Centro Andaluz de Farmacovigilancia los 
efectos adversos que pudieran haber sido causados por los medi-
camentos y productos sanitarios, indicando, de ser así, si se trata 
de un caso de automedicación. 

b) Comunicando al profesional de la medicina que prescribe, 
en su caso, aquellas reacciones adversas que detecte en su ejerci-
cio profesional. 

c) Impulsando y estimulando la notificación voluntaria de sos-
pecha de reacciones adversas provocadas por los medicamentos y 
productos sanitarios por parte de otros profesionales de la sanidad. 

Artículo 19. Custodia de las recetas dispensadas y otros docu-
mentos sanitarios. 

1. Sin perjuicio de los plazos establecidos para determinados 
tipos de medicación, las recetas no sujetas a facturación, por par-
te del Servicio Andaluz de Salud u otra entidad de gestión sanitaria 
pública o privada, deben quedar depositadas en la oficina de far-
macia durante al menos un año desde la dispensación, en origi-
nal o copia sellada, como documento acreditativo del acto de dis-
pensación. Igual tratamiento recibirán los albaranes de suminis-
tro a los depósitos de medicamentos autorizados, como docu-
mentos acreditativos del acto de suministro. 

En el supuesto de recetas referidas en el párrafo anterior para 
tratamiento de larga duración que puedan ser devueltas al pacien-
te, de acuerdo con lo dispuesto en la legislación vigente, debe 
quedar copia en la oficina de farmacia de la dispensación efec-
tuada, conteniendo, igualmente, aquellos datos que permitan la 
localización de la misma a efectos de su comprobación. 

2. Con respecto a las recetas sujetas a facturación, el farma-
céutico está obligado a acreditar la dispensación efectuada de 
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forma que esta permita la localización si ello es preciso, a efectos 
de las pertinentes comprobaciones por la Autoridad Sanitaria. 

3. En el caso de receta electrónica, la dispensación se efectuará 
de acuerdo con los requisitos que reglamentariamente se esta-
blezcan, que en todo caso deberán dejar constancia de la dispen-
sación efectuada. 

4. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados anteriores, las 
dispensaciones efectuadas de medicamentos psicotropos, estupe-
facientes, fórmulas magistrales y medicamentos de especial con-
trol médico deberán ser anotadas diariamente en el libro receta-
rio de las oficinas de farmacia. 

Artículo 20. Funciones relacionadas con la promoción de la 
salud y prevención de la enfermedad. 

1. El farmacéutico realizará en la oficina de farmacia activida-
des en materia de promoción de la salud y prevención de la en-
fermedad en el marco de los criterios generales establecidos por 
la Consejería competente en materia de Salud. 

2. Las actividades, a las que se refiere el apartado anterior, se-
rán las relativas a información sanitaria y utilización de los medi-
camentos, pudiendo además participar en otros programas y acti-
vidades relacionados con la promoción de la salud y prevención 
de la enfermedad, y teniendo en consideración las diferentes for-
mas de enfermar de hombres y mujeres. 

Artículo 21. Derechos y deberes de los ciudadanos. 

1. Sin perjuicio de los derechos reconocidos para la asistencia 
sanitaria en la normativa vigente, la ciudadanía, en materia de 
asistencia farmacéutica, tiene los siguientes derechos: 

a) A la asistencia farmacéutica continuada. 
b) A la dispensación de los medicamentos y productos sanita-

rios necesarios para promover, conservar o restablecer su salud, 
en los términos legalmente establecidos, y especialmente a la dis-
pensación de los medicamentos y productos sanitarios determi-
nados como de tenencia mínima obligatoria por la Consejería 
competente en materia de Salud. 

c) Recibir atención farmacéutica con garantías de confiden-
cialidad. 

d) Recibir información objetiva necesaria para usar adecua-
damente los medicamentos y productos sanitarios que se le dis-
pensen. 

e) Conocer la identidad y la cualificación profesional de la per-
sona que le atienda en la oficina de farmacia y a que esta sea un 
farmacéutico cuando así lo solicite, como garantía de calidad de la 
asistencia farmacéutica que demanda. 

f) Formular ante la Administración sanitaria cuantas quejas, 
reclamaciones y sugerencias estime necesarias en relación con la 

asistencia farmacéutica recibida, para lo cual deberán existir en 
las oficinas de farmacia las hojas de reclamaciones u otros me-
dios de reclamación que al efecto se determinen. 

g) A la confidencialidad sobre todos los datos relativos a su es-
tado de salud y a los medicamentos y productos sanitarios que le 
sean dispensados. Datos a los que podrá tener acceso cuando así 
lo solicite. 

2. En relación con la asistencia farmacéutica que demande 
en las oficinas de farmacia, la ciudadanía tiene los siguientes 
deberes: 

a) Cumplir las prescripciones económicas y administrativas 
que determine la normativa reguladora de la obtención de medi-
camentos y, en su caso, de productos sanitarios, y, en particular, 
las establecidas para la prestación farmacéutica con cargo a fon-
dos públicos. 

b) Cumplir las condiciones de dispensación exigidas en cada 
caso. 

c) Responsabilizarse de la conservación y del uso adecuado de 
los medicamentos y productos sanitarios. 

d) Respetar al personal de la oficina y servicio de farmacia y 
usar las instalaciones de forma adecuada. 

Artículo 22. Derechos y deberes de los farmacéuticos. 

1. Los farmacéuticos, en relación con el ejercicio profesional 
en la oficina de farmacia, tienen los siguientes derechos: 

a) A que las prescripciones facultativas que se les presenten 
para su dispensación estén correctamente cumplimentadas de 
acuerdo con las normas vigentes. 

b) Negarse a dispensar medicamentos cuando no sean solici-
tados de acuerdo con las normas vigentes o cuando sea evidente 
una finalidad extraterapéutica de los mismos. 

2. Los farmacéuticos, en relación con el ejercicio profesional 
en la oficina de farmacia, tienen las siguientes obligaciones: 

a) Atender personalmente a los ciudadanos que requieran su 
actuación profesional. 

b) Colaborar con la Administración sanitaria, facilitando la in-
formación y los datos que esta les solicite salvaguardando el cum-
plimiento de la normativa que sobre protección de datos de carác-
ter personal resulte de aplicación y cooperando con las activida-
des de inspección de las que sean objeto. 

c) Participar en las campañas de educación sanitaria a la po-
blación en los temas de su competencia profesional. 

d) Tener los medicamentos y productos sanitarios de existen-
cia mínima obligatoria, de acuerdo con lo previsto en la normati-
va vigente. 

e) Abstenerse de dispensar aquellas prescripciones que susci-
ten dudas razonables sobre la validez de la prescripción. 

f) Dispensar las recetas médicas de fórmulas magistrales, me-
dicamentos estupefacientes, psicotropos y demás medicamentos 
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de especial control, que deberá ser realizada personalmente por 
el farmacéutico con adscripción en la oficina de farmacia. 

g) Guardar el secreto y confidencialidad que se derive de su 
ejercicio profesional. Esta obligación es extensiva a todo el perso-
nal que trabaja en la oficina de farmacia. 

h) Cumplir en su oficina de farmacia los horarios y turnos de 
guardia establecidos en la normativa reguladora al respecto. 

i) Correcta gestión de la devolución y la eliminación de me-
dicamentos y productos sanitarios caducados y residuos de los 
mismos. 

SECCIÓN 2.ª REQUISITOS TÉCNICO-SANITARIOS DE LAS OFICINAS 
DE FARMACIA 

Artículo 23. Presencia y actuación profesional del farmacéutico. 

1. Una oficina de farmacia no podrá mantenerse abierta sin la 
presencia del farmacéutico, de acuerdo con lo dispuesto en el ar-
tículo 84.2 b) de la Ley 29/2006, de 26 de julio, y lo dispuesto en 
la presente Ley. 

La presencia del farmacéutico titular, durante el horario mínimo 
obligatorio de la oficina de farmacia, y su actuación profesional en 
la misma son requisitos inexcusables para desarrollar las funciones 
y servicios previstos en la sección 1.ª de este capítulo. 

2. En el caso de cotitularidad, el requisito de presencia y ac-
tuación profesional del farmacéutico se cumplirá por todos los co-
titulares mediante un sistema de turnos durante el horario mí-
nimo obligatorio. 

3. En el supuesto de que los cotitulares no puedan cubrir todo 
el horario de apertura de la oficina de farmacia, de acuerdo con lo 
establecido en el apartado anterior, la presencia del farmacéutico 
podrá ser suplida por un farmacéutico adjunto, que adquirirá en 
este caso la condición de sustituto. 

4. En caso de ausencia temporal justificada por un periodo no 
superior a tres días, el farmacéutico titular, regente o sustituto 
deberá, previa comunicación a la Administración sanitaria, desig-
nar a un farmacéutico para cubrir el periodo de ausencia. En el 
supuesto de existir farmacéutico adjunto, se designará a este co-
mo sustituto. 

Artículo 24. Farmacéuticos titulares, regentes, sustitutos, adjun-
tos y personal auxiliar. 

1. Las condiciones, plazos y demás requisitos para la designa-
ción, nombramiento y ejercicio profesional del farmacéutico, titu-
lar, regente, sustituto o adjunto de la oficina de farmacia se esta-
blecerán reglamentariamente. Igualmente, se establecerán los su-
puestos en que el adjunto puede pasar a desempeñar la función de 
sustituto. 

2. Mediante desarrollo reglamentario se determinará el número 
de farmacéuticos adjuntos y de personal auxiliar, según el volumen 
de ventas, número de dispensaciones, tipos de actividades en la ofi-
cina de farmacia y régimen horario de los servicios. Dicho personal 
auxiliar estará en posesión del título oficial de técnico en farmacia. 

3. El farmacéutico titular dispondrá, en su caso, de la colabo-
ración del personal auxiliar necesario para llevar a cabo las fun-
ciones que tienen atribuidas en su oficina de farmacia y realizará, 
bajo la supervisión de un farmacéutico, las funciones propias de 
su titulación o habilitación profesional y aquellas que les sean en-
comendadas, siempre que no estén reservadas expresamente a 
ser desempeñadas por un farmacéutico. 

4. Para la validez del nombramiento de cualesquiera de los far-
macéuticos regentes, sustitutos o adjuntos que se contemplan en el 
presente artículo, deberá acreditarse la firma del correspondiente 
contrato de trabajo de acuerdo con la normativa laboral vigente, así 
como el alta en el Régimen de Seguridad Social que proceda. 

La contratación del personal auxiliar a que se refiere el aparta-
do 3 de este artículo se realizará de conformidad con lo estableci-
do en la legislación laboral, debiendo constar, asimismo, su afilia-
ción al régimen correspondiente de la Seguridad Social. 

Artículo 25. Locales e instalaciones de las oficinas de farmacia. 

1. A fin de prestar una asistencia farmacéutica correcta, las 
oficinas de farmacia deberán disponer del espacio, distribución de 
las áreas de trabajo, del equipamiento y de las condiciones higié-
nico-sanitarias necesarias. 

2. Reglamentariamente se establecerán las condiciones mate-
riales, requisitos técnicos, la superficie y su distribución que de-
berán cumplir los locales e instalaciones de las oficinas de farma-
cia, incluidos los módulos adicionales en caso de tener autorizada 
la oficina de farmacia otras actividades, así como la disposición de 
medios técnicos de acceso a bibliografía actualizada y de recono-
cida solvencia. 

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, las oficinas de 
farmacia autorizadas y abiertas al público con anterioridad a la 
entrada en vigor de la presente Ley podrán mantener sus condi-
ciones materiales, técnicas, superficie y distribución, en tanto per-
manezcan en su actual emplazamiento. 

3. Los locales de las oficinas de farmacia dispondrán en todo ca-
so de accesos o zonas de uso colectivo accesibles para personas con 
alguna discapacidad de acuerdo con la normativa vigente al respecto. 

Artículo 26. Identificación y señalización. 

Todas las oficinas de farmacia estarán convenientemente seña-
lizadas e identificadas. Reglamentariamente se establecerán las 
condiciones, requisitos y procedimiento de autorización de dicha 
señalización e identificación. 
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SECCIÓN 3.ª HORARIOS Y SERVICIOS DE GUARDIA 

Artículo 27. Horarios de apertura y servicios de guardia de la 
oficina de farmacia. 

1. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 6 de la Ley 16/1997, 
de 25 de abril, se reconoce el derecho de las oficinas de farmacia a 
prestar sus servicios en régimen de libertad y flexibilidad horarias. 

2. Se garantizará a la población la asistencia farmacéutica 
permanente. A tal efecto, la Consejería competente en materia de 
Salud establecerá las normas básicas en relación con los horarios 
de atención al público, horarios mínimos obligatorios, servicios 
de guardia y el cierre temporal voluntario de las oficinas de far-
macia, en función de las características poblacionales y geográfi-
cas de cada unidad territorial farmacéutica, municipio, núcleo o 
entidad poblacional. 

3. Las oficinas de farmacia estarán obligadas a exponer al pú-
blico, en lugar y en condiciones de adecuada visibilidad, el horario 
y turnos de guardia, y podrán hacer publicidad de sus horarios 
ampliados y servicios adicionales de las mismas que requieran 
autorización previa o sean objeto de concertación particularizada. 

SECCIÓN 4.ª PLANIFICACIÓN DE LAS OFICINAS DE FARMACIA 

Artículo 28. Unidad territorial farmacéutica. 

1. El instrumento básico para la planificación territorial de las 
oficinas de farmacia será la unidad territorial farmacéutica. Su de-
limitación se realizará teniendo en cuenta la densidad demográfi-
ca, características geográficas y dispersión de la población, y aten-
diendo a criterios territoriales y a factores geográficos, socioeco-
nómicos y sanitarios, con el objetivo de garantizar unas adecua-
das condiciones de accesibilidad en la asistencia farmacéutica pa-
ra la ciudadanía. 

2. Por orden de la persona titular de la Consejería competente 
en materia de Salud, se establecerán las unidades territoriales 
farmacéuticas, para cuya configuración se tomarán como referen-
cia las zonas básicas de salud determinadas en el Mapa de Aten-
ción Primaria de Andalucía. 

Artículo 29. Criterios de planificación en relación con los mó-
dulos de población. 

1. El módulo de población mínimo para la apertura de ofici-
nas de farmacia será de 2.800 habitantes por establecimiento. En 
todo caso, en cualquier unidad territorial farmacéutica, municipio, 
entidad local autónoma (en adelante ELA), entidad de ámbito terri-
torial inferior al municipio (en adelante EATIM) o núcleo, una vez 

superadas estas proporciones, podrá autorizarse una nueva ofici-
na de farmacia por fracción superior a 2.000 habitantes. 

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, a fin de ga-
rantizar la distribución uniforme y accesibilidad de las oficinas de 
farmacia, se podrá autorizar la existencia de, al menos, una ofici-
na de farmacia en cada una de las siguientes zonas: 

a) Unidad territorial farmacéutica. 
b) Municipio. 
c) ELA o EATIM. 
d) Núcleos poblacionales aislados que tengan como míni-

mo 1.000 habitantes. 
e) En aeropuertos y otros centros de tráfico de viajeros o mer-

cancías donde por necesidades de la propia actividad se obligue a 
enlaces o pernoctas. 

f) En aquellas unidades territoriales farmacéuticas en las que 
no esté garantizado el acceso a los medicamentos y productos sa-
nitarios de tenencia mínima obligatoria. 

3. Si no se cubriesen las previsiones derivadas de la aplicación 
de los criterios establecidos tanto del módulo general como de la 
aplicación de los criterios que se contemplan en el apartado 2 an-
terior, por la existencia de excepcionales circunstancias que impi-
dieran la accesibilidad o la distribución uniforme de las oficinas 
de farmacia, se podrá autorizar la instalación y funcionamiento de 
una nueva oficina de farmacia. 

Artículo 30. Criterios de planificación en relación con los mó-
dulos de distancias. 

1. La distancia mínima entre oficinas de farmacia será de dos-
cientos cincuenta metros. 

Para las nuevas oficinas de farmacia que se autoricen en el su-
puesto previsto en la letra d) del apartado 2 del artículo anterior, 
esta distancia mínima será de quinientos metros de la oficina de 
farmacia más cercana a dichos núcleos. Para las sucesivas ofici-
nas de farmacia que pudieran autorizarse en cada uno de estos, la 
distancia mínima entre las oficinas de farmacia será de doscien-
tos cincuenta metros. 

2. La distancia mínima entre oficinas de farmacia y cualquier 
centro asistencial del Sistema Sanitario Público será de doscientos 
metros, con independencia de la unidad territorial farmacéutica, 
municipio o núcleo al que pertenezcan. En el caso de municipio, 
ELA, EATIM y núcleo de farmacia única, la distancia mínima a 
cualquier centro sanitario del sistema sanitario público será de 
cien metros, salvo que esta distancia suponga en la práctica la 
imposibilidad de instalación de la oficina de farmacia, en cuyo ca-
so no será exigible este requisito. 

3. Reglamentariamente, se determinarán el procedimiento, las 
condiciones y los criterios que habrán de aplicarse en la medición 
de las distancias establecidas en este artículo. 
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Artículo 31. Cómputo de habitantes. 

El cómputo de habitantes de las unidades territoriales farma-
céuticas, de los municipios y de los núcleos se hará de la siguien-
te forma: 

1. La población de derecho, en función del Padrón Municipal 
vigente. 

2. La población de hecho, residente y no censada, mediante la 
oportuna certificación emitida por el Ayuntamiento o por informe 
de la entidad correspondiente de donde procedan los datos, 

3. La población estacional, si se trata de zonas con afluencia 
turística, se llevará a efecto contabilizando las plazas de aloja-
mientos turísticos en sus distintas modalidades, según los datos 
oficiales del Instituto de Estadística de Andalucía, multiplicadas 
por ciento ochenta y cuatro y dividas por trescientos sesenta y cin-
co días. 

La población estacional, si se trata de segunda residencia, se 
contabilizará multiplicando el número de viviendas por 3,5. La ci-
fra resultante se multiplicará por noventa y dos días y se dividirá 
por trescientos sesenta y cinco días. 

Para el cómputo de población estacional por razones de 
afluencia turística, se considerarán zonas con afluencia turística 
aquellas en las que las plazas de alojamientos turísticos superen 
el 5% de la cifra de población, según el Padrón Municipal vigente. 

4. La población total será la suma de la población de derecho, 
la población de hecho no censada y la población estacional, ya sea 
de segunda residencia o población turística. 

Artículo 32. Criterios de ubicación. 

1. Para otorgar la autorización de instalación y funcionamiento 
o traslado de una oficina de farmacia, se tendrá en cuenta que el 
emplazamiento propuesto, de acuerdo con el mapa farmacéutico 
de Andalucía, garantiza o mejora el adecuado servicio farmacéuti-
co a la población, evitando emplazamientos impropios o con fina-
lidad distinta a la estrictamente sanitaria que deben tener estos 
establecimientos. 

2. En función de la aplicación de lo indicado anteriormente, 
en las convocatorias públicas de oferta de nuevas oficinas de far-
macia, si fuera necesario, se señalarán las zonas urbanas, nú-
cleos, entidades o municipios de emplazamiento obligado. 

SECCIÓN 5.ª ADJUDICACIONES Y AUTORIZACIONES 
DE OFICINAS DE FARMACIA 

Artículo 33. Principios generales. 

1. Las nuevas oficinas de farmacia se adjudicarán en convoca-
toria por concurso público, mediante publicación en el Boletín 

Oficial de la Junta de Andalucía, sin perjuicio de la obtención 
posterior, para su apertura, de las autorizaciones de instalación y 
funcionamiento. 

2. La adjudicación de nuevas oficinas de farmacia se ajustará a 
los principios de publicidad, transparencia, concurrencia pública 
y mérito. 

3. Las adjudicaciones y autorizaciones de oficinas de farmacia 
se otorgarán siempre que se acredite el cumplimiento de los re-
quisitos y condiciones establecidos en la presente Ley y normas de 
desarrollo. En todo caso, las autorizaciones administrativas que 
otorgue la Administración sanitaria serán personales al farmacéu-
tico autorizado y referidas al ámbito territorial, locales e instala-
ciones que se contemplan en las correspondientes resoluciones 
de autorización. 

Artículo 34. Limitaciones a la participación en el procedimiento 
y al derecho de adjudicación. 

1. No podrán participar en el procedimiento de adjudicación 
de nuevas oficinas de farmacia los farmacéuticos que hayan 
transmitido su titularidad o cotitularidad sobre una oficina de 
farmacia en un plazo inferior a cinco años respecto a la fecha de 
publicación de la convocatoria de concurso. 

2. El titular que tuviese autorizada una oficina de farmacia no 
podrá ser adjudicatario de las que se oferten, en los concursos de 
nuevas oficinas de farmacia, en el municipio donde se ubique la 
que tiene autorizada. 

Artículo 35. Pérdida del derecho a la adjudicación y a las au-
torizaciones de instalación y funcionamiento de nueva oficina 
de farmacia. 

Si el adjudicatario es titular de otra oficina de farmacia y reali-
zara cesión o trasmisión de esta, ya fuera total o parcial, a partir 
de la publicación de la convocatoria en el Boletín Oficial de la 
Junta de Andalucía, perderá el derecho a la adjudicación y a las 
autorizaciones de instalación y funcionamiento de la nueva ofici-
na de farmacia de la que hubiere sido adjudicatario en la convo-
catoria. Esta farmacia se ofertará a los solicitantes admitidos que 
no resulten adjudicatarios de oficina de farmacia, según el orden 
de puntuación obtenida en dicha convocatoria. 

Artículo 36. Obligación de cierre de la oficina de farmacia. 

1. La resolución de autorización de funcionamiento de nueva 
oficina de farmacia a favor de un farmacéutico titular de otra ofi-
cina de farmacia determinará el cierre definitivo de esta última, 
que se acreditará mediante la oportuna certificación de la autori-
dad sanitaria competente. 
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2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, para ase-
gurar que la población a la que dicho farmacéutico venía prestan-
do asistencia farmacéutica no queda desatendida, la autorización 
de funcionamiento de la nueva oficina de farmacia quedará con-
dicionada a la entrada en funcionamiento de otra oficina de far-
macia en el municipio o núcleo donde, hasta ese momento, 
hubiese estado abierta la anterior oficina. 

Artículo 37. Farmacéuticos adjudicatarios titulares de otra ofi-
cina de farmacia en la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

Si un farmacéutico titular de una oficina de farmacia en la 
Comunidad Autónoma de Andalucía obtuviese la autorización de 
una nueva oficina de farmacia, la autorización anterior podrá 
quedar incorporada a la siguiente convocatoria de nuevas oficinas 
de farmacia. 

Artículo 38. Situaciones y actividades de las oficinas de far-
macia sujetas a autorización. 

1. Además de las autorizaciones previstas en los artículos 13.2, 
16.2 y 33 de la presente Ley, las oficinas de farmacia estarán suje-
tas a las siguientes autorizaciones de la Administración sanitaria: 

a) Autorizaciones de modificación de instalaciones. 
b) Autorización de traslado. 
c) Autorización de cierre. 
d) Autorización por cambio de titularidad. 
2. Las anteriores autorizaciones se concederán sin perjuicio de 

las que procedan de acuerdo con otras actividades que se puedan 
desarrollar en la oficina de farmacia y que estén igualmente suje-
tas a aquellas, así como de otras autorizaciones de las Adminis-
traciones públicas que procedan. 

Artículo 39. Caducidad del derecho a las autorizaciones de 
instalación y funcionamiento. 

Se producirá la caducidad del derecho a las autorizaciones de 
instalación y funcionamiento de la oficina de farmacia cuando el 
farmacéutico adjudicatario no proceda, por causas a él imputables y 
en el plazo reglamentariamente determinado por la Administra-
ción, a promover dichas autorizaciones y cuando la oficina de far-
macia, por circunstancias sobrevenidas, no sea abierta al público. 

Artículo 40. Caducidad de las autorizaciones de instalación y 
funcionamiento. 

1. Las autorizaciones de instalación y funcionamiento de las 
oficinas de farmacia caducarán: 

a) Por causas referidas a su titular: 
1.º Renuncia. 
2.º Inhabilitación profesional por periodo superior a dos años. 
3.º Suspensión definitiva de funciones. 
4.º Cierre definitivo de la oficina de farmacia. 
Si la inhabilitación profesional o la suspensión definitiva de 

funciones se hubiera producido en el ejercicio profesional en la 
oficina de farmacia, las autorizaciones caducarán aunque existan 
cotitulares. En el caso de renuncia, caducarán las autorizaciones 
si solo existe un titular, salvo si, siendo varios, renuncian todos. 

b) Por no haber transmitido la oficina de farmacia en el plazo 
de veinticuatro meses, contados a partir de la fecha en que se 
produzcan los hechos causantes: 

1.º Declaración judicial de ausencia. 
2.º Incompatibilidad legal. 
3.º Incapacidad laboral permanente, total o absoluta. 
4.º Fallecimiento. 
En los supuestos de cotitularidad de la oficina de farmacia, po-

drá seguir al frente de la misma aquel cotitular que no se encuen-
tre afectado por el hecho causante. 

c) Por resultar el titular de una oficina de farmacia adjudicata-
rio de otra en un concurso público y obtener por resolución firme 
las autorizaciones de instalación y funcionamiento de esta nueva 
oficina de farmacia. 

2. Las autorizaciones de instalación y funcionamiento de nue-
vas oficinas de farmacia, otorgadas a partir de la entrada en vigor 
de la presente Ley, caducarán al cumplir sesenta y cinco años de 
edad el farmacéutico a cuyo nombre se extienda la autorización 
de la oficina de farmacia. No obstante, el farmacéutico podrá soli-
citar la continuidad de la autorización hasta cumplir la edad de 
setenta años. 

La caducidad de las autorizaciones previstas en el párrafo ante-
rior conllevará el cierre automático de la oficina de farmacia, sal-
vo resolución expresa en contrario de la Administración sanitaria 
para garantizar la continuidad de la asistencia farmacéutica, de-
biendo figurar al frente de la misma un farmacéutico regente has-
ta tanto se adjudique por concurso una nueva oficina de farmacia 
en la zona afectada. 

3. La Consejería competente en materia de Salud, en cuales-
quiera de los supuestos de caducidad contemplados en este artícu-
lo, se reserva la potestad de autorizar una nueva oficina de farmacia 
en aquellos municipios, entidades poblacionales o unidades territo-
riales farmacéuticas donde se hubieran producido los mismos. 

Artículo 41. Procedimiento de adjudicación de nuevas oficinas 
de farmacia. 

1. El concurso público para la adjudicación de nuevas oficinas 
de farmacia se realizará de acuerdo con el baremo que reglamen-
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tariamente se establezca y en el que, necesariamente, se tendrán 
en cuenta los méritos académicos, la formación posgraduada, la 
experiencia profesional y la discapacidad física. 

2. La obtención de una autorización de instalación y funciona-
miento de una oficina de farmacia agotará los méritos de experien-
cia profesional y de formación posgraduada que se le computen al 
interesado para el concurso en el que resultó adjudicatario. 

3. Las convocatorias se realizarán con la periodicidad que se 
establezca reglamentariamente y ofertarán las oficinas de farma-
cia que la Consejería competente en materia de Salud determine. 

4. La convocatoria indicará expresamente el municipio, enti-
dad, distrito municipal o núcleo de población dentro de la unidad 
territorial farmacéutica en los que se ubicarán las nuevas oficinas 
de farmacia. 

5. Desde la fecha en que se produzca la conformidad de la ad-
judicación, esta es irrenunciable. Así mismo, para los adjudicata-
rios titulares de oficina de farmacia no ubicadas en territorio de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía, la renuncia podrá suponer 
la imposibilidad de concursar en futuras convocatorias en esta. 

6. Los efectos de la renuncia anteriormente enunciados no se 
producirán cuando esta se funde en alguna causa sobrevenida de 
carácter personal o familiar determinada reglamentariamente y 
que resulte debidamente acreditada. 

SECCIÓN 6.ª TRASLADOS DE LAS OFICINAS DE FARMACIA 

Artículo 42. Autorización de traslados. 

Los diferentes tipos de traslados de oficina de farmacia defini-
dos en el artículo 2 de la presente Ley solo se autorizarán dentro 
de los municipios, entidades, núcleos o centros, referidos en el 
artículo 29, donde hubieran sido autorizadas y siempre que se 
cumplan los requisitos establecidos en la presente Ley y en lo que 
se establezca reglamentariamente. 

Artículo 43. Traslados voluntarios. 

1. Serán requisitos necesarios para autorizar el traslado volun-
tario definitivo de oficina de farmacia: 

a) Que la población a la que se presta asistencia farmacéutica 
no quede desatendida, de acuerdo con los criterios de planifica-
ción que se contemplan en la presente Ley. 

b) Que la oficina de farmacia que pretende trasladarse haya 
permanecido un mínimo de tres años consecutivos, inmediata-
mente anteriores a la fecha de solicitud del traslado, en la misma 
ubicación y con la misma persona titular. 

c) Que se cumplan los requisitos sobre distancias y condicio-
nes de los locales que se establecen en la presente Ley y aquellos 
otros que reglamentariamente se determinen. 

2. Los traslados voluntarios provisionales deberán cumplir los 
requisitos establecidos en las letras a) y c) del apartado 1 del pre-
sente artículo. 

3. No se podrán solicitar traslados voluntarios, definitivos o 
provisionales, en el ámbito de los municipios, entidades o núcleos 
de población incluidos en la convocatoria de adjudicación de nue-
vas oficinas de farmacia, desde su publicación hasta la finaliza-
ción de los procedimientos de autorización de instalación de las 
mismas. 

4. El traslado voluntario definitivo supondrá la clausura de la 
oficina de farmacia sita en los primitivos locales. 

5. La duración de los traslados voluntarios provisionales por 
motivos de obras de acondicionamiento del local o entornos de 
acceso en ningún caso podrá superar el período de dos años. 
Transcurrido dicho plazo sin que la oficina de farmacia hubiera 
retornado a su lugar de origen, se procederá al cierre del local 
provisional. 

Artículo 44. Traslados forzosos. 

1. El cambio de ubicación del local de la oficina de farmacia 
con carácter forzoso puede ser provisional o definitivo, de acuerdo 
con las definiciones de los traslados que se establecen en el ar-
tículo 2 de esta Ley. 

2. Los traslados forzosos y provisionales se autorizarán condi-
cionados a la obligación del titular de que la oficina de farmacia 
retorne al local de origen antes de finalizar el plazo que reglamen-
tariamente se determine. Cuando el titular se comprometa a re-
tornar al local originario, una vez reconstruido, se podrá ampliar 
dicho plazo por el tiempo necesario que exija la reconstrucción. 

En el plazo de un mes a partir de la finalización de la causa 
que originó el traslado forzoso provisional, el titular deberá soli-
citar la autorización de funcionamiento de la oficina de farmacia 
en el local originario. Transcurrido dicho plazo, se procederá al 
cierre del local provisional. 

3. Si por causa ajena a la voluntad de quien es titular de la 
oficina de farmacia en situación de traslado forzoso conforme al 
párrafo anterior no pudiese retornar a sus primitivos locales, po-
drá solicitar, conforme al procedimiento que se establezca regla-
mentariamente, la autorización definitiva en los locales que ocu-
pan provisionalmente, si se cumple el resto de los requisitos de 
distancia, locales e instalaciones previstos en los artículos 25 y 30 
de la presente Ley. 

4. Los locales que se ocupen provisionalmente por traslado 
forzoso deberán estar ubicados a una distancia mínima de ciento 
cincuenta metros de otra oficina de farmacia o un centro sanitario 
asistencial público en un emplazamiento, salvo dificultad justifi-
cada, en la zona de influencia de la población a la que prestaba 
asistencia farmacéutica la oficina de farmacia originaria. En el ca-
so de que no se cumpliesen estas distancias con anterioridad, so-
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lo se permitirá el traslado forzoso siempre que no se disminuyan 
las distancias ya existentes. 

Artículo 45. Traslado de farmacias de núcleo. 

1. Las oficinas de farmacia abiertas al amparo de lo dispuesto 
en la letra d) del artículo 29.2 de la presente Ley podrán trasla-
darse dentro del núcleo donde hubieran sido autorizadas siempre 
que se instalen, como mínimo, a quinientos metros de la oficina 
de farmacia más cercana al núcleo de que se trate. 

2. En el caso de que el núcleo se hubiera integrado en el casco 
urbano del municipio por desarrollo urbanístico o, sin esta cir-
cunstancia, si aquel hubiera incrementado su población en más 
de 2.000 habitantes a partir de los 1.000 habitantes que justifica-
ron la autorización de la primera oficina de farmacia de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 29 de la presente Ley, le será de 
aplicación el régimen normal de distancias tanto para las apertu-
ras de nuevas oficinas de farmacia como para los traslados de las 
ya instaladas. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior les será de aplicación a las 
oficinas de farmacia abiertas al amparo del artículo 5 b) del De-
creto de 31 de mayo de 1957, de establecimientos de nuevas far-
macias, y artículo 3.1 b) del Real Decreto 909/1978, de 14 de 
abril, que regula el establecimiento, transmisión e integración de 
las oficinas de farmacia. En estos casos, los traslados podrán rea-
lizarse en todo el ámbito del municipio de que se trate. 

SECCIÓN 7.ª CIERRE DE LAS OFICINAS DE FARMACIA 

Artículo 46. Cierre temporal o definitivo, voluntario o forzoso. 

1. El cierre voluntario de la oficina de farmacia, temporal o de-
finitivo, precisará autorización administrativa previa. En todo ca-
so, requerirá de causa justificada y estará siempre condicionado a 
que quede garantizada la asistencia farmacéutica a la población. 

2. El cierre forzoso de la oficina de farmacia por sanción ad-
ministrativa o sentencia judicial en los supuestos de inhabilita-
ción profesional, personal o de cualquier otra índole de su titular, 
se ejecutará en los términos previstos en la correspondiente reso-
lución. 

3. El cierre voluntario con carácter temporal de una oficina de 
farmacia no podrá exceder de dos años. Transcurrido este plazo 
su reapertura requerirá de las autorizaciones de instalación y fun-
cionamiento como si de una nueva oficina de farmacia se tratara. 

4. Si el cierre temporal fuese por más de tres meses hasta dos 
años, la reanudación de actividad en la oficina de farmacia vendrá 
precedida de nueva autorización de funcionamiento. 

5. Reglamentariamente, se determinarán las causas que justi-
fiquen el cierre voluntario, temporal o definitivo, su régimen de 
autorización y las medidas que garanticen la continuidad de la 
prestación de la atención farmacéutica. 

SECCIÓN 8.ª TRANSMISIÓN DE LA OFICINA DE FARMACIA 

Artículo 47. Transmisión de la oficina de farmacia. 

1. La transmisión de la oficina de farmacia por cualquiera de 
las formas admitidas en Derecho se realizará en las condiciones y 
con los requisitos de procedimiento que reglamentariamente se 
determinen. 

2. La transmisión de la totalidad o una parte indivisa de la ofi-
cina de farmacia solo podrá llevarse a cabo a favor de otro u otros 
farmacéuticos siempre que el establecimiento haya permanecido 
abierto al público durante un mínimo de cinco años, con la mis-
ma persona titular o cotitulares. 

No obstante, el plazo previsto en el párrafo anterior no será de 
aplicación en los supuestos de fallecimiento, incapacidad laboral 
permanente, total o absoluta, incapacitación judicial o declaración 
judicial de ausencia de la misma. Y ello, sin perjuicio de lo dis-
puesto en el artículo 40.1 b) de esta Ley. 

3. La transmisión onerosa se realizará solamente a favor del 
farmacéutico que, estando inscrito en el registro de posibles ad-
quirentes constituido al efecto, tenga la mayor puntuación según 
el baremo de méritos que se establezca, de acuerdo con los crite-
rios del apartado 1 del artículo 41 de la presente Ley, y acepte el 
precio de venta de la oficina de farmacia. 

4. Efectuada la transmisión de la oficina de farmacia, la per-
sona a cuyo favor se haya realizado la misma solicitará la opor-
tuna autorización por cambio de titularidad a la Delegación Pro-
vincial correspondiente de la Consejería competente en materia 
de Salud. 

CAPÍTULO II 
Botiquines farmacéuticos 

Artículo 48. Requisitos básicos y procedimientos de autoriza-
ción de los botiquines farmacéuticos. 

Reglamentariamente, se establecerán los requisitos básicos de 
funcionamiento, incluida la necesidad de responsabilidad técnica, 
los de autorización, tanto para la apertura o cierre del botiquín, 
así como la posibilidad de adscripciones obligatorias a una oficina 
de farmacia en el caso de que, ofertado un botiquín, hubiera re-
sultado vacante dicha oferta. 
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CAPÍTULO III 
Unidades de radiofarmacia 

Artículo 49. Autorización de unidades de radiofarmacia. 

De acuerdo con lo previsto en el artículo 48.3 de la Ley 29/2006, 
de 26 de julio, la Consejería competente en materia de Salud au-
torizará las unidades de radiofarmacia en las que se realicen pre-
paraciones extemporáneas de radiofármacos, bajo la supervisión y 
control de un facultativo especialista en radiofarmacia. 

CAPÍTULO IV 
Atención farmacéutica en centros sanitarios, 

sociosanitarios y penitenciarios 

Artículo 50. Requisitos generales. 

1. El cumplimiento de las funciones que corresponde a los 
servicios de farmacia y depósitos de medicamentos se efectuará 
bajo la responsabilidad directa de un farmacéutico. 

2. La organización de los servicios farmacéuticos y depósitos 
de medicamentos deberá permitir la disponibilidad de los medi-
camentos durante las 24 horas del día. 

3. Los requisitos específicos, condiciones, régimen de funcio-
namiento y las autorizaciones administrativas previas a la instala-
ción, funcionamiento, modificación y cierre de los servicios de 
farmacia y depósitos de medicamentos se determinarán regla-
mentariamente. 

4. Las instalaciones donde se elaboren las fórmulas magistra-
les y preparados oficinales en los servicios de farmacia, en los di-
ferentes niveles de elaboración, requerirán de la autorización pre-
via por parte de la Consejería competente en materia de Salud, así 
como de las exigencias que se contemplan en el artículo 13 de la 
presente Ley para las oficinas de farmacia. 

Artículo 51. La atención farmacéutica en las estructuras de 
atención primaria. 

1. La asistencia y atención farmacéutica en las estructuras de 
atención primaria se llevará a cabo a través de los servicios farma-
céuticos de atención primaria. 

2. Se establecerá un servicio farmacéutico en cada distrito de 
atención primaria de salud, para el ejercicio de las funciones que 
la presente Ley y sus disposiciones de desarrollo reglamentario 
atribuyan a los servicios farmacéuticos. 

3. Los centros de salud y demás estructuras de atención pri-
maria del distrito podrán disponer de depósitos de medicamen-
tos, como parte integrante de su servicio farmacéutico. 

Artículo 52. Servicios farmacéuticos en hospitales y centros de 
atención especializada. 

1. Los hospitales y centros de atención especializada deberán 
contar con servicio farmacéutico o, en su defecto, depósito de 
medicamentos de acuerdo con los criterios que más adelante se 
establecen. 

2. Será obligatorio disponer de servicio de farmacia hospitala-
ria en aquellos hospitales que dispongan de cien o más camas. No 
obstante lo anterior, reglamentariamente se podrá establecer la 
necesidad de disponer de un servicio de farmacia hospitalaria, 
tanto en los hospitales de menos de cien camas como en los cen-
tros de atención especializada que así se determinen. 

3. Para la distribución de medicamentos, los servicios de far-
macia hospitalaria podrán establecer depósitos de medicamentos, 
como parte integrante de sus servicios. 

4. Los servicios de farmacia hospitalaria estarán bajo la res-
ponsabilidad de un especialista en farmacia hospitalaria. 

Artículo 53. Depósitos de medicamentos en hospitales y cen-
tros de atención especializada. 

1. Los hospitales y centros de atención especializada que no 
estén obligados a establecer servicios de farmacia hospitalaria de-
berán contar con un depósito de medicamentos legalmente auto-
rizado por la Consejería competente en materia de Salud. 

2. Los depósitos de medicamentos estarán vinculados a una 
oficina de farmacia o a un servicio de farmacia hospitalaria u otro 
centro preferentemente de la misma área de salud. 

3. Los depósitos de medicamentos estarán bajo la responsabi-
lidad de un farmacéutico. 

4. La adquisición de medicamentos para estos depósitos se 
efectuará obligatoriamente a través del servicio farmacéutico del 
hospital o centro o de la oficina de farmacia al que estén vincula-
dos, quienes serán responsables subsidiarios de la custodia, con-
servación y dispensación de los mismos. 

Artículo 54. Servicios farmacéuticos y depósitos de medica-
mentos en otros centros y servicios sanitarios. 

Los centros y servicios sanitarios no regulados en los artículos 
anteriores, así como aquellos otros servicios prestadores de asis-
tencia sanitaria móvil, podrán solicitar a la Consejería competente 
en materia de Salud autorización para mantener un servicio far-
macéutico o depósito de medicamentos para satisfacer los reque-
rimientos asistenciales que se desarrollen en los mismos, y en los 
términos que reglamentariamente se determinen. 
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Artículo 55. Atención farmacéutica en los centros sociosani-
tarios. 

1. Reglamentariamente, se determinará la obligatoriedad de 
disponer de un servicio farmacéutico en los centros sociosanita-
rios residenciales en función del número de plazas y del tipo y ca-
racterísticas de la atención médica o farmacológica que precisen 
las personas que residan en ellos. 

2. Los restantes centros sociosanitarios, sean o no residencia-
les, deberán contar con un depósito de medicamentos, que debe-
rá estar vinculado a una oficina de farmacia o a un servicio far-
macéutico dependiente de un centro sanitario público. 

3. Los servicios de farmacia de los centros sociosanitarios pú-
blicos estarán coordinados funcionalmente con los servicios de 
farmacia de los hospitales del Sistema Sanitario Público de Anda-
lucía. Esta coordinación se desarrollará mediante acuerdos esta-
blecidos al efecto entre las Consejerías competentes. 

4. Para hacer efectiva la prestación farmacéutica a que tengan 
derecho las personas acogidas en los centros sociosanitarios de ti-
tularidad privada, se establecerán convenios entre estos y el órga-
no competente en la gestión de la prestación farmacéutica del Sis-
tema Sanitario Público de Andalucía. 

5. Los servicios farmacéuticos de los centros sociosanitarios 
estarán dirigidos por un farmacéutico. 

Artículo 56. Depósitos de medicamentos en establecimientos 
penitenciarios. 

Los establecimientos penitenciarios podrán solicitar de la Con-
sejería competente en materia de Salud autorización para mante-
ner un depósito de medicamentos para la asistencia a los inter-
nos, bajo la supervisión de un farmacéutico del servicio de farma-
cia del hospital más cercano perteneciente al Sistema Sanitario 
Público de Andalucía. 

TÍTULO III 
Uso racional de los medicamentos 

CAPÍTULO I 
Derechos de los pacientes en relación 
con los tratamientos farmacológicos 

Artículo 57. Derechos de los pacientes. 

Los pacientes tienen derecho a: 
a) La medicación más adecuada a sus necesidades clínicas, en 

las dosis más ajustadas posibles a sus condiciones individuales y 
durante el tiempo que sea preciso. 

b) Los medicamentos necesarios para el tratamiento de sus 
afecciones, prescritos bajo las condiciones y circunstancias para 
las que existen pruebas científicas, constatadas y validadas, de su 
utilidad y seguridad y, por tanto, conforme a lo establecido en sus 
respectivas autorizaciones. 

c) Ser informados por su médico sobre los beneficios y riesgos 
de los tratamientos farmacológicos que les prescriba y a recibir las 
instrucciones necesarias sobre posología, pautas de administra-
ción, duración del tratamiento y, en su caso, prohibiciones y pre-
cauciones que deben adoptar. 

d) Recibir en el acto de la dispensación de los medicamentos la 
información necesaria para una correcta administración y, en su 
caso, manipulación, reconstitución y condiciones de conservación. 

CAPÍTULO II 
Selección, prescripción, dispensación 
y administración de medicamentos 

Artículo 58. Principios generales de actuación profesional en 
la prescripción, dispensación y administración de medicamen-
tos y productos sanitarios. 

Con la finalidad de garantizar a los pacientes el adecuado nivel 
de seguridad y eficacia en la prescripción, dispensación y admi-
nistración de los medicamentos y productos sanitarios, la actua-
ción profesional se regirá por los siguientes principios generales: 

a) Solamente se podrán prescribir medicamentos legalmente 
reconocidos y, exclusivamente, para las indicaciones contenidas 
en las correspondientes autorizaciones, incluidas las de trata-
mientos compasivos y ensayos clínicos. 

b) El profesional que realiza la prescripción informará ade-
cuadamente al paciente sobre las características del tratamiento 
prescrito, así como sobre la correcta administración de los medi-
camentos indicados. 

c) El farmacéutico dispensará los medicamentos y productos 
sanitarios que se le soliciten, en las condiciones legales y regla-
mentariamente establecidas. 

d) El farmacéutico velará por el cumplimiento de las pautas 
establecidas por el médico responsable del paciente en la pres-
cripción, informando al paciente sobre las condiciones de conser-
vación, preparación, administración y posología de los medica-
mentos dispensados. 

e) El farmacéutico en el acto de la dispensación de medica-
mentos y productos sanitarios está obligado a cumplir las pres-
cripciones económicas y administrativas que determine la norma-
tiva reguladora de la dispensación de medicamentos y, en su caso, 
de productos sanitarios. 
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CAPÍTULO III 
Prestación farmacéutica del Sistema Sanitario 

Público de Andalucía 

Artículo 59. Medicamentos incluidos en la prestación farma-
céutica del Sistema Sanitario Público de Andalucía. 

La prestación farmacéutica del Sistema Sanitario Público de 
Andalucía comprende todos aquellos medicamentos: 

a) Incluidos en la prestación farmacéutica del Sistema Nacio-
nal de Salud. 

b) Incluidos por decisión del Consejo de Gobierno de la Junta 
de Andalucía, con cargo a sus propios presupuestos y en las con-
diciones que se determinen. 

c) Que se adquieran para ser utilizados en los centros sanita-
rios públicos de acuerdo con los criterios de selección determina-
dos por la Comisión Multidisciplinar de Uso Racional del Medi-
camento correspondiente. 

d) Que, conforme a lo establecido en la normativa vigente, 
cuenten con autorización expresa para uso compasivo por el 
Ministerio de Sanidad y Consumo. 

e) Que sean autorizados por el órgano correspondiente del 
Ministerio de Sanidad y Consumo exclusivamente para un ensa-
yo clínico, cuando este sea promovido por un centro sanitario del 
Sistema Sanitario Público de Andalucía. 

Artículo 60. Prescripción por �principio activo�. 

1. En el ámbito del Sistema Sanitario Público de Andalucía se 
promoverá que la prescripción de medicamentos se realice por 
�principio activo�, utilizando, exclusivamente, la denominación 
oficial española (DOE) o, en su defecto, la denominación común 
internacional (DCI). 

2. Cuando los medicamentos hayan sido prescritos en la for-
ma indicada en el apartado anterior, el órgano competente en la 
gestión de la prestación farmacéutica del Sistema Sanitario Públi-
co de Andalucía adoptará las medidas de gestión necesarias para 
garantizar, en todo caso, el menor coste posible de las dispensa-
ciones correspondientes. 

Artículo 61. Prescripción informatizada. 

1. Para facilitar a los pacientes el acceso a la prestación farma-
céutica, en el ámbito del Sistema Sanitario Público de Andalucía, 
se promoverá que la prescripción de medicamentos se realice 
mediante el sistema informático de receta electrónica. 

2. No obstante lo anterior, se podrán mantener los talonarios 
oficiales de recetas para los casos y circunstancias que estime 
convenientes el profesional de la medicina que prescribe. 

3. Los sistemas informáticos que den soporte a la prescripción 
mediante receta electrónica deberán garantizar la confidenciali-
dad de los datos, de acuerdo con la legislación vigente en materia 
de seguridad y de protección de datos, así como permitir la traza-
bilidad de los medicamentos. 

4. El catálogo de medicamentos a incluir en los sistemas in-
formatizados de prescripción será establecido por el órgano com-
petente en la gestión de la prestación farmacéutica del Sistema 
Sanitario Público de Andalucía, previo informe de la Comisión Au-
tonómica para el Uso Racional de los Medicamentos. 

Artículo 62. Actuaciones de los distritos de atención primaria, 
hospitales y áreas de gestión sanitaria para promover el uso 
racional de los medicamentos. 

Con el fin de promover el uso racional de los medicamentos, 
los distritos de atención primaria, los hospitales y las áreas de ges-
tión sanitaria deberán: 

a) Garantizar el suministro y, en su caso, la elaboración y el 
acondicionamiento de los medicamentos necesarios en sus cen-
tros y un sistema de distribución y dispensación interna que ase-
gure la calidad de los mismos y su trazabilidad. 

b) Impulsar el desarrollo de cuantos programas y actuaciones 
específicas se estimen oportunos para optimizar la efectividad, se-
guridad y eficiencia de los tratamientos farmacológicos instaura-
dos por sus profesionales, en especial los orientados a una mejor 
adecuación de los medicamentos a las necesidades individuales 
de los pacientes. 

c) Impulsar aquellas otras medidas que sean adecuadas para 
mejorar la calidad de la prescripción de los medicamentos y pro-
ductos sanitarios. 

Artículo 63. Medidas de promoción de la eficiencia. 

La Consejería competente en materia de Salud: 
a) Adoptará las medidas necesarias para promover la prescrip-

ción de aquella alternativa terapéutica que suponga un menor 
coste de tratamiento, de entre las que presenten niveles de efecti-
vidad y seguridad similares para una misma afección, incluidas 
en la prestación farmacéutica del Sistema Sanitario Público de 
Andalucía. 

b) Impulsará las medidas de aprovisionamiento de medica-
mentos para uso en sus diferentes centros sanitarios que permi-
tan la máxima eficiencia. 

c) Impulsará y aplicará en sus centros sanitarios aquellas me-
didas de dispensación que permitan la individualización del tra-
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tamiento y la seguridad en la dispensación, especialmente, la dis-
tribución en monodosis. 

Artículo 64. Medidas de control de la prescripción. 

1. La Consejería competente en materia de Salud podrá esta-
blecer las siguientes medidas de control: 

a) Evaluar que las prescripciones se ajusten a las indicaciones 
y condiciones contenidas en sus respectivas fichas técnicas apro-
badas por la Agencia Española de Medicamentos y Productos Sa-
nitarios o, en su caso, en la autorización expresa para uso compa-
sivo o en el protocolo de un ensayo clínico igualmente autorizado. 

b) Someter a control y autorización previa la dispensación de 
un medicamento, cuando se constate la existencia de prescrip-
ciones no ajustadas a los criterios indicados en el párrafo anterior. 
Esta medida se podrá adoptar con carácter general o limitado al 
ámbito de prescripción en el que se produzca el hecho determi-
nante de la misma. 

c) Exigir que, por razones de interés sanitario o económico, 
simultáneamente a la prescripción de determinados medicamen-
tos, o grupos de medicamentos, se emita un informe justificativo 
y motivado por parte de los profesionales prescriptores. Estos in-
formes serán evaluados por la Comisión para el Uso Racional del 
Medicamento de su centro asistencial, que propondrá medidas 
adecuadas. 

d) Aprobar protocolos de utilización de los medicamentos en 
el tratamiento de patologías de alto impacto sanitario o económi-
co, a propuesta de las comisiones multidisciplinares que se de-
terminen en cada caso. 

e) Someter a evaluación previa de la Comisión a la que se re-
fiere la letra c) del presente artículo las propuestas que los profe-
sionales de la medicina hagan de los tratamientos de patologías 
de alto impacto sanitario o económico. 

f) Aprobar aquellos protocolos y guías de prescripción de me-
dicamentos que faciliten una prescripción más efectiva y eficiente. 

2. Las oficinas de farmacia y servicios farmacéuticos no po-
drán dispensar recetas u órdenes médicas que, precisando la 
autorización a que hace referencia este artículo, no cuenten con 
dicha autorización. 

Artículo 65. Órganos de apoyo y asesoramiento para el uso ra-
cional de los medicamentos y la seguridad de los pacientes. 

1. La Consejería competente en materia de Salud impulsará la 
creación de la Comisión Autonómica para el Uso Racional de los 
Medicamentos, como órgano asesor del Sistema Sanitario Público 
de Andalucía en todo lo relacionado con la utilización de los me-
dicamentos. 

Esta Comisión tendrá, entre otras, las funciones de evaluar la 
utilidad terapéutica comparada de los medicamentos, así como 
proponer criterios de armonización en el uso racional del medi-
camento. 

2. El Centro Andaluz de Documentación e Información sobre 
Medicamentos (CADIME) es el órgano encargado de elaborar y di-
fundir información objetiva sobre medicamentos, en el ámbito de 
la Comunidad Autónoma. 

3. El Centro Andaluz de Farmacovigilancia es el órgano encar-
gado de la coordinación de los programas de farmacovigilancia en 
el ámbito de la Comunidad Autónoma, así como del asesoramien-
to a la Administración sanitaria de la Junta de Andalucía sobre to-
dos aquellos aspectos relacionados con la seguridad de los medi-
camentos. 

Artículo 66. Sistema de información sobre prestación farma-
céutica. 

La Consejería competente en materia de Salud establecerá un 
sistema de información sobre la prestación farmacéutica que ga-
rantice y facilite, al menos, los siguientes objetivos: 

a) La información a los profesionales, de forma individual y 
agregada por unidades o servicios, sobre la prescripción realizada 
en los periodos de tiempo que se establezcan. 

b) La elaboración y evaluación de planes de mejora de la pres-
cripción de los profesionales, de forma individualizada y por uni-
dades o servicios. 

c) La información necesaria para los diferentes ámbitos de 
gestión, así como para las diferentes fases de la gestión de la pres-
tación farmacéutica. 

d) La toma de decisiones en materia de planificación, organi-
zación y gestión de la prestación farmacéutica, así como en los 
aspectos vinculados al uso racional del medicamento. 

Artículo 67. Actuaciones de formación e información sobre el 
uso racional del medicamento. 

1. La Administración de la Junta de Andalucía promoverá pro-
gramas de información y de formación continuada sobre medi-
camentos dirigidos a sus profesionales. 

2. La Administración de la Junta de Andalucía promoverá acti-
vidades de educación sanitaria dirigidas a la población andaluza y 
orientadas a la correcta utilización de medicamentos, velando por 
su adaptación a las diferentes formas de enfermar de mujeres y 
hombres. 

3. La Administración de la Junta de Andalucía y las universi-
dades de la Comunidad Autónoma promoverán que, en los di-
seños curriculares de las disciplinas de las Ciencias de la Salud, 
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se incluyan principios y práctica del uso racional de los medi-
camentos. 

TÍTULO IV 
Distribución de medicamentos 

Artículo 68. Requisitos. 

1. La distribución de medicamentos, la de principios activos 
para la elaboración de estos y la de los demás productos farma-
céuticos se realizarán a través de los almacenes mayoristas o di-
rectamente por el laboratorio titular de la autorización de co-
mercialización de los mismos. 

2. Los almacenes mayoristas de distribución tendrán la obliga-
ción de suministrar cualquier medicamento o producto sanitario 
incluido en la prestación farmacéutica del Sistema Sanitario Pú-
blico de Andalucía que les sean solicitados por los servicios far-
macéuticos y las oficinas de farmacia. 

3. Los almacenes mayoristas autorizados dispondrán de una 
dirección técnica, a cargo de un farmacéutico, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 71 de la Ley 29/2006, de 26 de julio, así 
como de un número suficiente de farmacéuticos adicionales para 
garantizar el adecuado funcionamiento. Reglamentariamente se 
establecerán las condiciones, requisitos y procedimiento para su 
nombramiento. 

4. Excepcionalmente, se podrán autorizar almacenes de distri-
bución monográficos en las condiciones que se establezcan por la 
Consejería competente en materia de Salud. 

TÍTULO V 
Información de los medicamentos 

Artículo 69. Información de los medicamentos. 

1. La Consejería competente en materia de Salud velará para 
que la información de medicamentos y productos sanitarios diri-
gida a los profesionales de la sanidad y a la población en general 
se ajuste a criterios de veracidad, no induzca a su consumo in-
controlado y se adecue a lo establecido en los artículos 76 y 78 de 
la Ley 29/2006, de 26 de julio. 

2. La Consejería competente en materia de Salud, por razones 
de salud pública o seguridad de las personas, podrá limitar, con-
dicionar o prohibir la publicidad de los medicamentos. 

3. La Consejería competente en materia de Salud establecerá 
los mecanismos que permitan la inspección y control efectivo en 
el territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía de las acti-
vidades a que hace referencia el artículo 76.4 de la Ley 29/2006, 

de 26 de julio, así como lo establecido en la legislación vigente en 
materia de incentivos y patrocinio de reuniones científicas. 

4. Las actividades de información de medicamentos y produc-
tos sanitarios en los centros asistenciales del Sistema Público de 
Andalucía requerirán autorización previa por parte de la dirección 
gerencia del hospital, del área de gestión sanitaria o del distrito 
sanitario de atención primaria, según corresponda, y se realizarán 
con arreglo a los criterios que se establezcan, quedando asegura-
do en todo caso el normal funcionamiento del centro sanitario. 

5. Sin perjuicio de la aplicación del régimen sancionador pre-
visto en la Ley 29/2006, de 26 de julio, el incumplimiento de las 
condiciones establecidas, por parte de las personas que realizan la 
actividad, será causa suficiente de extinción de la autorización 
otorgada a la entidad interesada y la imposibilidad de que esta ac-
ceda, en ese ámbito, a nuevas autorizaciones durante el plazo de 
un año. 

TÍTULO VI 
Régimen de incompatibilidades 

Artículo 70. Incompatibilidades de los farmacéuticos. 

1. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3 de la Ley 29/2006, 
de 26 de julio, el ejercicio profesional del farmacéutico en los es-
tablecimientos y servicios regulados en la presente Ley será in-
compatible con cualquier clase de intereses económicos directos 
derivados de los laboratorios farmacéuticos. 

2. El ejercicio profesional del farmacéutico en los estableci-
mientos y servicios farmacéuticos regulados en la presente Ley se-
rá incompatible con el ejercicio clínico de la medicina, la veteri-
naria, la odontología y enfermería. 

3. En particular, el ejercicio profesional del farmacéutico en la 
oficina de farmacia, en cualquiera de sus modalidades, será in-
compatible con: 

a) El ejercicio profesional en otra oficina de farmacia, salvo en 
los casos en que se desarrolle el ejercicio profesional como far-
macéutico adjunto bajo modalidades contractuales laborales a 
tiempo parcial y se acredite que el ejercicio profesional se realiza 
en horarios diferentes. 

b) El ejercicio profesional en el resto de los establecimientos y 
servicios farmacéuticos regulados en la presente Ley, salvo en los 
depósitos de medicamentos y botiquines farmacéuticos en los 
términos previstos en la misma. 

c) El ejercicio profesional en establecimientos comerciales de-
tallistas de medicamentos de uso veterinario y entidades o agru-
paciones ganaderas. 

No obstante lo anterior, en aquellas situaciones en que no sea 
factible la asignación a dichos establecimientos de un farmacéuti-
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co responsable, se podrá autorizar la compatibilidad de un farma-
céutico con oficina de farmacia, durante un período de un año. 

TÍTULO VII 
Medicamentos estratégicos 

Artículo 71. Promoción de la investigación y producción de los 
medicamentos estratégicos. 

1. El Consejo de Gobierno establecerá los criterios generales 
para la elaboración del Plan de Producción e Investigación de Me-
dicamentos Estratégicos. 

2. El citado Plan establecerá, al menos, las medidas de impul-
so e incentivo para la investigación y producción de dichos medi-
camentos, así como los mecanismos de coordinación para su de-
sarrollo y ejecución, y los sistemas de evaluación del mismo. 

TÍTULO VIII 
Régimen sancionador 

Artículo 72. Disposiciones generales. 

1. Las infracciones contempladas en la presente Ley y las es-
pecificaciones que la desarrollen en el ejercicio de la potestad re-
glamentaria serán objeto de sanción administrativa, previa ins-
trucción del oportuno expediente, sin perjuicio de las responsabi-
lidades civiles, penales o de otro orden que puedan concurrir. 

En ningún caso de impondrá una doble sanción administra-
tiva por los mismos hechos y en función de los mismos intere-
ses públicos protegidos, si bien deberán exigirse las demás res-
ponsabilidades que se deduzcan de otros hechos o infracciones 
concurrentes. 

2. Son sujetos responsables de las infracciones en materia de 
atención y ordenación farmacéutica las personas físicas o jurídi-
cas que, por acción u omisión, hubiesen participado en aquellas 
mediando dolo, culpa o mera inobservancia. 

3. Las infracciones contempladas en la presente Ley lo son 
sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley 14/1986, de 25 de abril, 
Ley 29/2006, de 26 de julio, y Ley 2/1998, de 15 de junio, con las 
especificaciones contenidas en las disposiciones reglamentarias 
que las desarrollan. 

Artículo 73. Infracciones. 

Las infracciones se calificarán como leves, graves o muy graves 
atendiendo a los siguientes criterios: 

a) Riesgo para la salud. 
b) Cuantía del eventual beneficio obtenido. 
c) Grado de intencionalidad. 
d) Gravedad de la alteración sanitaria y social producida. 
e) Generalización de la infracción y reincidencia. 

Artículo 74. Infracciones leves. 

Se tipifican como infracciones leves las siguientes: 
a) Las deficiencias en las condiciones higiénico-sanitarias de 

cualquier establecimiento o servicio farmacéutico. 
b) La mera irregularidad en la aportación a la Administración 

sanitaria de la información que, de acuerdo con la normativa vi-
gente, sea obligatorio facilitar. 

c) El incumplimiento de la obligación de publicidad de los hora-
rios y localización en las oficinas de farmacia. 

d) El incumplimiento de los requisitos, condiciones, obliga-
ciones, actuaciones o prohibiciones que determina la presente 
Ley, incluidas las que tienen que ver con las funciones y servicios 
de las oficinas de farmacia y servicios farmacéuticos, si no ha sido 
calificado como falta grave o muy grave. 

e) Cualquier otra actuación que tenga la calificación de infrac-
ción leve en la normativa específica aplicable. 

Artículo 75. Infracciones graves. 

1. Se tipifican como infracciones graves las siguientes: 
a) El incumplimiento de la obligación de presencia física del 

farmacéutico en las oficinas de farmacia y botiquines farmacéuti-
cos, durante su horario de atención al público. El funcionamiento 
de las oficinas de farmacia, botiquines y servicios farmacéuticos sin 
la presencia y actuación profesional del farmacéutico responsable. 
El incumplimiento de la obligación de presencia física, en el horario 
mínimo obligatorio de las oficinas de farmacia, del farmacéutico ti-
tular, regente o sustituto; en el caso de farmacéuticos cotitulares, el 
incumplimiento de la obligación de la presencia de uno de ellos du-
rante el periodo de apertura al público de la oficina de farmacia. 

b) El ejercicio profesional en la oficina de farmacia de farmacéu-
ticos carentes del nombramiento, de acuerdo con lo previsto en la 
presente Ley, correspondiente a la regencia, sustitución o adjuntía. 

c) El incumplimiento por parte de las oficinas de farmacia de 
los horarios al público mínimos obligatorios, horarios ampliados 
comunicados y de guardia, en los términos que se establezcan re-
glamentariamente. 

d) Negarse a la dispensación en los términos legalmente esta-
blecidos de medicamentos y productos sanitarios incluidos en las 
listas oficiales de existencias mínimas. 

e) Negarse injustificadamente a dispensar medicamentos y 
productos sanitarios de venta exclusiva en farmacia. 
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f) El incumplimiento de las normas contenidas en la presente 
Ley y en las disposiciones complementarias sobre incompatibili-
dades del personal que desarrolle su actuación en los diferentes 
establecimiento y servicios farmacéuticos. 

g) La inexistencia de servicio farmacéutico o depósito de medi-
camentos en los centros y demás instituciones que estén obliga-
dos a disponer de ellos. 

h) El funcionamiento de los demás establecimientos y servi-
cios, regulados en la presente Ley, sin que exista nombrado y en 
actividad el farmacéutico responsable. En estos casos las infrac-
ciones se atribuirán a la persona física o jurídica responsable del 
establecimiento o servicio correspondiente. 

i) El incumplimiento de las funciones que, de acuerdo con la 
presente Ley, tienen atribuidas los diferentes establecimientos y 
servicios farmacéuticos. 

j) No disponer de los requisitos, recursos humanos y técnicos 
que, de acuerdo con la presente Ley y normativa que se dicte en 
su desarrollo, sean necesarios para realizar las actividades propias 
de los establecimientos y servicios farmacéuticos. 

k) El no suministro por parte de los almacenes de distribución 
de cualquier medicamento o producto sanitario incluido en la 
prestación farmacéutica del Sistema Sanitario Público de Andalu-
cía que les sea solicitado por los servicios farmacéuticos y las ofi-
cinas de farmacia a las que provean para atender la dispensación 
de recetas oficiales. 

l) El incumplimiento de los requerimientos que formule la Au-
toridad Sanitaria cuando se produzcan por primera vez. 

m) El incumplimiento de las prescripciones económicas y ad-
ministrativas que determine la normativa reguladora de la dispen-
sación de medicamentos y, en su caso, de productos sanitarios, con 
cargo a fondos públicos, incluido el cobro de las aportaciones eco-
nómicas que hubieren de realizar las personas beneficiarias y la 
realización de las comprobaciones documentales que se establez-
can en la lucha contra el fraude en las prestaciones farmacéuticas. 

n) Impedir la actuación de los órganos de inspección de la 
Consejería competente en materia de Salud en los establecimien-
tos y servicios farmacéuticos regulados en la presente Ley. 

ñ) El incumplimiento de lo establecido en la normativa vigente 
sobre medicamentos y productos sanitarios y lo dispuesto en la 
presente Ley sobre promoción y publicidad de estos en el ámbito 
de Andalucía. 

o) Cuando la prescripción se realice mediante receta electróni-
ca, cualquier iniciativa o actuación de la oficina de farmacia que 
produzca una dispensación no demandada previamente. 

p) La realización de visitas médicas u otras actividades de 
promoción de medicamentos y productos sanitarios, en centros 
sanitarios públicos, sin contar la entidad titular del medicamento 
o producto sanitario presentado con la debida autorización. 

q) El funcionamiento de los establecimientos y servicios far-
macéuticos que no cuenten con la preceptiva autorización. 

r) El incumplimiento de los farmacéuticos titulares, adiciona-
les, o directores técnicos de establecimientos y servicios farma-
céuticos de las obligaciones que competen a sus cargos. 

s) La elaboración y dispensación de fórmulas magistrales y 
preparados oficinales incumpliendo los requisitos legales esta-
blecidos. 

t) La sustitución en la dispensación de especialidades farma-
céuticas contraviniendo lo establecido legalmente. 

u) Ausencia de original o, en su defecto, copia en la oficina de 
farmacia de las dispensaciones efectuadas de recetas privadas en 
cualquier caso o bien la ausencia de aquellos datos que permitan 
la localización de las mismas. 

v) Prescribir o dispensar medicamentos incumpliendo las 
condiciones reglamentarias establecidas. 

w) La reincidencia en la comisión de infracciones leves. 
x) Cualquier otra actuación que tenga la calificación de falta 

grave en la normativa específica aplicable. 
2. Las infracciones tipificadas como leves podrán calificarse de 

graves cuando concurran las circunstancias previstas en el artícu-
lo 73 de esta Ley. 

Artículo 76. Infracciones muy graves. 

1. Se tipifican como infracciones muy graves las siguientes: 
a) La tenencia, elaboración, distribución, prescripción y dis-

pensación de productos o preparados que se presenten como 
medicamentos sin estar legalmente reconocidos. 

b) El incumplimiento reiterado de los requerimientos que 
formula la Autoridad Sanitaria. 

c) No prestar auxilio farmacéutico en cualquier circunstancia o 
situación en que exista riesgo para la vida de una persona. 

d) Cuando, no mediando causa justificada, el titular adjudica-
tario en concurso público de una nueva oficina de farmacia no 
promueva la obtención de las autorizaciones de instalación y fun-
cionamiento de la misma. 

e) La reincidencia en la comisión de infracciones graves. 
f) Cualquier otra actuación que tenga la calificación de falta 

muy grave en la normativa específica aplicable. 
2. Las infracciones tipificadas como graves podrán calificarse 

de muy graves cuando concurran las circunstancias previstas en 
el artículo 73 de la presente Ley. 

Artículo 77. Graduación de las sanciones. 

1. Las infracciones señaladas en esta Ley serán sancionadas 
aplicando una graduación de mínimo, medio y máximo a cada 
nivel de infracción, en función de la negligencia o intencionalidad 
del infractor, fraude o connivencia, incumplimiento de las adver-
tencias previas, número de personas afectadas, perjuicio causado, 
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beneficio obtenido con la infracción, la permanencia o transito-
riedad de los riesgos, y la concurrencia con otras infracciones sa-
nitarias, o el haber servido para facilitar o encubrir su comisión. 
Estas circunstancias se tendrán en cuenta siempre que no formen 
parte del tipo de infracción. 

a) Infracciones leves: 
1.ª Grado mínimo: hasta 6.000 euros. 
2.ª Grado medio: desde 6.001 hasta 18.000 euros. 
3.ª Grado máximo: desde 18.001 hasta 30.000 euros. 
b) Infracciones graves: 
1.ª Grado mínimo: desde 30.001 hasta 60.000 euros. 
2.ª Grado medio: desde 60.001 hasta 78.000 euros. 
3.ª Grado máximo: desde 78.001 hasta 90.000 euros, pudien-

do rebasar dicha cantidad hasta alcanzar el quíntuplo del valor de 
los productos o servicios objeto de la infracción. 

c) Infracciones muy graves: 
1.ª Grado mínimo: desde 90.001 hasta 300.000 euros. 
2.ª Grado medio: desde 300.001 hasta 600.000 euros. 
3.ª Grado máximo: desde 600.001 hasta 1.000.000 euros, pu-

diendo rebasar dicha cantidad hasta alcanzar el quíntuplo del va-
lor de los productos o servicios objeto de la infracción. 

2. Las cuantías señaladas anteriormente serán actualizadas 
periódicamente mediante decreto del Consejo de Gobierno te-
niendo en cuenta los índices de precios para el consumo. 

3. Sin perjuicio de la sanción económica que pudiera corres-
ponder, en los supuestos de infracciones muy graves se podrá acor-
dar por el Consejo de Gobierno el cierre temporal de los estableci-
mientos o servicios por un plazo máximo de cinco años, de con-
formidad con lo previsto en los artículos 36.2 de la Ley 14/1986, 
de 25 de abril, y 102.5 de la Ley 29/2006, de 26 de julio. 

Artículo 78. Competencia. 

El ejercicio de la potestad sancionadora, respecto de las infrac-
ciones previstas en la presente Ley, corresponderá a los órganos 
de la Consejería competente en materia de Salud en los términos 
que se determinen reglamentariamente, sin perjuicio de la com-
petencia atribuida al Consejo de Gobierno por el apartado 3 del 
artículo anterior. 

Artículo 79. Inspección, clausura y cierre de servicios y esta-
blecimientos farmacéuticos. 

1. En el marco de sus competencias, corresponde a la Conse-
jería competente en materia de Salud, a través de la Inspección de 
Prestaciones y Servicios Sanitarios de la Junta de Andalucía, la rea-
lización de las inspecciones necesarias para asegurar el cumpli-
miento de lo previsto en la presente Ley. 

2. El personal de la Consejería competente en materia de Sa-
lud que desarrolle las funciones de inspección, cuando ejerza ta-
les funciones y acreditando su identidad, podrá: 

a) Entrar libremente y sin previa notificación, en cualquier 
momento, en los centros y establecimientos sujetos a la presente 
Ley, sin perjuicio, en su caso, del artículo 18.2 de la Constitución. 

b) Practicar las pruebas, investigaciones o exámenes necesa-
rios para comprobar el cumplimiento de esta Ley y de las normas 
que se dicten para su desarrollo. 

c) Tomar muestras para la comprobación del cumplimiento 
de lo previsto en esta Ley y en las disposiciones para su desarrollo. 

d) Realizar cuantas actuaciones sean precisas en orden al 
cumplimiento de las funciones de inspección que desarrollen. 

Todo ello sin perjuicio de las garantías establecidas en la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 

3. Los hechos constatados por el personal que desarrolle las 
funciones de inspección y que se formalicen en la correspondien-
te acta gozarán de la presunción de veracidad. 

4. Se podrán acordar por la Autoridad Sanitaria competente, 
sin tener carácter de sanción, y previa audiencia del interesado, 
las siguientes medidas: 

a) Clausura o cierre de servicios, establecimientos o instala-
ciones que no cuenten con las autorizaciones o registros sanita-
rios preceptivos. 

b) La suspensión de su funcionamiento hasta tanto se subsa-
nen los defectos o cumplan los requisitos exigidos por razones de 
sanidad, higiene o seguridad. 

Artículo 80. Medidas cautelares. 

En caso de sospecha razonable y fundada de riesgo inminente 
y grave para la salud, la Consejería competente en materia de Sa-
lud podrá adoptar las medidas cautelares sobre los establecimien-
tos, servicios farmacéuticos y productos en ellos gestionados que 
a tal efecto se contemplan en el artículo 99 de la Ley 29/2006, 
de 26 de julio. 

Artículo 81. Prescripción y caducidad. 

1. Las infracciones a que se refiere la presente Ley calificadas 
como leves prescribirán al año, las calificadas como graves a los 
dos años, y las calificadas como muy graves a los cinco años. El 
plazo de prescripción se computará desde el día en que se hubie-
ra cometido la infracción y se interrumpirá desde la adopción del 
acuerdo de iniciación, con conocimiento del interesado, del pro-
cedimiento sancionador. 

2. Caducará la acción para perseguir las infracciones cuando, 
conocida por la Administración la existencia de una infracción y 
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finalizadas, en su caso, las diligencias dirigidas al esclarecimiento 
de los hechos, hubiera transcurrido un año sin que la Autoridad 
competente hubiera ordenado incoar el oportuno procedimiento. 

3. Asimismo, las sanciones impuestas por faltas leves prescri-
birán al año, las impuestas por faltas graves a los dos años, y las 
impuestas por faltas muy graves a los cinco años. El plazo de 
prescripción de las sanciones comenzará a contar desde el día si-
guiente a aquel en que adquiera firmeza la resolución por la que 
se impone la sanción. 

Disposición adicional primera. Medicamentos veterinarios. 

La dispensación y distribución de los medicamentos veterina-
rios se realizará exclusivamente en los establecimientos determi-
nados por el artículo 38 de la Ley 29/2006, de 26 de julio, en las 
condiciones en que reglamentariamente se determine. 

Disposición adicional segunda. Planificación farmacéutica en 
zonas con oficinas de farmacia amortizadas. 

Lo dispuesto en el artículo 29.1 de la presente Ley será de apli-
cación igualmente a las zonas en las que se hubiera producido la 
amortización de oficinas de farmacia al amparo de lo dispuesto 
en el artículo 5.2 del Real Decreto 909/1978, de 14 de abril. 

Disposición adicional tercera. Profesionales con capacidad 
para prescribir medicamentos o productos sanitarios. 

Todo cuanto se establece con relación al profesional de la me-
dicina en el Título III será de aplicación a cuantos otros profesio-
nales tengan reconocida capacidad legal para prescribir medica-
mentos o productos sanitarios de uso humano. 

Disposición adicional cuarta. Actuaciones sobre productos sa-
nitarios. 

De conformidad con lo dispuesto en los apartados 1 y 2 del ar-
tículo 19 de la Ley 2/1998, de 15 de junio, en relación con la in-
formación y vigilancia de productos sanitarios, se habilita a la titu-
lar de la Consejería competente en materia de Salud a establecer 
las obligaciones que han de asumir las empresas suministradoras 
de aquellos respecto a la inscripción de los datos en los registros 
existentes o que puedan establecerse en el ámbito de la Adminis-
tración sanitaria de la Junta de Andalucía, sin perjuicio de lo esta-
blecido en las disposiciones estatales sobre la materia. 

Disposición adicional quinta. Garantías. 

A los efectos de asegurar un adecuado desarrollo de los proce-
dimientos de adjudicación, autorización de instalación, de fun-
cionamiento, traslados, modificaciones o cierres de oficinas de 
farmacia, así como del resto de procedimientos que se contem-
plan en la presente Ley, se podrá establecer la constitución de las 
correspondientes garantías. 

Disposición transitoria primera. Planificación farmacéutica. 

Las previsiones de la presente Ley contenidas en las secciones 
cuarta, quinta, sexta y séptima del Capítulo I del Título II serán de 
aplicación, en lo que proceda, a los procedimientos iniciados, con 
anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley, en los que no hubiera 
recaído resolución administrativa sobre el fondo del asunto. 

Disposición transitoria segunda. Distancias entre farmacias 
y centros sanitarios. 

Lo dispuesto en los apartados 1 y 2 del artículo 30 de la pre-
sente Ley no será de aplicación a las distancias de las oficinas de 
farmacia establecidas con anterioridad a la entrada en vigor de la 
presente Ley mientras no cambien de ubicación. 

Disposición transitoria tercera. Personal auxiliar sin título 
oficial de técnico en farmacia. 

1. El personal auxiliar sin título oficial de técnico en farmacia 
podrá desempeñar las tareas propias de este personal si se en-
cuentra en alguno de los siguientes supuestos: 

a) Que a la entrada en vigor de la presente Ley se encuentre 
desempeñando su labor profesional en una oficina de farmacia y 
cuente con más de dos años de ejercicio profesional. 

b) Que haya desempeñado funciones de auxiliar de farmacia 
por un periodo superior a tres años acumulados en los últimos 
diez años inmediatamente anteriores a la entrada en vigor de la 
presente Ley. 

2. La experiencia del ejercicio profesional a la que se refiere el 
apartado 1 de esta disposición se acreditará en la forma que re-
glamentariamente se determine. 

Disposición transitoria cuarta. Farmacéuticos especialistas. 

Los farmacéuticos que a la entrada en vigor de esta Ley de-
sempeñen su labor profesional en servicios farmacéuticos de hos-
pital y que no posean la especialidad de Farmacia hospitalaria po-
drán permanecer en el desempeño de sus funciones, en tanto 
mantengan su relación laboral con la entidad. 
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Disposición transitoria quinta. Normas aplicables en ausen-
cia de reglamento. 

En tanto no se proceda a los desarrollos reglamentarios previs-
tos en esta Ley, se aplicarán, en lo que no se opongan a la misma, 
las normas vigentes en cada materia. 

Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior 
rango se opongan a lo dispuesto en la presente Ley. 

Disposición final primera. Desarrollo reglamentario. 

El desarrollo reglamentario de esta Ley se llevará a efecto de 
acuerdo con lo dispuesto en los artículos 112 y 119.3 del Estatuto 
de Autonomía para Andalucía y 44 de la Ley 6/2006, de 24 de oc-
tubre, del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

Disposición final segunda. Habilitación excepcional. 

En tanto se proceda al desarrollo reglamentario del procedi-
miento de adjudicación de nuevas oficinas de farmacia y del pro-
cedimiento de autorización de instalación y funcionamiento de las 
mismas, se habilita a la Consejera de Salud para, mediante orden, 
convocar y resolver un único concurso público con arreglo a las 
siguientes determinaciones: 

a) La convocatoria del concurso contendrá los procedimientos 
de adjudicación y de autorización de instalación y funcionamiento 
de las correspondientes oficinas de farmacia. 

b) El baremo aplicable para la adjudicación deberá tener en 
cuenta, entre otros, los criterios de formación académica y de ex-
periencia profesional de los participantes. 

c) El concurso reservará un cupo de oficinas de farmacia para 
personas con discapacidad. 

d) El número de oficinas de farmacia que se oferten en con-
curso vendrá determinado por los criterios de planificación con-
tenidos en la presente Ley. 

e) La superficie útil y mínima de los locales de oficinas de 
farmacia será de ochenta y cinco metros cuadrados, distribuidos 
en una o varias plantas contiguas y consecutivas entre sí, siendo la 
planta de acceso a la vía pública de treinta y cinco metros cuadra-
dos, como mínimo. 

Disposición final tercera. Entrada en vigor. 

La presente Ley entrará en vigor transcurrido un mes desde el 
día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de la Jun-
ta de Andalucía. 

 

7-07/PL-000010, Proyecto de Ley por la que se 
crea la Agencia Tributaria de Andalucía 

 

Envío a la Comisión de Economía, Hacienda y Presupuestos 
Tramitación por el procedimiento de urgencia (arts. 98 y 109.2) 
Apertura del plazo de ocho días hábiles, a partir de su publicación, 
para la presentación de enmiendas a la totalidad (arts. 99 y 110) 
Sesión de la Mesa del Parlamento de 27 de junio de 2007 
Orden de publicación de 28 de junio de 2007 

PROYECTO DE LEY POR LA QUE SE CREA LA AGENCIA 
TRIBUTARIA DE ANDALUCÍA 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

I 

La consolidación de la autonomía política y administrativa de 
las Comunidades Autónomas, que implica autonomía financiera y 
una progresiva profundización en el principio de corresponsabili-
dad fiscal, alcanza su máximo nivel en Andalucía con el correlati-
vo peso de los tributos propios y el incremento de competencias 
normativas sobre los tributos cedidos y paralelamente sobre la 
gestión tributaria. 

En este contexto, la propia evolución en el ejercicio de las 
competencias tributarias demanda un nuevo marco organizati-
vo. En este sentido, la Comunidad Autónoma de Andalucía debe 
aspirar a contar con una organización administrativa capaz de 
afrontar su responsabilidad fiscal con éxito y con un servicio a la 
ciudadanía de la máxima calidad que, además, haga efectivos 
los principios y derechos constitucionales y el respeto a los de-
rechos y garantías de los obligados tributarios. 

De acuerdo con ello, el artículo 181.1 de la Ley Orgánica 2/2007, 
de 19 de marzo, de reforma del Estatuto de Autonomía para An-
dalucía, establece que la organización de la Administración de la 
Comunidad Autónoma en materia tributaria adoptará la forma 
que mejor responda a los principios previstos con carácter ge-
neral en la Constitución y en dicho Estatuto, velando especial-
mente por la aplicación efectiva de los recursos a su cargo y lu-
chando contra el fraude fiscal. 

Con la finalidad anterior, el artículo 181.2 del Estatuto de Au-
tonomía dispone que por ley se creará una Agencia Tributaria a 
la que se encomendará la gestión, liquidación, recaudación e 
inspección de todos los tributos propios, así como, por delega-
ción del Estado, de los tributos estatales totalmente cedidos a la 
Junta de Andalucía. 
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La presente Ley viene a dar cumplimiento a lo dispuesto en 
el referido precepto, y pretende crear un instrumento que pue-
da adaptarse a nuevas situaciones fiscales, ser útil a los intere-
ses de la Comunidad Autónoma de Andalucía y contribuir a la 
eficacia del sistema tributario español. Se trata, en suma, de in-
troducir una reforma organizativa que, además de beneficiar a 
la Administración de la Junta de Andalucía en su conjunto, con-
tribuya también a la gestión tributaria de las entidades locales 
andaluzas en el caso de que la Agencia Tributaria la asuma por 
delegación conforme a lo previsto en el artículo 181.4 del Esta-
tuto de Autonomía, y facilite la participación y las relaciones de 
colaboración y coordinación con la Administración tributaria es-
tatal y de otras Comunidades Autónomas. 

De otro lado, de acuerdo con el artículo 181.2 del Estatuto de 
Autonomía, podrá establecerse, en relación con los demás im-
puestos cedidos gestionados por la Administración tributaria del 
Estado en Andalucía, un régimen de colaboración para su gestión 
compartida cuando así lo exija la naturaleza del tributo, a cuyo 
efecto se constituirá un consorcio con participación paritaria de la 
Administración tributaria estatal y la de la Comunidad Autónoma. 

Todo ello exige que el modelo de organización en materia 
tributaria potencie la capacidad de gestión y la especialización y 
cuente con los medios materiales y personales idóneos, y con 
un régimen jurídico que se adapte a las singularidades de la ac-
tividad que debe desarrollar. De esta forma, podrá avanzar en la 
consecución del máximo de eficacia y eficiencia en la obtención 
de recursos, mejorar el servicio a la ciudadanía con mayor cali-
dad de la atención y asistencia al contribuyente y luchar en con-
diciones óptimas contra el fraude fiscal. 

II 

En cumplimiento del mandato estatutario, se crea mediante 
la presente Ley la Agencia Tributaria de Andalucía, como agencia 
de régimen especial para realizar, en régimen de autonomía de 
gestión, las actividades administrativas de aplicación de los tri-
butos, de ejercicio de la potestad sancionadora en materia tribu-
taria y de recaudación ejecutiva de los demás ingresos de Dere-
cho público. 

Dicho régimen especial se inspira en el previsto en la Ley 28/2006, 
de 18 de julio, de Agencias estatales para la mejora de los servi-
cios públicos, que constituye un modelo de gestión y organiza-
ción basado en la consecución de objetivos, en su evaluación y, 
especialmente, en la responsabilidad por los resultados de la ac-
tuación. 

Premisa necesaria para esa responsabilidad es que los órga-
nos de la Agencia tengan capacidad de decisión sobre la utiliza-
ción de los recursos asignados y facultades que propicien una 
mayor adaptación a las necesidades cambiantes del entorno tri-
butario. 

Con este modelo el funcionamiento y actuación de la Agencia 
Tributaria de Andalucía se articula a través del contrato pluria-
nual de gestión que deberá aprobar el Consejo de Gobierno, po-
tenciándose las funciones de planificación, evaluación y control. 

En materia de recursos humanos la Agencia dispondrá de 
competencias relativas a oferta de empleo, sistemas de acceso, 
adscripción y provisión de puestos, régimen de movilidad de su 
personal, y relación de puestos de trabajo. A estos efectos, re-
quiere la necesaria especialización del personal. 

En función de dichas peculiaridades en la gestión del perso-
nal y en su especialización, se requiere crear dos nuevas espe-
cialidades dentro del grupo A, subgrupos A1 y A2 de los señala-
dos en el artículo 76 de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatu-
to Básico del Empleado Público. 

III 

La presente Ley se estructura en seis capítulos, seis disposi-
ciones adicionales, tres disposiciones transitorias, una disposi-
ción derogatoria y seis disposiciones finales. 

En el Capítulo I se contienen las disposiciones generales de-
terminándose la naturaleza y régimen jurídico de la Agencia, de-
finida como agencia de régimen especial, a la que se atribuyen, 
entre otras funciones, el desarrollo de las actividades adminis-
trativas necesarias para la aplicación de los tributos, el ejercicio 
de la potestad sancionadora en materia tributaria y la recauda-
ción en periodo ejecutivo de los demás ingresos de Derecho pú-
blico de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

Asimismo, contiene los principios que inspiran la organiza-
ción y actuación de la Agencia, destacando el de servicio efectivo 
a la ciudadanía, así como los que harán efectivas la gestión por 
objetivos y la responsabilidad por los resultados. 

En el Capítulo II se regula la estructura organizativa de la 
Agencia, determinándose sus órganos de gobierno, ejecutivo y 
de control. 

Se establecen como órganos de gobierno la Presidencia, la 
Vicepresidencia y el Consejo Rector, y como órgano ejecutivo la 
Dirección, al tiempo que se prevé la creación de una Comisión 
de Control. 

Por su parte, el Capítulo III regula el funcionamiento y los 
medios de la Agencia, concretando, entre otros aspectos, las pe-
culiaridades del régimen de personal y los recursos económicos. 

El Capítulo IV regula el régimen presupuestario, de control y 
contabilidad. El presupuesto de la Agencia tendrá carácter limi-
tativo por su importe global y carácter estimativo para la distri-
bución de los créditos en categorías económicas, salvo los gastos 
de personal. 

El Capítulo V contempla, de un lado, la revisión de actos ad-
ministrativos y, de otro, el asesoramiento jurídico, representa-
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ción y defensa en juicio de la Agencia que se atribuye al Gabine-
te Jurídico de la Junta de Andalucía. 

Finalmente, el Capítulo VI se refiere a las relaciones interad-
ministrativas, destacándose el Consorcio con la Administración 
tributaria estatal, de acuerdo con lo previsto en el artículo 181.2 
del Estatuto de Autonomía para Andalucía. 

CAPÍTULO I 
Disposiciones generales 

SECCIÓN 1ª. CREACIÓN, NATURALEZA Y RÉGIMEN JURÍDICO 
DE LA AGENCIA TRIBUTARIA DE ANDALUCÍA 

Artículo 1. Creación y naturaleza. 

1. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 181 de la Ley 
Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, de reforma del Estatuto de 
Autonomía para Andalucía, se crea la Agencia Tributaria de An-
dalucía, como agencia de régimen especial para realizar, en ré-
gimen de autonomía de gestión, las actividades administrativas 
de aplicación de los tributos y las demás funciones y competen-
cias referidas en el artículo 6 de la presente Ley. 

2. La Agencia Tributaria de Andalucía, en lo sucesivo la Agen-
cia, tiene personalidad jurídica pública diferenciada y patrimo-
nio y tesorería propios, sin perjuicio del principio de unidad de 
caja establecido en el artículo 68 b) de la Ley 5/1983, de 19 de 
julio, General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autóno-
ma de Andalucía. 

Artículo 2. Adscripción y control. 

1. La Agencia estará adscrita a la Consejería competente en 
materia de Hacienda, a la que corresponderán el impulso y 
coordinación de las funciones y competencias que se le atribu-
yen y las directrices para la planificación de sus actividades en 
orden a alcanzar los objetivos, de acuerdo con el contrato plu-
rianual de gestión previsto en el artículo 4. 

2. La Agencia estará dotada de mecanismos de responsabili-
dad por la gestión y control de resultados conforme a lo dis-
puesto en la presente Ley y demás disposiciones de aplicación, 
correspondiendo a la Consejería competente en materia de 
Hacienda el control de eficacia a través del seguimiento del con-
trato de gestión para comprobar el grado de cumplimiento de 
los objetivos y la adecuada utilización de los recursos asignados, 
sin perjuicio de los controles económico-financieros previstos 
en el artículo 25. 

Artículo 3. Régimen jurídico. 

1. La Agencia se regirá por la presente Ley, por su Estatuto y 
por las demás normas que los desarrollen. 

Asimismo se regirá, en su caso, por la normativa de la Co-
munidad Autónoma aplicable a las agencias de régimen especial 
en lo que no se oponga a la presente Ley. 

2. En materia económico-financiera, de control y contabili-
dad será de aplicación a la Agencia el régimen establecido en la 
Ley 5/1983, de 19 de julio, para las entidades contempladas en el 
artículo 6.1 b) de la misma, salvo el régimen presupuestario, que 
se ajustará a lo dispuesto en el artículo 24 de la presente Ley. 

3. En el desarrollo de sus actividades de aplicación de los tri-
butos, la Agencia actuará de conformidad con el sistema de 
fuentes del ordenamiento tributario al que se refieren los artícu-
los 5.3 y 7 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tri-
butaria, en los términos previstos en el artículo 180.1 y 2 del Es-
tatuto de Autonomía para Andalucía y, en particular, con las 
normas aprobadas por la Comunidad Autónoma en las materias 
de su competencia y con las que regulen la cesión de tributos 
del Estado. Cuando gestione tributos locales, se ajustará a la le-
gislación reguladora de las Haciendas Locales. 

Artículo 4. Contrato de gestión y plan de acción anual. 

1. La actuación de la Agencia se producirá con arreglo al con-
trato plurianual de gestión y al plan de acción anual. 

2. El contrato de gestión definirá los objetivos a conseguir, 
los resultados a obtener y, en general, la gestión a desarrollar, 
así como los siguientes extremos: 

a) Los recursos personales, materiales y presupuestarios a 
aportar para la consecución de los objetivos. 

b) Los efectos asociados al grado de cumplimiento de los ob-
jetivos establecidos respecto a la exigencia de responsabilidad 
por la gestión de los órganos ejecutivos y el personal directivo, 
así como el montante de masa salarial destinada al complemen-
to de productividad o concepto equivalente del personal laboral. 

c) Los demás que se establezcan de forma conjunta por las 
Consejerías competentes en materia de Hacienda y de Adminis-
tración Pública. 

3. El contrato de gestión será aprobado por el Consejo de 
Gobierno y tendrá una vigencia de tres años, u otra distinta si así 
lo especifica el acuerdo de aprobación. Finalizada su vigencia, la 
persona titular de la Consejería competente en materia de 
Hacienda informará al Consejo de Gobierno sobre su ejecución 
y resultado. 

4. El plan de acción anual, que será aprobado por el Consejo 
Rector de la Agencia, fijará los objetivos que se alcanzarán en el 
ejercicio, ajustándose a las directrices y orientaciones de la Con-
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sejería competente en materia de Hacienda y a las previsiones 
plurianuales del contrato de gestión. 

SECCIÓN 2ª. LA ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA 
DE LA JUNTA DE ANDALUCÍA 

Artículo 5. Organización y competencias de la Administración 
tributaria de la Junta de Andalucía. 

1. La Administración tributaria de la Junta de Andalucía está 
integrada por los órganos de la Consejería competente en mate-
ria de Hacienda y de la Agencia a los que correspondan las fun-
ciones de aplicación de los tributos, potestad sancionadora y re-
visión en vía administrativa, de acuerdo con lo dispuesto en el 
Estatuto de Autonomía para Andalucía, en la presente Ley y en 
la demás normativa de aplicación. 

2. Corresponde a la Consejería competente en materia de 
Hacienda la fijación de la política tributaria de acuerdo con las 
directrices del Consejo de Gobierno, así como el impulso, coor-
dinación y control de las actividades de aplicación de los tributos 
que corresponden a la Agencia. 

3. Las funciones de aplicación de los tributos que correspon-
den a la Agencia se ejercerán de forma separada a la de resolu-
ción de las reclamaciones económico-administrativas que se in-
terpongan contra los actos dictados por la Agencia. El conoci-
miento de dichas reclamaciones corresponde exclusivamente a 
los órganos económico-administrativos, que actuarán con inde-
pendencia funcional en el ejercicio de sus competencias. 

Artículo 6. Funciones y competencias de la Agencia. 

Corresponden a la Agencia las siguientes funciones y compe-
tencias: 

a) La gestión, liquidación, recaudación e inspección de to-
dos los tributos propios, de acuerdo con lo dispuesto en el ar-
tículo 181.2 del Estatuto de Autonomía para Andalucía. 

b) La gestión, liquidación, recaudación e inspección, por de-
legación del Estado, de los tributos estatales totalmente cedidos 
a la Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 181.2 del Estatuto de Autonomía para Andalucía. 

c) La gestión, liquidación, recaudación e inspección de los 
recargos que puedan establecerse sobre los tributos estatales. 

d) El ejercicio de la potestad sancionadora en relación con 
todos los tributos y recargos cuya aplicación corresponda a la 
Agencia. 

e) La recaudación en periodo ejecutivo de los ingresos de De-
recho público de naturaleza no tributaria de la Comunidad Au-
tónoma. 

f) La revisión en vía administrativa de los actos y actuaciones 
de aplicación de los tributos, de ejercicio de la potestad sancio-
nadora en materia tributaria y de recaudación en periodo ejecu-
tivo de los demás ingresos de Derecho público de la Comunidad 
Autónoma, salvo las reclamaciones económico-administrativas y 
la revisión de actos nulos de pleno derecho. 

g) Las que se le atribuyan por el Consejo de Gobierno en re-
lación con los demás tributos del Estado recaudados en Andalu-
cía en aplicación de lo dispuesto en el artículo 180.3 del Estatu-
to de Autonomía para Andalucía. 

h) La colaboración y coordinación con las demás Adminis-
traciones tributarias y, en particular, la participación en el Con-
sorcio al que se refiere el artículo 181.2 del Estatuto de Auto-
nomía para Andalucía, sin perjuicio de las atribuciones de la 
Consejería competente en materia de Hacienda. 

i) Las que pueda asumir por delegación en relación con la 
aplicación de los tributos locales, de acuerdo con lo previsto en 
el artículo 181.4 del Estatuto de Autonomía para Andalucía. 

j) Las que le atribuyan expresamente las leyes de Andalucía y 
los reglamentos dictados de conformidad con las previsiones 
específicas de una ley, así como cualquier otra actividad, com-
petencia o función que específicamente se le atribuya en rela-
ción con los tributos y demás ingresos de Derecho público de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía. 

Artículo 7. Principios generales de organización y actuación 
de la Agencia. 

La organización y actuación de la Agencia estarán presididas 
por los siguientes principios generales: 

a) Legalidad e igualdad en la aplicación de los tributos, ase-
gurando en todo caso el respeto a los derechos y garantías de los 
obligados tributarios. 

b) Servicio efectivo a la ciudadanía, estableciendo sistemas 
de información adecuados, con especial atención a las tareas de 
asistencia al contribuyente, con el fin de reducir al mínimo el 
coste de tramitación y facilitar el cumplimiento voluntario de las 
obligaciones tributarias. 

c) Racionalización, agilidad y simplicidad en los procedimien-
tos administrativos y en las actividades materiales de gestión. 

d) Mejora continua de la calidad en la prestación de servicios 
a la ciudadanía, previendo sistemas de evaluación. 

e) Adaptación permanente a los cambios del entorno eco-
nómico y social y especial atención a las nuevas necesidades de 
la ciudadanía. 

f) Colaboración social en la aplicación de los tributos en los tér-
minos previstos en los artículos 92 a 95 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre. 

g) Lucha contra el fraude fiscal. 
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h) Colaboración y, en su caso, coordinación con los restantes 
órganos y entidades de la Junta de Andalucía y con las demás 
Administraciones públicas, en particular con las Administracio-
nes tributarias. 

i) Impulso en el empleo y aplicación de las técnicas y medios 
electrónicos, informáticos y telemáticos. 

j) Especialización de su personal. 
k) Planificación, coordinación, eficacia y eficiencia. 
l) Jerarquía y desconcentración en su organización. 

Artículo 8. Ingreso de la recaudación de la Agencia en la Teso-
rería de la Comunidad Autónoma. 

La recaudación de los recursos de naturaleza tributaria y de 
los demás ingresos de Derecho público de la Hacienda de la 
Comunidad Autónoma que realice la Agencia formará parte de 
la Tesorería de la Comunidad Autónoma. 

CAPÍTULO II 
Organización 

Artículo 9. Estructura. 

1. La Agencia se estructurará en los órganos de gobierno, 
ejecutivo y de control previstos en esta Ley, y en los complemen-
tarios que se determinen en su Estatuto. 

2. Son órganos de gobierno de la Agencia los siguientes: 
a) La Presidencia. 
b) La Vicepresidencia. 
c) El Consejo Rector. 
3. El órgano ejecutivo de la Agencia es la Dirección. 
4. En el seno de la Agencia existirá una Comisión de Control, 

con las funciones a las que se refiere el artículo 14. 
5. La creación, modificación y regulación de las unidades 

administrativas corresponderá al Consejo Rector. 

Artículo 10. La Presidencia. 

1. La Presidencia de la Agencia corresponderá a la persona ti-
tular de la Viceconsejería competente en materia de Hacienda. 

2. La Presidencia ostentará la superior representación insti-
tucional de la Agencia, la presidencia del Consejo Rector, la jefa-
tura superior del personal, las facultades que se determinen en 
el Estatuto y demás disposiciones de aplicación, así como las que 
se le deleguen. 

Artículo 11. La Vicepresidencia. 

La Vicepresidencia de la Agencia corresponderá a la persona 
titular de la Secretaría General competente en materia de 
Hacienda, que asistirá a la Presidencia en sus funciones y la 
sustituirá en caso de ausencia, enfermedad o causa de absten-
ción de su titular. Asimismo, corresponderá a la Vicepresidencia 
cualquier otra facultad que se le atribuya en el Estatuto y demás 
disposiciones de aplicación, así como las que se le deleguen. 

Artículo 12. El Consejo Rector. 

1. El Consejo Rector es el órgano superior de gobierno de la 
Agencia, que ostenta la alta dirección y establece las directrices 
de actuación de acuerdo con las emanadas de la Consejería a la 
que se adscribe. 

2. El Consejo Rector estará compuesto por: 
a) La persona titular de la Presidencia de la Agencia. 
b) La persona titular de la Vicepresidencia de la Agencia. 
c) La persona titular de la Dirección General competente en 

materia de tributos. 
d) La persona titular de la Dirección de la Agencia. 
e) Seis vocalías nombradas por el Consejo de Gobierno a pro-

puesta de la persona titular de la Consejería competente en ma-
teria de Hacienda. 

Se garantizará, en todo caso, la representación equilibrada de 
mujeres y hombres. Se entenderá por representación equilibra-
da aquella situación que asegure la presencia de hombres y mu-
jeres al menos en un cuarenta por ciento. Del cómputo se ex-
cluirán los miembros que formen parte del Consejo Rector en 
función del cargo específico que desempeñen. 

3. El Consejo Rector podrá establecer una secretaría general 
u órgano similar. En su defecto, la persona titular de la Presi-
dencia nombrará, entre el personal funcionario que preste ser-
vicio en la Agencia con categoría al menos de jefatura de servi-
cio, a la persona que ejercerá la secretaría, con voz y sin voto. 

4. La persona titular de la Consejería competente en materia de 
Hacienda podrá asistir a las sesiones del Consejo Rector, en cuyo 
caso las presidirá y actuará como miembro de pleno derecho. 

5. Son atribuciones del Consejo Rector: 
a) Formular la propuesta del contrato de gestión. 
b) Aprobar el plan de acción anual. 
c) Aprobar el anteproyecto de presupuesto anual de la Agencia. 
d) Aprobar las líneas generales de la política de recursos 

humanos. 
e) Proponer el catálogo y la relación de puestos de trabajo. 
f) Aprobar y elevar la propuesta de oferta de empleo público 

de la Agencia, para su integración en la Oferta de Empleo Públi-
co de la Junta de Andalucía, así como la determinación de los 
criterios de selección. 
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g) Formular las propuestas de aceptación o autorización por 
el Consejo de Gobierno de encomiendas de gestión y delegación 
de funciones y competencias conforme a lo previsto en el artícu-
lo 29.2. 

h) Autorizar los convenios que celebre la Agencia. En cualquier 
caso, para celebrar los convenios previstos en el artículo 181.4 del 
Estatuto de Autonomía para Andalucía, se requerirá la previa 
autorización del Consejo de Gobierno. 

i) El seguimiento, la supervisión y el control superiores de la 
actuación de la Agencia. 

j) Aprobar las cuentas anuales. 
k) Cualquier otra que se le atribuya en esta Ley, en el Estatu-

to y en las demás disposiciones de aplicación, así como las que 
se le deleguen. 

Las atribuciones del Consejo Rector no son susceptibles de 
delegación. 

6. El régimen de funcionamiento del Consejo Rector será el 
que se determine en las normas aprobadas por el mismo, que 
habrán de ser publicadas en el Boletín Oficial de la Junta de 
Andalucía, y, supletoriamente, el previsto en las normas gene-
rales sobre funcionamiento de los órganos colegiados de la Ad-
ministración de la Junta de Andalucía. 

Artículo 13. La Dirección. 

1. La persona titular de la Dirección de la Agencia será nom-
brada por el Consejo de Gobierno a propuesta de la persona ti-
tular de la Consejería competente en materia de Hacienda aten-
diendo a criterios de competencia profesional y experiencia, y 
tendrá rango de director o directora general. 

2. Le corresponde, sin perjuicio de las atribuciones de los ór-
ganos de gobierno, la dirección y representación legal ordinaria 
de la Agencia, la adopción de las medidas necesarias para la eje-
cución de las decisiones del Consejo Rector y de la Presidencia, 
la gestión del personal, formular las cuentas anuales, las facul-
tades que no estén expresamente atribuidas a otro órgano y 
cualquier otra que se le atribuya en el Estatuto y demás disposi-
ciones de aplicación, así como las que se le deleguen. 

3. El Estatuto determinará el régimen de suplencia en caso 
de ausencia, vacante o enfermedad de la persona titular de la 
Dirección. 

Artículo 14. Comisión de Control. 

En el seno de la Agencia se creará una Comisión de Control, 
cuya composición se determinará en el Estatuto, a la que corres-
ponderá informar sobre la ejecución del contrato de gestión y 
del plan de acción anual y, en general, sobre todos aquellos as-
pectos relativos a la gestión económico-financiera que deban 

conocer los órganos de gobierno de la Agencia y cualquier otra 
facultad que se le atribuya en el Estatuto y demás disposiciones 
de aplicación. 

CAPÍTULO III 
Funcionamiento y medios 

SECCIÓN 1ª. PERSONAL 

Artículo 15. Personal de la Agencia. 

1. La Agencia dispondrá del personal funcionario y laboral 
necesario para su funcionamiento. 

2. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 9.2 de la Ley 7/2007, 
de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público, los 
puestos de trabajo que comporten ejercicio de funciones que 
impliquen la participación directa o indirecta en el ejercicio de 
las potestades públicas o en la salvaguardia de los intereses ge-
nerales de la Administración pública se reservarán al personal 
funcionario. Este personal se regirá por la normativa aplicable 
en materia de función pública, con las peculiaridades previstas 
en esta Ley y las que, en su desarrollo, se establezcan en su Es-
tatuto. 

Los conceptos retributivos del personal funcionario serán los 
establecidos en la normativa aplicable en materia de función 
pública. 

3. El personal laboral se regirá por el texto refundido de la 
Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, y demás normativa que le 
resulte de aplicación. 

4. En el marco de las disposiciones generales que sean de 
aplicación, la persona titular de la Presidencia, a propuesta de la 
titular de la Dirección, establecerá las condiciones de trabajo del 
personal de la Agencia. 

5. El personal al servicio de la Agencia quedará sometido al 
régimen general de incompatibilidades aplicable al personal al 
servicio de la Administración de la Junta de Andalucía. 

6. Todo el personal de la Agencia, sea funcionario o laboral, 
estará obligado al más estricto y completo sigilo respecto de los 
asuntos y datos que conozca en el desarrollo de sus funciones y 
su incumplimiento será sancionado conforme a las normas que 
en cada caso proceda. 

Artículo 16. Procedimientos de selección. 

1. La selección del personal laboral se efectuará por la propia 
Agencia, mediante convocatoria pública, de acuerdo con los prin-
cipios de igualdad, mérito y capacidad. 
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2. La selección del personal funcionario se realizará median-
te convocatoria pública, conforme a los procedimientos estable-
cidos por la legislación aplicable a la Junta de Andalucía. 

Sin perjuicio de lo previsto en la normativa en materia de 
función pública, las convocatorias de selección del personal 
funcionario se efectuarán por la Consejería competente en ma-
teria de Hacienda y, excepcionalmente, por la propia Agencia en 
virtud de delegación, previa autorización, en todo caso, de la 
Consejería competente en materia de Función Pública. Las con-
vocatorias establecerán los requisitos, contenidos y característi-
cas de los sistemas de acceso. 

3. Las necesidades de personal se determinarán de acuerdo 
con el contrato de gestión. 

Artículo 17. Personal directivo. 

1. Tendrá la consideración de personal directivo de la Agen-
cia el que ocupe puestos de trabajo determinados como tales en 
su Estatuto, en atención a la especial responsabilidad, compe-
tencia técnica y relevancia de las tareas asignadas. 

2. El régimen jurídico aplicable al personal directivo será el pre-
visto en el artículo 13 de la Ley 7/2007, de 12 de abril, y en la nor-
mativa de desarrollo de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

Artículo 18. Formación del personal. 

La Agencia prestará especial atención a la formación y per-
feccionamiento continuados del personal que preste servicio en 
la misma, de acuerdo con el plan anual de formación que aprue-
be la Presidencia. 

Artículo 19. Procedimientos de provisión de puestos de trabajo 
y movilidad del personal funcionario. 

1. La Agencia elaborará, convocará y resolverá las correspon-
dientes convocatorias de provisión de puestos de trabajo de per-
sonal funcionario, de conformidad con los principios generales 
y procedimientos de provisión establecidos en la normativa apli-
cable en materia de función pública. 

2. La movilidad de los funcionarios destinados en la Agencia 
podrá estar sometida a la condición de autorización previa en 
las condiciones y con los plazos que se determinen en su Esta-
tuto, de acuerdo con la normativa aplicable en materia de fun-
ción pública. 

Artículo 20. Ordenación de puestos de trabajo. 

1. La Agencia dispondrá de su correspondiente catálogo de 
puestos de trabajo, elaborado y aprobado por la propia Agencia 

dentro del marco de actuación que, en materia de recursos 
humanos, se establezca en el contrato de gestión. 

2. La relación de puestos de trabajo del personal funcionario 
de la Agencia será aprobada por el Consejo de Gobierno y se in-
tegrará en el catálogo. 

SECCIÓN 2ª. CONTRATACIÓN Y PATRIMONIO 

Artículo 21. Contratación. 

La contratación de la Agencia se ajustará a la normativa de 
contratos de las Administraciones públicas. 

Artículo 22. Patrimonio. 

1. El patrimonio de la Agencia estará integrado por los bienes 
y derechos que se le adscriban y por los que adquiera por cual-
quier título, conforme a lo dispuesto en la legislación del patri-
monio de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

2. El régimen jurídico del patrimonio de la Agencia será el 
previsto en la referida legislación patrimonial. 

SECCIÓN 3ª. MEDIOS ECONÓMICO-FINANCIEROS 

Artículo 23. Recursos económicos. 

Los recursos económicos de la Agencia provendrán de las si-
guientes fuentes: 

a) Las dotaciones que se le asignen en el Presupuesto de la 
Comunidad Autónoma. 

b) Las subvenciones o dotaciones, transferencias corrientes o 
de capital que, con cargo al presupuesto de cualquier ente pú-
blico, pudieran corresponderle. 

c) Los rendimientos, productos y rentas de los bienes, valo-
res y derechos de su patrimonio, así como los procedentes de la 
enajenación de sus activos. 

d) Los ingresos procedentes de la prestación de servicios a 
cualquier otra persona física o jurídica, Administración o enti-
dad de Derecho público. 

e) Los procedentes de los créditos, préstamos y demás ope-
raciones financieras que pueda concertar, dentro de los límites 
fijados por la Ley del Presupuesto de la Comunidad Autónoma, 
con la previa autorización de la persona titular de la Consejería 
competente en materia de Hacienda. 

f) Cualquier otro ingreso de Derecho público o privado que 
pudiera corresponderle o serle atribuido conforme a la legisla-
ción de aplicación. 
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CAPÍTULO IV 
Régimen presupuestario, de control y contabilidad 

Artículo 24. Régimen presupuestario. 

1. La Agencia elaborará anualmente un anteproyecto de pre-
supuesto, que remitirá a la Consejería competente en materia 
de Hacienda para su integración en el Anteproyecto del Presu-
puesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía de acuerdo 
con lo dispuesto en la Ley 5/1983, de 19 de julio. 

El referido anteproyecto reflejará los costes necesarios para el 
funcionamiento de la Agencia y la consecución de sus fines y se 
elaborará y gestionará bajo el principio de equilibrio presupues-
tario. 

2. El presupuesto de la Agencia tendrá carácter limitativo por 
su importe global y carácter estimativo para la distribución de 
los créditos en categorías económicas, con excepción de los re-
lativos a gastos de personal, que tendrán carácter limitativo y 
vinculante por su cuantía global. 

Artículo 25. Control económico-financiero. 

1. La Agencia estará sujeta al control al que se refiere el artícu-
lo 85 de la Ley 5/1983, de 19 de julio. 

2. El procedimiento de control de los tributos cedidos cuya 
gestión se haya delegado a la Comunidad Autónoma de Andalu-
cía será el que se establezca en la normativa que regule dicha 
cesión. 

3. El control externo de la gestión económico-financiera de la 
Agencia será ejercido por la Cámara de Cuentas, sin perjuicio de 
la competencia del Tribunal de Cuentas en el ejercicio de su 
función jurisdiccional. 

Artículo 26. Contabilidad. 

1. La Agencia estará sometida al régimen de contabilidad pública 
de acuerdo con lo establecido en el Título VI de la Ley 5/1983, 
de 19 de julio. 

La Intervención General de la Junta de Andalucía ejercerá so-
bre la Agencia las competencias que, como centro directivo y ges-
tor de la contabilidad pública, le atribuyen los artículos 89 y 90 de 
dicha Ley. 

2. La contabilidad y rendición de cuentas de los resultados 
obtenidos en la aplicación de los tributos cedidos por el Estado 
se ajustará además a lo que disponga la legislación estatal. 

CAPÍTULO V 
Revisión en vía administrativa, asesoramiento jurídico y 

representación y defensa en juicio 

Artículo 27. Revisión en vía administrativa. 

1. La revisión en vía administrativa de los actos y actuaciones 
de los órganos de la Agencia de aplicación de los tributos, de 
imposición de sanciones tributarias y de recaudación en periodo 
ejecutivo de los demás ingresos de Derecho público se ajustará 
a lo establecido en el Título V de la Ley 58/2003, de 17 de di-
ciembre, y demás normativa de aplicación. 

La resolución del procedimiento de revisión de actos nulos 
de pleno derecho regulado en el artículo 217 de la Ley 58/2003, 
de 17 de diciembre, corresponderá a la persona titular de la 
Consejería competente en materia de Hacienda. 

2. La revisión en vía administrativa de los restantes actos 
administrativos de la Agencia se ajustará a lo establecido en el 
Título VII de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común. 

El Estatuto establecerá los órganos cuyos actos agoten la vía 
administrativa. 

Artículo 28. Asesoramiento jurídico y representación y defensa 
en juicio. 

El asesoramiento en Derecho, representación y defensa en 
juicio de la Agencia corresponderán a los letrados y letradas 
adscritos al Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía. 

CAPÍTULO VI 
Relaciones interadministrativas 

Artículo 29. Formas de colaboración. 

1. La colaboración de la Agencia con otras Administraciones 
públicas o sus entidades vinculadas o dependientes podrá reves-
tir cualquier forma admitida en Derecho, incluida la constitu-
ción o participación en entidades con personalidad jurídica pro-
pia y diferenciada, que requerirá la previa autorización del Conse-
jo de Gobierno a propuesta de la persona titular de la Consejería 
competente en materia de Hacienda y a iniciativa de la Agencia. 

2. La encomienda de gestión de actividades y servicios y la 
delegación de funciones y competencias de otras Administracio-
nes públicas y sus entidades en favor de la Agencia, así como la 
encomienda de gestión y delegación de las funciones y compe-
tencias de la Agencia en otras Administraciones públicas y sus 
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entidades, requerirán, respectivamente, la aceptación o autori-
zación del Consejo de Gobierno a propuesta de la persona titular 
de la Consejería competente en materia de Hacienda y a iniciati-
va de la Agencia. 

Artículo 30. Colaboración en el ámbito tributario. 

1. Las funciones que pueda asumir la Agencia por delegación 
en relación con los tributos del Estado conforme a lo dispuesto 
en el Capítulo III del Título VI del Estatuto de Autonomía para 
Andalucía se regirán por sus disposiciones específicas. 

2. La Agencia podrá celebrar convenios de colaboración con 
la Administración tributaria de otras Comunidades Autónomas y 
acordar la creación de órganos y grupos de trabajo para su se-
guimiento y, en general, para la cooperación y la coordinación 
en el ámbito de sus respectivas competencias. 

3. La Agencia podrá formalizar convenios de colaboración, 
cooperación y coordinación con las Administraciones locales de 
Andalucía para la prestación de asistencia jurídica y técnica en 
materia de aplicación de tributos. 

Artículo 31. Consorcio con la Administración tributaria estatal. 

Previa autorización del Consejo de Gobierno, la Agencia par-
ticipará en el Consorcio al que se refiere el artículo 181.2 del Es-
tatuto de Autonomía para Andalucía, sin perjuicio de las atribu-
ciones de la Consejería competente en materia de Hacienda. 

Disposición adicional primera. Creación de la especialidad 
de Inspección y Administración Tributaria. 

1. Se crea la especialidad de Inspección y Administración 
Tributaria, dentro del Cuerpo Superior Facultativo de la Junta de 
Andalucía, incluido en el Subgrupo A1 de los señalados en el ar-
tículo 76 de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico 
del Empleado Público. 

Para el ingreso en esta especialidad será necesario poseer la 
titulación de Doctorado, Licenciatura, Ingeniería, Arquitectura o 
equivalentes. 

2. A la especialidad de Inspección y Administración Tributa-
ria se le encomendarán funciones de aplicación de los tributos 
cuya gestión corresponda a la Comunidad Autónoma de Andalu-
cía y el ejercicio de la potestad sancionadora en dicho ámbito. 

Disposición adicional segunda. Creación de la especialidad 
de Gestión y Valoración Tributaria. 

1. Se crea la especialidad de Gestión y Valoración Tributaria 
dentro del Cuerpo de Técnicos de Grado Medio de la Junta de 

Andalucía, incluido en el subgrupo A2 de los señalados en el ar-
tículo 76 de la Ley 7/2007, de 12 de abril. 

Para el ingreso en esta especialidad será necesario poseer la 
titulación de Diplomatura Universitaria, Ingeniería Técnica, Ar-
quitectura Técnica o equivalentes. 

2. A la especialidad de Gestión y Valoración Tributaria se le 
encomendarán tareas de gestión, valoración y recaudación de 
los tributos cuya gestión corresponda a la Comunidad Autóno-
ma de Andalucía. 

Disposición adicional tercera. Promoción interna horizontal. 

De acuerdo con lo dispuesto en la normativa aplicable en ma-
teria de función pública, el personal perteneciente a los subgru-
pos A1 y A2 de los señalados en el artículo 76 de la Ley 7/2007, 
de 12 de abril, podrá acceder a las nuevas especialidades previs-
tas en las disposiciones adicionales primera y segunda de esta 
Ley, mediante el sistema de promoción interna horizontal. 

Disposición adicional cuarta. Integración como personal la-
boral. 

Al personal funcionario que se integre en la Agencia como 
personal laboral, se le reconocerá el tiempo de servicios presta-
do como personal funcionario a efectos de la retribución por an-
tigüedad, quedando en sus Cuerpos de origen en la situación 
que le corresponda de acuerdo con las normas reguladoras de 
la función pública. 

Disposición adicional quinta. Delegación en materia de tasas. 

Cuando así lo acuerde la persona titular de la Consejería 
competente en materia de Hacienda por razones de eficacia, agi-
lidad y, en general, de mejora en la prestación del servicio a la 
ciudadanía, la Agencia delegará la gestión, liquidación y recau-
dación en vía voluntaria de las tasas en las Consejerías y entida-
des vinculadas o dependientes de la Administración de la Junta 
de Andalucía que presten los respectivos servicios y actividades. 

Disposición adicional sexta. Previsiones específicas en rela-
ción con la protección de la intimidad y de los datos de ca-
rácter personal. 

1. A los efectos del artículo 8.1 de la Ley Orgánica 1/1982, de 5 
de mayo, de protección civil del derecho al honor, a la intimidad 
personal y familiar y a la propia imagen, se considerará autori-
dad competente a la persona titular de la Dirección y al personal 
directivo de la Agencia. 



BOPA núm. 696 Andalucía, 3 de julio de 2007 Pág. núm. 37.731  
 

 

Boletín Oficial del Parlamento de Andalucía 

2. No serán de aplicación los deberes de información al intere-
sado a que se refiere el artículo 5.4 de la Ley Orgánica 15/1999, 
de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Perso-
nal, cuando el registro o la comunicación de datos personales a 
la Agencia estén expresamente prescritos por Ley. 

3. De acuerdo con lo previsto en el artículo 23.3 de la Ley 
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, el afectado al que los 
responsables de los ficheros de la Agencia denieguen el ejercicio 
de los derechos de acceso, rectificación y cancelación podrá po-
ner tal decisión en conocimiento de la Dirección de la Agencia 
Española de Protección de Datos, en orden a asegurar la proce-
dencia o improcedencia de la denegación. 

Disposición transitoria primera. Régimen transitorio en mate-
ria de personal. 

1. Desde la puesta en funcionamiento de la Agencia y hasta 
que se apruebe el catálogo de puestos de trabajo en el marco del 
contrato de gestión, el personal que en el momento de dicha 
puesta en funcionamiento ocupe puestos de trabajo en la Direc-
ción General de Tributos e Inspección Tributaria de la Conseje-
ría de Economía y Hacienda y en las Delegaciones Provinciales 
de la referida Consejería con funciones que el artículo 6 de esta 
Ley atribuye a la Agencia, mantendrá su dependencia orgánica 
de la referida Consejería y pasará a depender funcionalmente de 
la Agencia. 

2. Desde la aprobación del catálogo y hasta que se resuelvan 
las dos primeras convocatorias de acceso a las nuevas especiali-
dades, conforme a la normativa aplicable en materia de función 
pública, el personal funcionario de carrera que en el momento 
de la aprobación del catálogo ocupe con carácter definitivo pues-
tos de la Administración tributaria de la Junta de Andalucía en la 
Dirección General de Tributos e Inspección Tributaria y en las 
Delegaciones Provinciales de la Consejería de Economía y 
Hacienda, y que sean suprimidos con ocasión de la constitución 
de la Agencia, pasará a prestar sus servicios en la Agencia de 
acuerdo con los siguientes criterios: 

a) El personal que ocupe puestos de trabajo reservados a 
personal funcionario en el catálogo de la Agencia se adscribirá 
con carácter provisional a dichos puestos, manteniéndose en la 
situación de servicio activo en su cuerpo o especialidad, conser-
vando todos sus derechos y obligaciones, en particular sus retri-
buciones y condiciones esenciales de trabajo, exceptuándose la 
obligación de concursar. A efectos de consolidación de grado se 
tendrá en cuenta el nivel del puesto de trabajo suprimido. 

b) El personal que ocupe puestos de trabajo no reservados a 
personal funcionario en el catálogo de la Agencia podrá optar 
por incorporarse como personal laboral a la Agencia o continuar 
prestando sus servicios como personal funcionario en la Admi-
nistración General de la Junta de Andalucía. En caso de incorpo-

ración como personal laboral, será de aplicación lo dispuesto en 
la disposición adicional cuarta de esta Ley. En el segundo caso, 
quedará a disposición de la persona titular de la Consejería 
competente en materia de Hacienda, de acuerdo con lo previsto 
en el artículo 27.4 de la Ley 6/1985, de 28 de noviembre, de Or-
denación de la Función Pública de la Junta de Andalucía. 

3. Transcurridas las dos primeras convocatorias menciona-
das en el apartado anterior, el personal funcionario al que se re-
fiere el párrafo primero de dicho apartado que no hubiera ingre-
sado en ninguna de las especialidades previstas en las disposicio-
nes adicionales primera y segunda de esta Ley quedará a disposi-
ción de la persona titular de la Consejería competente en materia 
de Hacienda, de acuerdo con lo previsto en el artículo 27.4 de la 
Ley 6/1985, de 28 de noviembre. 

Disposición transitoria segunda. Aplicación del sistema de 
concurso. 

Conforme a lo previsto en el artículo 61.6 de la Ley 7/2007, 
de 12 de abril, excepcionalmente en las dos primeras convocato-
rias de acceso a las especialidades referidas en las disposiciones 
adicionales primera y segunda de esta Ley, se aplicará el sistema 
de concurso y se valorará como mérito el tiempo de servicio pres-
tado en la Administración tributaria de la Junta de Andalucía. 

Disposición transitoria tercera. Asunción efectiva de fun-
ciones por la Agencia. 

Hasta que se produzca la asunción efectiva por la Agencia de 
las funciones previstas en las letras a), b), d), e) y f) del artículo 6, 
seguirán ejerciéndose por los órganos de la Consejería de Eco-
nomía y Hacienda, otras Consejerías, oficinas, o entidades vin-
culadas o dependientes de la Administración de la Junta de An-
dalucía que tuvieran atribuidas dichas funciones conforme a la 
normativa vigente a la fecha de entrada en vigor de esta Ley. 

Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior 
rango se opongan a lo dispuesto en la presente Ley. 

Disposición final primera. Modificación de la Ley General de la 
Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

Se modifica el artículo 18 de la Ley 5/1983, de 19 de julio, 
General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía, que queda redactado de la siguiente manera: 
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�1. En los términos del artículo 180.1 del Estatuto de Auto-
nomía para Andalucía, corresponde a la Comunidad Autónoma 
el establecimiento y regulación de sus propios tributos. Asimis-
mo le corresponde la gestión, liquidación, recaudación, inspec-
ción y revisión de los mismos, ajustándose a lo dispuesto en las 
leyes del Parlamento de Andalucía, a los reglamentos que sean 
aprobados por el Consejo de Gobierno y a las normas dictadas 
por la persona titular de la Consejería competente en materia de 
Hacienda, sin perjuicio de la aplicación de las normas del Esta-
do en los casos que procedan. 

La Comunidad Autónoma ejerce las competencias normati-
vas y, por delegación del Estado, de gestión, liquidación, recau-
dación, inspección y la revisión, en su caso, de los tributos esta-
tales totalmente cedidos, que se ajustarán a lo especificado en la 
Ley que regule la cesión de tributos, en los términos de lo dis-
puesto en el artículo 180.2 del Estatuto de Autonomía para An-
dalucía. 

2. La aplicación de los tributos referidos en el apartado ante-
rior corresponde a la Agencia Tributaria de Andalucía de acuer-
do con lo dispuesto en el artículo 181.2 del Estatuto de Auto-
nomía para Andalucía. 

Asimismo, le corresponde la recaudación en periodo ejecuti-
vo de los demás ingresos de Derecho público de la Comunidad 
Autónoma en los términos previstos en su Ley de creación. 

Las funciones de aplicación de los tributos y de recaudación 
en periodo ejecutivo podrán gestionarse por cualesquiera de las 
formas previstas en el ordenamiento jurídico, sin perjuicio de la 
competencia del Consejo de Gobierno de organización de los 
servicios. 

3. Corresponde a la Consejería competente en materia de 
Hacienda la fijación de la política tributaria de acuerdo con las di-
rectrices del Consejo de Gobierno, así como el impulso, coordina-
ción y control de las actividades de aplicación de los tributos. 

Asimismo, le corresponde vigilar, controlar e inspeccionar la 
gestión, liquidación y recaudación en periodo voluntario reali-
zada por las Consejerías y entidades vinculadas o dependientes 
de la Administración de la Junta de Andalucía de los ingresos no 
tributarios que tengan atribuidos. 

4. Corresponde al Consejo de Gobierno, a propuesta de la 
persona titular de la Consejería competente en materia de 
Hacienda, organizar los servicios de gestión, liquidación, recau-
dación, inspección y revisión en materia tributaria y de los de-
más ingresos de la Hacienda de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía.� 

Disposición final segunda. Adaptación de disposiciones. 

Se entenderán realizadas a la Agencia Tributaria de Andalucía 
cuantas referencias en materia de aplicación de los tributos se 

efectúan en las disposiciones vigentes de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía a la Consejería competente en materia de 
Hacienda y a otras Consejerías, oficinas, o entidades vinculadas 
o dependientes de la Administración de la Junta de Andalucía y, 
expresamente, las realizadas en los siguientes preceptos y dispo-
siciones: 

Artículos 14.1, 2 y 3, 18 y 20.2 de la Ley 4/1988, de 5 de ju-
lio, de Tasas y Precios Públicos de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía. 

Artículos 12.3 a), 23.1, 24.1 y 3, la primera referencia del 
25.3, 28.1 y 2, 29.1, 30.4, 31.1 y disposición final primera de la 
Ley 10/2002, de 21 de diciembre, por la que se aprueban nor-
mas en materia de tributos cedidos y otras medidas tributarias, 
administrativas y financieras. 

Artículos 8.1, 9.1, 10.1, 16, 17, la primera referencia del 20, 36.3 
y 53.3 de la Ley 18/2003, de 29 de diciembre, por la que se 
aprueban medidas fiscales y administrativas. 

Artículos 2º, 4º, 5º y 7º del Decreto 9/1985, de 22 de enero, 
por el que se regula la estructura orgánica de las Delegaciones 
Provinciales de la Consejería de Hacienda. 

Artículo 3º.1, 2 y 3, en lo que se refiere a los tributos no ce-
didos, del Decreto 195/1987, de 26 de agosto, por el que se re-
gula el procedimiento para la devolución de ingresos indebidos. 

Artículo único del Decreto 370/1996, de 29 de julio, por el 
que se determinan los órganos competentes de la Consejería de 
Economía y Hacienda en materia de aplazamientos y fraccio-
namientos de pago. 

Decreto 106/1999, de 4 de mayo, por el que se determinan 
competencias en materia de gestión y liquidación de los Im-
puestos sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados y sobre Sucesiones y Donaciones, así como las 
Oficinas Liquidadoras de Distrito Hipotecario. 

Artículo 11.1 b) del Decreto 239/2004, de 18 de mayo, por el 
que se regula la estructura orgánica de la Consejería de Econo-
mía y Hacienda. 

Artículos 4.2, 5.2, 13 y 17.3 del Decreto 503/2004, de 13 de 
octubre, por el que se regulan determinados aspectos para la 
aplicación de los Impuestos sobre emisión de gases a la atmós-
fera y sobre vertidos a las aguas litorales. 

Disposición final tercera. Habilitación para el desarrollo y 
ejecución. 

El desarrollo reglamentario de esta Ley se llevará a efecto 
de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 112 y 119.3 del 
Estatuto de Autonomía para Andalucía y 44 de la Ley 6/2006, 
de 24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía. 
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Disposición final cuarta. Constitución y puesta en funcio-
namiento de la Agencia. 

La constitución efectiva y puesta en funcionamiento de la 
Agencia tendrán lugar en los términos que disponga su Estatuto, 
que será aprobado por el Consejo de Gobierno, mediante decre-
to, a propuesta de la persona titular de la Consejería competente 
en materia de Hacienda. 

Disposición final quinta. Determinación de las funciones de 
las especialidades. 

Se autoriza al Consejo de Gobierno para el desarrollo de las fun-
ciones que corresponderán a las especialidades previstas en las dis-
posiciones adicionales primera y segunda de la presente Ley. 

Disposición final sexta. Entrada en vigor. 

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su pu-
blicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía. 

 

7-07/PL-000011, Proyecto de Ley de la radio y te-
levisión de titularidad autonómica gestionada 
por la Empresa Pública de la Radio y Televisión 
de Andalucía 

 

Envío a la Comisión de Coordinación 
Tramitación por el procedimiento de urgencia (arts. 98 y 109.2) 
Apertura del plazo de ocho días hábiles, a partir de su publicación, 
para la presentación de enmiendas a la totalidad (arts. 99 y 110) 
Sesión de la Mesa del Parlamento de 27 de junio de 2007 
Orden de publicación de 28 de junio de 2007 
 

PROYECTO DE LEY DE LA RADIO Y TELEVISIÓN DE TITULARIDAD 
AUTONÓMICA GESTIONADA POR LA EMPRESA PÚBLICA DE LA 

RADIO Y TELEVISIÓN DE ANDALUCÍA 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

La Empresa Pública de la Radio y Televisión de Andalucía (en 
adelante, la RTVA) cumple, desde su creación por Ley 8/1987, 
de 9 de diciembre, unas funciones de comunicación e informa-

ción que contribuyen a la vertebración y desarrollo social, iden-
titario y cultural de Andalucía. Ciertamente, la actividad de radio 
y televisión pública ha evolucionado hasta convertirse en vector 
de progreso al desempeñar un papel central en el funciona-
miento de las sociedades democráticas modernas transmitiendo 
sus valores fundamentales y facilitando la participación de la 
ciudadanía en la vida política, informativa, cultural y social. 

Actualmente, la RTVA desempeña estas funciones en un 
mercado audiovisual de competencia creciente que es radical-
mente distinto del existente hace dos décadas, cuando se aprobó 
la referida Ley. La digitalización de los medios audiovisuales, 
como manifestación del desarrollo tecnológico, multiplica expo-
nencialmente la competencia propiciando la entrada de nuevos 
operadores en los segmentos de radio y televisión de ámbito es-
tatal, local y también en el autonómico. Se ha producido, ade-
más, un salto cualitativo en la importancia económica e indus-
trial de los medios de comunicación. 

En este contexto de profundos cambios estructurales expe-
rimentados en el sector, resulta necesario modernizar el marco 
jurídico de la RTVA para adaptarlo a esa nueva realidad social, 
empresarial, tecnológica, económica y comunicacional en la 
que se desenvuelve garantizando los principios democráticos y 
desempeñando un papel estratégico para Andalucía. 

El nuevo enfoque normativo que inspira esta Ley atiende so-
bremanera a la necesidad de proveer a la RTVA y a sus socieda-
des filiales de instrumentos corporativos y empresariales sóli-
dos, acordes a su compromiso con la ciudadanía andaluza, para 
satisfacer su acceso universal a una amplia y diversificada oferta 
de programaciones, canales y servicios audiovisuales sin discri-
minaciones y en condiciones de igualdad de oportunidades. La 
garantía plena de esos derechos superiores de la sociedad cons-
tituye una condición indispensable para cumplir la misión es-
pecífica del servicio público esencial de radio y televisión que 
presta la RTVA. 

En consecuencia, esta nueva Ley para la RTVA y sus socieda-
des filiales, Canal Sur Radio y Canal Sur Televisión, refuerza el 
respeto, defensa y fomento de los principios y valores que con-
sagran la Constitución Española y el Estatuto de Autonomía para 
Andalucía, y recoge derechos sociales evolucionados en orden a 
las garantías de pluralismo, acceso, atención a la diversidad so-
cial y cultural en la configuración de sus programaciones audio-
visuales, réplica, así como la protección de los menores y de las 
personas consumidoras y usuarias, junto a una novedosa acción 
de cesación. 

Esta adaptación legal a la realidad presente y requerimientos 
futuros de los medios de comunicación trata de satisfacer la 
plena integración de las personas con discapacidad sensorial, 
con especial atención a la infancia, la juventud y personas ma-
yores, a las formas nuevas de radio y televisión digital y a sus 
contenidos conexos e interactivos, siendo estos últimos contem-
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plados desde una óptica de interés general para que la ciudada-
nía andaluza se beneficie de los progresos de la Sociedad de la 
Información y del Conocimiento. 

Dada la naturaleza cambiante de esos servicios digitales nue-
vos, que implican adición de interactividad, esta nueva Ley, de 
acuerdo con las directrices de la Comisión Europea, permite 
mecanismos de autorregulación y corregulación que, dentro de 
la legalidad vigente, puedan mejorar la prestación de los mis-
mos por la RTVA y sus sociedades. En otro plano, el señalamien-
to en Ley de la posibilidad expresa de establecer convenios de 
colaboración, por un lado, afianza la labor que desempeña esta 
Empresa Pública y sus sociedades al asumir una fuerte respon-
sabilidad social corporativa que le vincula con la diversidad de 
agentes sociales de Andalucía, y, por otro, contribuye al desarro-
llo empresarial de la RTVA. 

Otra novedad normativa de este texto legal obedece a la vo-
luntad de fortalecer la independencia y neutralidad de los profe-
sionales de la información de los medios de comunicación de la 
RTVA, sometidos a un Estatuto de sólida base democrática. Tam-
bién se establece un Código de Conducta Comercial que precisa-
rá los procedimientos y las pautas de actuación de la Empresa 
Pública y de sus sociedades en todo lo relativo a las tradicionales 
y nuevas posibilidades de comunicación publicitaria, siendo ga-
rante de la calidad e idoneidad de todo contenido y mensaje de 
carácter comercial. 

Pero además de perfeccionar el funcionamiento y organiza-
ción de la RTVA y de sus sociedades en el nuevo entorno audio-
visual y su adecuación a un avanzado catálogo de derechos de 
comunicación de la ciudadanía andaluza, la modernización ju-
rídica que opera esta Ley también está motivada por la voluntad 
de reforzar el papel del Parlamento de Andalucía en su labor de 
control y provisión de las personas que componen los órganos 
colegiados de la Empresa Pública, por la necesidad de articular 
un adecuado modelo de gestión y, constatando los efectos de los 
cambios estructurales dados en el sector de la industria audiovi-
sual, por la necesidad de instaurar un nuevo marco de estabili-
dad financiera acorde con las necesidades de una radio y televi-
sión pública avanzada y socialmente comprometida. 

El Parlamento de Andalucía aprobará una Carta del Servicio 
Público que, para periodos de seis años, determinará los cam-
pos preferentes de actuación de la RTVA y sus sociedades. 

Igualmente, será el Parlamento quien elija a la persona titu-
lar de la Dirección General de la Empresa Pública, a las perso-
nas integrantes de su Consejo de Administración y a la persona 
titular de su Presidencia. Tanto en la composición de ese Conse-
jo como del Asesor se observará la presencia equilibrada entre 
hombres y mujeres. La duración del mandato de las personas 
integrantes de esos órganos supera el período de una legislatu-
ra, con objeto de poner de manifiesto la desvinculación de la 
RTVA con el mandato parlamentario. 

Para que se pueda adecuar a la cambiante realidad audiovi-
sual, cada tres años un Contrato-Programa especificará y de-
sarrollará el mandato de la Carta del Servicio Público, convir-
tiéndose en elemento clave para la gestión de la RTVA y sus so-
ciedades. El Contrato-Programa permitirá, además, satisfacer las 
necesidades de financiación de la Empresa Pública fijando la 
compensación económica por prestación de servicios públicos, 
de conformidad con la normativa vigente y de acuerdo con los 
parámetros comunitarios. 

La presente Ley se promulga de acuerdo con las bases lega-
les constitucionalmente vigentes, con arreglo a la capacidad 
normativa derivada del marco competencial que en esta materia 
corresponde a Andalucía, de acuerdo con lo establecido en la 
Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, y al amparo de lo dispuesto en el ar-
tículo 69 de la Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, de reforma 
del Estatuto de Autonomía para Andalucía. 

TÍTULO I 
Principios generales 

Artículo 1. Objeto. 

La presente Ley tiene por objeto regular la gestión directa pa-
ra la prestación del servicio público esencial de radio y televisión 
perteneciente a la Comunidad Autónoma de Andalucía, a través 
de la Empresa Pública de la Radio y Televisión de Andalucía y de 
sus sociedades filiales. 

Artículo 2. Encomienda del servicio público de radio y televisión. 

1. Se encomienda a la Empresa Pública de la Radio y Televi-
sión de Andalucía (en adelante, la RTVA) la función y misión de 
servicio público de radio y televisión. 

2. Se atribuye a la RTVA la gestión directa del servicio público 
de radio y televisión, para ser ejercida de forma efectiva por me-
dio de sus sociedades públicas filiales. 

Artículo 3. Ámbito territorial de cobertura. 

El servicio público de radio y televisión por ondas radioeléc-
tricas terrestres gestionado por la RTVA abarca el ámbito geográ-
fico de cobertura coincidente con el territorio de Andalucía, pu-
diendo alcanzar, igualmente, aquellos otros territorios que per-
mita la legalidad vigente. 
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Artículo 4. Principios inspiradores y función del servicio públi-
co de radio y televisión. 

1. La actividad de la RTVA y la de sus sociedades filiales se 
inspirará en los principios siguientes: 

a) El respeto y defensa de los principios que informan la 
Constitución Española y el Estatuto de Autonomía para Andalu-
cía, y de los derechos y libertades que en ellos se reconocen y 
garantizan. 

b) El respeto al pluralismo político, social, cultural y religio-
so, y el fomento de los valores de igualdad, y la no discrimina-
ción por razón de nacimiento, raza, sexo u orientación sexual o 
cualquier otra circunstancia personal o social. 

c) La separación entre informaciones y opiniones, la identifi-
cación de quienes sustentan estas últimas y la libre expresión de 
las mismas. 

d) El derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a 
la propia imagen. 

e) La protección de la juventud y de la infancia. 
f) La promoción de la igualdad de oportunidades entre hom-

bres y mujeres. 
g) La objetividad, veracidad, imparcialidad, independencia, 

pluralidad y neutralidad informativa. 
h) La promoción de los valores históricos, culturales, educa-

tivos y lingüísticos del pueblo andaluz en toda su riqueza y va-
riedad. 

i) La promoción de los valores ecológicos y de la sostenibili-
dad medioambiental. 

2. Se define la función de servicio público como el servicio 
esencial para la sociedad consistente en la producción, edición y 
difusión de un conjunto equilibrado de programaciones audio-
visuales y canales, generalistas y temáticos, en abierto o codifi-
cados, de radio, televisión y nuevos soportes tecnológicos, así 
como contenidos y servicios conexos e interactivos, que integren 
programas audiovisuales y servicios digitales diversificados, de 
todo tipo de géneros y para todo tipo de públicos, con el fin de 
atender a las necesidades democráticas, sociales y culturales del 
conjunto de la población andaluza garantizando el acceso a la 
información, cultura, educación y entretenimiento de calidad. 

3. Las programaciones que, a través de sus sociedades filia-
les, ofrezca la RTVA harán compatibles el objetivo de rentabili-
dad social con el principio de eficiencia económica y deberán: 

a) Impulsar el conocimiento de los principios constituciona-
les así como los contenidos en el Estatuto de Autonomía para 
Andalucía como expresión de la identidad del pueblo andaluz. 

b) Promover activamente el pluralismo con pleno respeto a 
las minorías mediante el debate, la información objetiva y plural 
y la libre expresión de opiniones. 

c) Promover el respeto a la dignidad humana y, especialmen-
te, los derechos de la juventud y de la infancia, la igualdad entre 

hombre y mujer y la no discriminación por motivos de naci-
miento, raza, ideología, religión, sexo u orientación sexual o 
cualquier otra circunstancia personal o social. 

d) Preservar la diversidad cultural de Andalucía, y las tradi-
ciones que constituyen su patrimonio inmaterial. 

e) Promover el reconocimiento y uso de la modalidad lin-
güística andaluza en sus diferentes hablas. 

f) Ofrecer una programación que atienda a la diversidad de la 
ciudadanía andaluza fomentando la cohesión social y económi-
ca entre los diversos territorios, la innovación que facilite el ac-
ceso de todos los andaluces y andaluzas a la sociedad de la in-
formación y el conocimiento y la difusión de los valores éticos. 

g) Atender a la más amplia audiencia y procurar la plena co-
bertura geográfica, social y cultural, consolidando un espacio 
audiovisual andaluz que contribuya a la difusión de las señas de 
identidad de la población andaluza y del patrimonio material e 
inmaterial de Andalucía y especialmente al fortalecimiento de 
sus vínculos con la residente fuera de Andalucía. 

h) Facilitar el más amplio acceso de la ciudadanía a los dis-
tintos géneros de programación y a los eventos institucionales, 
sociales, culturales y deportivos, cubriendo todos los segmentos 
de audiencia referidos a sexo, edad, grupos sociales o territoria-
les con especial atención a las personas con discapacidad. 

i) Contribuir a la educación permanente de la ciudadanía. 
j) Favorecer la difusión intelectual y artística y los conoci-

mientos cívicos, económicos, sociales, científicos y técnicos de 
la sociedad andaluza que fomenten la capacidad emprendedora 
de la ciudadanía andaluza para lograr una comunidad social-
mente avanzada, justa y solidaria que promueva el desarrollo a 
través de los medios audiovisuales. 

k) Promover el desarrollo de hábitos saludables entre la po-
blación y el conocimiento de los derechos de las personas con-
sumidoras y usuarias. 

l) Favorecer la erradicación de la violencia de género y la 
promoción de los valores de convivencia e interculturalidad. 

m) Velar por la conservación de los archivos históricos au-
diovisuales. 

n) Contribuir a la difusión y conocimiento de las institucio-
nes andaluzas, especialmente del Parlamento de Andalucía. 

ñ) Fomentar la producción audiovisual andaluza facilitando 
el desarrollo de la industria audiovisual. 

4. La RTVA promoverá el desarrollo de la Sociedad de la In-
formación y el Conocimiento utilizando cuantos medios estén a 
su alcance y, especialmente, las nuevas tecnologías de produc-
ción y difusión de programas y servicios audiovisuales, así como 
cuantos servicios nuevos, conexos e interactivos sean suscepti-
bles de ampliar o mejorar su oferta de programación y de acer-
car la Administración Pública, autonómica y local, a la ciudada-
nía andaluza. 
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TÍTULO II 
La Empresa Pública de la Radio y Televisión de Andalucía 

CAPÍTULO I 
Naturaleza y régimen jurídico 

Artículo 5. Naturaleza jurídica y adscripción. 

1. La RTVA, creada por la Ley 8/1987, de 9 de diciembre, es una 
entidad de derecho público, de las previstas en el artículo 6.1 b) de 
la Ley 5/1983,de 19 de junio, General de la Hacienda Pública de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía, que ejerce las funciones 
legales y estatutarias atribuidas a la Comunidad Autónoma de 
Andalucía en el ámbito de la gestión directa del servicio público 
de radio y televisión. 

2. La RTVA goza de personalidad jurídica propia, de plena 
capacidad jurídica y de obrar para el cumplimiento de sus fines, 
y de patrimonio propio. 

3. La RTVA queda adscrita a la Consejería de la Junta de An-
dalucía que tenga atribuidas las competencias en materia de 
medios de comunicación social. 

4. La RTVA gozará de autonomía en su gestión, organización 
y funcionamiento, en los términos establecidos en la legalidad 
vigente, y, en el marco de un Contrato-Programa regulado en el 
artículo 8, actuará con independencia funcional respecto del 
Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía y de las Adminis-
traciones públicas. 

Artículo 6. Régimen jurídico. 

1. La RTVA se regirá por la presente Ley, sus normas com-
plementarias y disposiciones de desarrollo, así como por la le-
gislación audiovisual básica estatal y autonómica, y de las co-
municaciones electrónicas que resulte de aplicación. 

2. Asimismo le será de aplicación la Ley 5/1983, de 19 de ju-
lio, General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía; la Ley 4/1986, de 5 de mayo, de Patrimonio de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía, y demás normativa de ge-
neral aplicación para las entidades de derecho público de la 
Junta de Andalucía. En lo demás se regirá por el ordenamiento 
jurídico privado. 

3. De los acuerdos que dicten los órganos de gobierno de la 
RTVA y de las pretensiones que en relación con ellos se deduz-
can conocerá la jurisdicción que en cada caso corresponda. 

CAPÍTULO II 
Objetivos, Instrumentos y gestión de los servicios 

Artículo 7. Carta del Servicio Público. 

1. La Carta del Servicio Público establecerá las prioridades de 
actuación de la RTVA y sus sociedades filiales para el cumpli-
miento de la función de servicio público encomendada y las es-
trategias para la consecución de objetivos generales, conside-
rando estimaciones de escenarios de competencia en el merca-
do audiovisual. 

2. La Carta del Servicio Público será aprobada por el Parla-
mento, a propuesta del Consejo de Gobierno de la Junta de An-
dalucía. 

3. Cada Carta del Servicio Público tendrá una vigencia de seis 
años. 

Artículo 8. Contrato-Programa. 

1. Las prioridades de actuación, objetivos y estrategias apro-
badas en cada Carta del Servicio Público serán desarrollados y 
especificados, cada tres años, en un Contrato-Programa acor-
dado por el Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía con 
la RTVA. 

2. El contenido de cada Contrato-Programa determinará, al 
menos, las siguientes materias: 

a) Las actividades y objetivos específicos a cumplir por la 
RTVA y sus sociedades filiales en el ejercicio de su función y mi-
sión de servicio público. 

b) Las compensaciones económicas que anualmente hayan 
de percibir la RTVA y sus sociedades filiales, con cargo a los Pre-
supuestos de la Comunidad Autónoma de Andalucía, por la ges-
tión y prestación del servicio público de radio y televisión y de 
servicios digitales conexos e interactivos. 

c) Los mecanismos y medios para la adecuación y adapta-
ción del coste de las actividades y objetivos acordados a las posi-
bles variaciones de la realidad económica general y de la indus-
tria del sector audiovisual. 

d) Los mecanismos de control de ejecución del Contrato-
Programa y de los resultados de su aplicación. 

3. La persona titular de la Consejería de la Junta de Andalu-
cía que tenga atribuidas las competencias en materia de medios 
de comunicación social solicitará un informe al Consejo Audio-
visual de Andalucía sobre el proyecto del Contrato-Programa, en 
lo relativo a aquellas materias que fueran de su competencia. 

4. Asimismo, la persona titular de dicha Consejería informa-
rá al Parlamento de Andalucía sobre la ejecución y resultados 
del Contrato-Programa. 
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Artículo 9. Gestión de los servicios por las sociedades filiales y 
régimen jurídico aplicable. 

1. La prestación efectiva del servicio público de radio corres-
ponde a la sociedad pública filial de la RTVA Canal Sur Radio, 
Sociedad Anónima. 

2. La prestación efectiva del servicio público de televisión 
corresponde a la sociedad pública filial de la RTVA Canal Sur Te-
levisión, Sociedad Anónima. 

3. El capital social de las mencionadas sociedades públicas 
filiales estará suscrito íntegramente por la Junta de Andalucía a 
través de la RTVA, y no podrá ser enajenado, hipotecado, grava-
do, pignorado ni cedido en forma alguna, onerosa o gratuita. 

4. A las sociedades filiales citadas les será de aplicación el ré-
gimen previsto para las empresas de la Junta de Andalucía del 
artículo 6.1 a) de la Ley 5/1983, de 19 de julio, General de la 
Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

5. Los Estatutos de las sociedades mencionadas establecerán 
que estas sean regidas por un Administrador único. Dicha per-
sona ostentará las facultades que los citados Estatutos establez-
can en materia de autorización de gastos, de ordenación de pa-
gos y de contratación. Así mismo, determinarán las facultades 
reservadas a quien ejerza la Dirección General de la RTVA. 

6. En las sociedades filiales, la persona designada como Ad-
ministrador único será a la vez titular de la Dirección de la 
misma, y tendrá las mismas incompatibilidades previstas para 
la persona titular de la Dirección General de la RTVA. 

7. Se faculta al Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía 
para autorizar, a iniciativa de la persona titular de la Dirección 
General de la RTVA, y de acuerdo con el Consejo de Administra-
ción, la creación de otras sociedades públicas filiales con capital 
totalmente suscrito y desembolsado por la Junta de Andalucía a 
través de la RTVA, en las áreas de comercialización, de produc-
ción, de comunicación, de servicios digitales adicionales o en 
otras análogas con el fin de conseguir una gestión más eficaz. El 
capital de estas sociedades estará sujeto a las mismas limitacio-
nes, en cuanto a gravámenes y a transmisibilidad, que las men-
cionadas en el apartado 3 de este artículo. Estas sociedades es-
tarán sujetas al mismo régimen jurídico que las anteriores. 

Artículo 10. Estatuto profesional de los medios de comunica-
ción de la RTVA. 

1. El Estatuto profesional de los medios de comunicación de 
la RTVA es un instrumento destinado a garantizar la profesiona-
lidad e independencia, tanto de los profesionales de la informa-
ción, como de los contenidos y programas de los servicios in-
formativos prestados por la RTVA y sus sociedades filiales en ra-
dio, televisión y en los nuevos soportes tecnológicos y medios 

electrónicos de los que se valga para cumplir su función y mi-
sión de servicio público. 

2. El personal laboral de la RTVA y de sus sociedades filiales 
que desempeñe una función profesional de información elige 
democráticamente a sus representantes, que componen el Con-
sejo Profesional de Canal Sur Radio y el Consejo Profesional de 
Canal Sur Televisión, así como la Comisión Permanente de la 
RTVA. Dichos órganos tienen atribuidas las funciones de interlo-
cución con el personal directivo de la RTVA y de sus sociedades 
filiales, y las de salvaguarda y control del cumplimiento de los 
principios, derechos y deberes determinados en el Estatuto pro-
fesional de los medios de comunicación de la RTVA. 

3. El Estatuto profesional de los medios de comunicación de 
la RTVA, entre sus determinaciones, establecerá su ámbito sub-
jetivo, material y temporal de aplicación, así como la composi-
ción, funcionamiento y atribuciones de los órganos citados en el 
apartado anterior, y las funciones y competencias y el plazo del 
mandato de los profesionales de la información elegidos como 
miembros de los mismos. 

Artículo 11. Código de Conducta Comercial. 

1. La RTVA y sus sociedades filiales actuarán conforme a un 
Código de Conducta Comercial, que regulará, entre otras mate-
rias, las normas para la contratación de publicidad y espacios 
comerciales, para la publicidad institucional y la que no impli-
que contraprestación económica, para las licitaciones públicas, 
para la gestión comercial de los distintos soportes de los que se 
valga la RTVA y sus sociedades filiales, así como para la emisión 
de publicidad y espacios comerciales, y la fijación de criterios 
para el establecimiento de tarifas y precios. 

2. De conformidad con la legalidad vigente sobre la materia, 
las referidas normas establecerán mecanismos para el control 
de calidad y de los contenidos de los mensajes publicitarios y 
comerciales, y para la adecuación del tiempo legal de emisión 
de publicidad y espacios comerciales que resulte de aplicación a 
la radio y a la televisión de titularidad pública autonómica, y en 
consideración de las necesidades de los medios de radio y tele-
visión y de cuantos soportes tecnológicos y medios electrónicos 
pudiera disponer la RTVA y sus sociedades filiales. 

3. En el ámbito de sus competencias, el Consejo Audiovisual 
de Andalucía desempeñará la función de control externo del 
cumplimiento del Código de Conducta Comercial de la RTVA y 
de sus sociedades filiales. 

Artículo 12. Convenios de colaboración. 

1. La RTVA y sus sociedades filiales podrán federarse y aso-
ciarse con otras entidades de gestión directa del servicio público 
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de radio y televisión, y con sus sociedades prestadoras del servi-
cio, mediante convenios de colaboración, en orden a la coordi-
nación, cooperación y ayuda en el cumplimiento y desarrollo de 
sus atribuciones. 

2. Igualmente, para la gestión más eficiente de los recursos y 
para la mejor consecución de los objetivos y función de servicio 
público encomendada, la RTVA y sus sociedades filiales podrán 
suscribir convenios u otros acuerdos con las Administraciones 
públicas y sus organismos, y con otras entidades nacionales e 
internacionales. La cooperación con otras entidades de radio y 
televisión puede abarcar, entre otros, objetos como la creación 
de emisiones en cadena ocasional de diferentes servicios de di-
fusión, intercambio de programas y servicios o la cesión tempo-
ral de recursos, medios y equipos. 

CAPÍTULO III 
Organización 

Artículo 13. Órganos de la RTVA. 

La RTVA se estructura en los órganos siguientes: 
a) Consejo de Administración. 
b) Dirección General. 
c) Consejo Asesor. 

SECCIÓN 1ª. DEL CONSEJO DE ADMINISTRACIÓN 

Artículo 14. Composición y funcionamiento. 

1. El Consejo de Administración se compone de quince 
miembros, todos ellos con reconocida cualificación y experien-
cia profesional, y observará una composición equilibrada entre 
hombres y mujeres. 

2. El Consejo de Administración nombrará como titular de la 
Presidencia del mismo al miembro del Consejo que para ese 
cargo haya sido elegido por el Parlamento de Andalucía, con-
forme a lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 15 de esta Ley. 

3. Corresponde a la persona titular de la Presidencia del 
Consejo de Administración la representación institucional del 
mismo, la convocatoria de sus sesiones y la dirección de los de-
bates, así como cuantas otras funciones y competencias le atri-
buye la presente Ley y, en desarrollo de esta, se establezcan en 
el Reglamento de Organización y Funcionamiento. 

4. Para que el Consejo de Administración se entienda váli-
damente constituido será necesaria la presencia de la mayoría 
absoluta de sus miembros. Excepto en los casos en que la pre-
sente Ley exige mayoría cualificada, los acuerdos se adoptarán 

por mayoría simple, dirimiendo los empates el voto de la perso-
na titular de la Presidencia. 

5. El Consejo de Administración se reunirá en sesión ordina-
ria al menos una vez al mes y, en caso de urgencia, a criterio de 
la persona titular de su Presidencia, o cuando lo solicite el nú-
mero de sus miembros que se establezca en el Reglamento de 
Organización y Funcionamiento. 

6. El Reglamento de Organización y Funcionamiento regulará 
la forma de elección y funciones de la persona que se designe 
como titular de la Secretaría del órgano. Dicha persona actuará 
con voz pero sin voto, sin que en ningún caso pueda ser, a la vez, 
Consejero o Consejera. En todo lo no previsto en dicho Reglamen-
to o en esta Ley, se aplicarán las normas establecidas para los ór-
ganos colegiados en el Capítulo II del Título II de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administracio-
nes Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 

Artículo 15. Elección, mandato e incompatibilidades de los 
Consejeros y Consejeras. 

1. Los miembros del Consejo de Administración de la RTVA 
serán elegidos por el Parlamento de Andalucía, por mayoría de 
tres quintos, a propuesta de los Grupos Parlamentarios. Los 
miembros del Consejo de Administración serán nombrados por 
el Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía. 

2. El Parlamento de Andalucía, por mayoría de tres quintos, 
elegirá, de entre los quince Consejeros electos, a quien desem-
peñará la Presidencia del Consejo de Administración. 

3. El mandato de los Consejeros y Consejeras y de quien ejer-
za la Presidencia del Consejo de Administración será de seis 
años. Este mandato no será renovable. Una vez agotado el man-
dato, las Consejeras y Consejeros salientes continuarán ejer-
ciendo sus funciones hasta el nombramiento de los nuevos. 

4. La vacante de un Consejero o Consejera que se produzca 
durante el transcurso de su mandato será cubierta, conforme a 
lo dispuesto en el apartado 1 de este artículo, por el plazo de 
tiempo que reste hasta el cumplimiento de los seis años del 
mandato del Consejero o Consejera cesante. Se aplicará el mis-
mo criterio en casos sucesivos. 

5. En el ejercicio de sus funciones, los Consejeros y Conseje-
ras actuarán con la debida diligencia y lealtad a la RTVA y a sus 
sociedades filiales, y estarán obligados a guardar secreto de 
cuantos asuntos sean tratados en el ámbito del Consejo de Ad-
ministración. 

6. La condición de miembro del Consejo de Administración 
es incompatible con cualquier vinculación directa o indirecta 
con empresas publicitarias, editoriales, periodísticas, de teleco-
municaciones, informática, de servicios de la Sociedad de la In-
formación, empresas cinematográficas y agencias y gabinetes de 
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prensa, con empresas de producción de programas, discográfi-
cas o con cualquier tipo de entidad relacionada con el suminis-
tro o la dotación de material o de programas audiovisuales, ser-
vicios conexos e interactivos a la RTVA o a sus sociedades filiales 
y con todo tipo de prestación de servicios o de relación laboral 
en activo con la RTVA o con otras entidades de radio y televisión 
de cualquier tecnología y ámbito de cobertura. Los miembros 
del Consejo de Administración estarán sometidos al régimen 
propio de las incompatibilidades de los altos cargos de la Admi-
nistración de la Junta de Andalucía. Asimismo, serán incompa-
tibles con la condición de Diputado o Diputada del Parlamento 
de Andalucía. 

7. La condición de miembro del Consejo de Administración 
no generará ningún derecho de carácter laboral. 

Artículo 16. Cese de los Consejeros y Consejeras. 

1. Los Consejeros y Consejeras cesarán en su cargo por: 
a) Renuncia expresa notificada fehacientemente a la persona 

titular de la Presidencia del Consejo de Administración. 
b) Expiración del plazo de su mandato. 
c) Incapacidad física o enfermedad grave, de duración supe-

rior a tres meses continuos, que impida el normal desempeño 
de sus funciones. 

d) Incurrir en incumplimiento grave en el ejercicio de sus 
funciones. 

e) Condena, mediante sentencia firme, por delito doloso. 
f) Incurrir en causa de incompatibilidad. 
g) Inhabilitación para el desempeño del cargo, declarada en 

sentencia firme. 
h) Incapacidad, de acuerdo con la sentencia que la declare. 
i) Fallecimiento. 
2. Cuando el cese tenga su origen en las causas citadas en las 

letras c), d) y f) del apartado anterior, deberá mediar la formu-
lación de una propuesta del Consejo de Administración, adopta-
da por tres quintos de sus miembros, que exigirá la previa ins-
trucción de un expediente que otorgará audiencia al interesado. 

3. El cese será acordado por el Consejo de Gobierno. 

Artículo 17. Competencias del Consejo de Administración. 

1. Corresponden al Consejo de Administración las competen-
cias siguientes: 

a) Velar por el cumplimiento de la presente Ley en las pro-
gramaciones, contenidos y servicios, y en la actividad de la RTVA 
y de sus sociedades filiales. 

b) Aprobar, a propuesta de la persona titular de la Dirección 
General de la RTVA, el plan de actividades de la RTVA, que, de 
acuerdo y en cumplimiento tanto de la Carta del Servicio Públi-

co como del Contrato-Programa en vigor, fijará los criterios bá-
sicos y las líneas generales de las programaciones de radio y de 
televisión y los servicios conexos e interactivos, así como el plan 
de actuación anual, y, en su caso, plurianual, de las sociedades 
filiales. 

c) Aprobar la memoria anual relativa al desarrollo de las acti-
vidades de la RTVA y la de sus sociedades filiales. 

d) Aprobar las plantillas de personal de la RTVA y de sus so-
ciedades filiales. 

e) Aprobar el régimen de retribuciones del personal de la 
RTVA y de sus sociedades filiales. 

f) Aprobar los anteproyectos de presupuestos de la RTVA y de 
sus sociedades filiales. 

g) Aprobar convenios generales o que supongan una relación 
de continuidad con organismos o entidades públicas o privadas. 

h) Aprobar, a propuesta de la persona titular de la Dirección 
General de la RTVA, el Código de Conducta Comercial de la RTVA 
y de sus sociedades filiales. 

i) Aprobar, a propuesta de la persona titular de la Dirección 
General de la RTVA, las normas de procedimiento interno apli-
cable a la RTVA y a sus sociedades filiales para el ejercicio del 
derecho de acceso a los grupos políticos y sociales significativos, 
en cumplimiento de lo establecido en el artículo 20.3 de la 
Constitución Española, 211.2 del Estatuto de Autonomía para 
Andalucía, y según se determina en el artículo 33 de esta Ley. 

j) Determinar anualmente el porcentaje de producción pro-
pia que debe incluirse en las programaciones audiovisuales, de 
acuerdo con lo establecido en el Contrato-Programa en vigor. 

k) Ser informado periódicamente de la gestión presupuesta-
ria y emitir su parecer a los efectos de lo establecido en los ar-
tículos 21.5, 35.2 y 37 de esta Ley, así como ser informado de 
las cuentas anuales. 

l) Aprobar su propio Reglamento de Organización y Funcio-
namiento, a propuesta de quien ejerza la Presidencia del Conse-
jo de Administración. 

m) Aprobar el Estatuto Profesional de los Medios de Comuni-
cación de la RTVA, y sus reformas. 

n) Proponer el cese de un Consejero o de una Consejera, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 16.2 de esta Ley. 

ñ) Conocer de aquellas cuestiones que, aun no siendo de su 
competencia, la persona titular de la Dirección General de la 
RTVA someta a su consideración. 

o) Conocer las cuestiones que se hayan resuelto en uso de 
competencias que no estén expresamente encomendadas a 
otros órganos de la RTVA. 

2. Los acuerdos se adoptarán por mayoría simple, a excep-
ción de los referidos en las letras b), d), f), h) e i) del apartado 
anterior, que se tomarán por mayoría absoluta de los miembros 
del Consejo de Administración. Por lo que respecta al apartado f), 
en el caso de que no se consiga acuerdo por mayoría absoluta, 
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los anteproyectos de presupuestos se remitirán, en la forma 
prevista en la Ley General de la Hacienda Pública de la Comuni-
dad Autónoma de Andalucía, haciendo constar el sentido del vo-
to de cada uno de los miembros del Consejo de Administración. 

SECCIÓN 2ª. DE LA DIRECCIÓN GENERAL 

Artículo 18. De la persona titular de la Dirección General de 
la RTVA. 

1. La persona titular de la Dirección General de la RTVA será 
elegida por el Pleno del Parlamento de Andalucía por mayoría 
de dos tercios. En el caso de no alcanzarse la citada mayoría en 
primera votación, será elegida por mayoría de tres quintos. En 
cualquier caso, será nombrada por el Consejo de Gobierno de la 
Junta de Andalucía. 

2. El mandato de la persona titular de la Dirección General 
de la RTVA será de seis años. Este mandato podrá ser renovado, 
una sola vez, por un período igual. 

3. Una vez agotado el mandato, continuará ejerciendo sus 
funciones hasta el nombramiento de la nueva persona titular de 
la Dirección General de la RTVA. 

4. La persona titular de la Dirección General de la RTVA cesa-
rá por las causas previstas en el artículo 16 de esta Ley. Produ-
cido su cese, el Parlamento de Andalucía elegirá a una nueva 
persona titular de la Dirección General de la RTVA conforme a lo 
establecido en el apartado 1 de este artículo. 

5. A la persona titular de la Dirección General de la RTVA le 
será de aplicación el régimen propio de incompatibilidades de 
los altos cargos de la Administración de la Junta de Andalucía. 

Artículo 19. Competencias y funciones. 

1. La persona titular de la Dirección General de la RTVA os-
tentará, con carácter permanente, las funciones de administra-
ción y representación que le confiere esta Ley, y es el órgano 
que desempeñará la dirección ejecutiva ordinaria de la RTVA, y 
ostentará su representación legal para la realización de cuantos 
actos sean necesarios en el desempeño de esa dirección ejecuti-
va, pudiendo celebrar con terceros, en el marco de esas atribu-
ciones, cuantos actos, contratos y negocios jurídicos sean nece-
sarios para la realización y cumplimiento de la función y misión 
de servicio público que la RTVA tiene encomendada, y para la 
ejecución de las prioridades de actuación determinadas en la 
Carta del Servicio Público y especificadas en el Contrato-Pro-
grama en vigor. 

2. Además, le corresponde: 
a) Cumplir y hacer cumplir las disposiciones que regulen la 

RTVA y los acuerdos adoptados por el Consejo de Administración 
en las materias que sean competencia de este órgano colegiado. 

b) Elaborar y someter a la aprobación del Consejo de Admi-
nistración el plan de actividades de la RTVA, así como el plan de 
actuación anual, y en su caso, plurianual, de las sociedades filia-
les, la memoria anual de actividades y los anteproyectos de pre-
supuestos de la RTVA y de sus sociedades filiales. 

c) Elaborar el informe anual sobre el cumplimiento de la 
función y misión de servicio público encomendada a la RTVA y 
sobre la ejecución del Contrato-Programa. 

d) Impulsar, orientar, coordinar e inspeccionar los servicios 
de la RTVA y de sus sociedades filiales y dictar las disposiciones, 
instrucciones y circulares relativas al funcionamiento y la orga-
nización interna, sin perjuicio de las competencias del Consejo 
de Administración. 

e) Actuar como órgano de contratación de la RTVA y de sus 
sociedades filiales, sin perjuicio de lo que dispongan los Estatu-
tos de estas. 

f) Autorizar los gastos y ordenar los pagos de la RTVA y de sus 
sociedades filiales, sin perjuicio de lo dispuesto en sus Estatutos 
y de la facultad de delegación. 

g) Organizar la dirección de la RTVA y de sus sociedades filia-
les y nombrar y cesar, con criterios de profesionalidad, al per-
sonal directivo y a los titulares de las direcciones de la entidad y 
de sus sociedades filiales, previa información al Consejo de Ad-
ministración. 

h) Ordenar la programación audiovisual de los diferentes ca-
nales de televisión y de radio, así como los servicios conexos e 
interactivos, de acuerdo con los principios básicos aprobados 
por el Consejo de Administración, en cumplimiento de lo dis-
puesto en la Carta del Servicio Público y en el Contrato-Progra-
ma en vigor. 

i) Ejecutar las directrices y normas en materia de publicidad 
y espacios comerciales, y elaborar el informe anual sobre el 
cumplimiento de las mismas. 

j) Elaborar el proyecto de Código de Conducta Comercial. 
k) Ostentar la jefatura superior del personal de la RTVA. 
l) Elaborar el proyecto del Contrato-Programa. 
m) Aprobar las cuentas anuales, e informar de las mismas al 

Consejo de Administración. 
n) Atender las decisiones que, al margen de su potestad san-

cionadora, le dirija el Consejo Audiovisual de Andalucía en el 
ámbito de las funciones que le competan. 

3. El Consejo de Administración podrá delegar en la Direc-
ción General de la RTVA cualquier otra función de dicho Conse-
jo, lo que requerirá la aprobación de tres quintos de sus miem-
bros. No podrán ser objeto de delegación las competencias seña-
ladas en las letras f), i), l), y ñ) del artículo 17.1 de esta Ley. 
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4. La persona titular de la Dirección General de la RTVA será 
convocada a las reuniones del Consejo de Administración, a las 
que asistirá con derecho de voz y voto. 

SECCIÓN 3ª. DEL CONSEJO ASESOR 

Artículo 20. Composición y actuación. 

1. El Consejo Asesor de la RTVA es el órgano de participación 
de la sociedad en la radio y televisión pública de Andalucía, y es-
tará compuesto por quince miembros, observando el principio 
de composición equilibrada de hombres y mujeres, que se de-
signarán de la siguiente forma: 

a) Dos vocales en representación de las dos organizaciones 
sindicales más representativas en el ámbito de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, a tenor de lo establecido en la Ley Or-
gánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical. 

b) Dos vocales en representación de las organizaciones em-
presariales más representativas en el ámbito de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, de acuerdo con lo previsto en la Dispo-
sición Adicional Sexta del Estatuto de los Trabajadores, aproba-
do por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo. 

c) Tres vocales en representación de las Corporaciones Loca-
les andaluzas designados por la Federación Andaluza de Muni-
cipios y Provincias. 

d) Cuatro vocales en representación de la Administración 
Pública de la Junta de Andalucía, designados por el Consejo de 
Gobierno de la Junta de Andalucía. 

e) Cuatro vocales designados por el Consejo de Gobierno de 
la Junta de Andalucía, una persona a propuesta del Consejo Es-
colar de Andalucía, otra a propuesta del Consejo Andaluz de la 
Juventud, otra a propuesta del Consejo Andaluz de Universida-
des, y otra a propuesta del Consejo de los Consumidores y Usua-
rios de Andalucía. 

2. El Consejo Asesor será convocado por el Consejo de Admi-
nistración y emitirá opinión o dictamen cuando sea requerido 
expresamente por este, y, en todo caso, cuando se trate de las 
competencias referentes a las programaciones de radio y de te-
levisión atribuidas al Consejo de Administración. 

3. El mandato de los miembros del Consejo Asesor de la 
RTVA será de seis años. 

4. Las vacantes que se produzcan durante el tiempo de un 
mandato serán cubiertas por el plazo de tiempo que reste hasta 
el cumplimiento de los seis años del mandato del vocal que 
haya cesado, y por cuotas iguales en razón del órgano encargado 
de su designación. 

5. La condición de miembro del Consejo Asesor de la RTVA 
no generará relación laboral ni dará derecho a remuneración. 

CAPÍTULO IV 
Régimen económico 

Artículo 21. Régimen presupuestario, económico-financiero, 
contable y control financiero. 

1. El régimen presupuestario, económico-financiero, de conta-
bilidad, de intervención, y de control financiero de la RTVA y de sus 
sociedades filiales, se someterá a lo establecido en la Ley 5/1983, 
de 19 de julio, General de la Hacienda Pública de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, y en las demás disposiciones que le 
sean de aplicación, así como a las previsiones establecidas en 
esta Ley. 

2. Los presupuestos se elaborarán y gestionarán bajo el prin-
cipio de equilibrio presupuestario. 

3. La contabilidad se ajustará a las normas legales aplicables 
a las entidades y sociedades del capital público. 

4. La RTVA deberá elaborar anualmente un presupuesto de 
explotación y otro de capital, así como un programa de actua-
ción, inversión y financiación, de conformidad con lo estableci-
do en la Ley 5/1983, de 19 de julio, citada. 

5. Las cuentas anuales de la RTVA y de sus sociedades filiales 
serán revisadas por auditores de cuentas externos, en los térmi-
nos establecidos en la legislación vigente que resulte aplicable. 
Todo ello sin perjuicio del régimen de contratación de auditorias 
previsto en la Ley 5/1983, de 19 de julio. 

Artículo 22. Presupuesto consolidado. 

1. Sin perjuicio del presupuesto de la RTVA y del presupuesto 
separado de cada una de las sociedades filiales, se ha de estable-
cer un presupuesto de explotación y de capital de forma conso-
lidada, de conformidad con lo previsto en la Ley 5/1983, de 19 
de julio. 

2. Se autoriza, en virtud de la presente Ley, el régimen de 
minoración de ingresos respecto al presupuesto de la RTVA. 

Artículo 23. Financiación. 

1. La RTVA se financiará con cargo al Presupuesto General de 
la Comunidad Autónoma de Andalucía, a través de los instru-
mentos de financiación previstos en la normativa vigente para 
este tipo de entidades. Asimismo, se financiará mediante los in-
gresos y los rendimientos de sus actividades. 

2. Las sociedades filiales de la RTVA se financiarán mediante 
aportaciones de fondos remitidos por la RTVA, la comercializa-
ción y venta de sus productos y mediante una participación en 
el mercado de la publicidad y gestión de espacios comerciales 
en cuantos soportes tecnológicos y medios presten su servicio. 
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3. Las compensaciones económicas por la prestación del ser-
vicio público de radio y televisión no serán superiores al coste 
neto del servicio público prestado. 

A estos efectos, se considera coste neto la diferencia entre los 
costes totales de cada sociedad prestadora de servicio público y 
sus otros ingresos distintos de las compensaciones. En la de-
terminación de dichos costes habrán de incluirse aquellos cos-
tes de la empresa RTVA derivados de la prestación del servicio 
público por sus sociedades filiales. 

Artículo 24. Operaciones de crédito. 

La RTVA y sus sociedades filiales podrán realizar operaciones 
de crédito, en la medida y con los límites máximos establecidos 
en la normativa vigente, para la financiación de sus inversiones 
en inmovilizado material e inmaterial y para atender desfases 
temporales de tesorería. 

CAPÍTULO V 
Patrimonio, contratación, y personal 

Artículo 25. Patrimonio. 

Tanto el patrimonio de la RTVA como el de sus sociedades 
tienen la consideración de dominio público por ser patrimonio 
afecto a un servicio público, y gozarán de exenciones en el or-
den tributario, de acuerdo con la legalidad vigente que resulte 
de aplicación. 

Artículo 26. Contratación. 

En materia de contratación, la RTVA y sus sociedades filiales 
se regirán por la legislación sobre contratos de las administra-
ciones públicas en la medida que resulte de aplicación. 

Artículo 27. Personal laboral de la RTVA y sus sociedades filiales. 

1. El personal de la RTVA y de las sociedades filiales estará 
sometido a las normas del derecho laboral. Las relaciones de las 
empresas con su personal se regirán por las condiciones esta-
blecidas en los contratos de trabajo que se suscriban al efecto, y 
se someterán al Estatuto de los Trabajadores, a los convenios 
colectivos y a las demás normas que le sean de aplicación. 

2. La contratación del personal laboral con carácter fijo se 
realizará de acuerdo con los principios de igualdad, mérito, ca-
pacidad y publicidad, mediante las correspondientes pruebas 
definidas, establecidas y convocadas por la persona titular de la 

Dirección General de la RTVA, de acuerdo con el Consejo de 
Administración. 

3. El personal laboral de la RTVA y de sus sociedades filiales está 
sometido a las normas de retribuciones reguladas en las leyes 
anuales del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

CAPÍTULO VI 
Prestación del servicio público de radio y televisión 

SECCIÓN 1ª. SOBRE LA PROGRAMACIÓN DE RADIO Y TELEVISIÓN 

Artículo 28. Principios de programación y de producción. 

1. El conjunto de las producciones audiovisuales y la confi-
guración de las distintas programaciones de radio y de televisión 
difundidas por las sociedades filiales de la RTVA, así como los 
contenidos de guía electrónica de programación, servicios co-
nexos e interactivos y producciones difundidas en nuevos sopor-
tes tecnológicos y medios electrónicos, cumplirán tanto las obli-
gaciones derivadas de la función y misión de servicio público 
que les han sido encomendadas, atribuidas y definidas en los 
artículos 2 y 4 de esta Ley, como las determinadas en la Carta 
del Servicio Público y las especificadas en el Contrato-Programa 
en vigor, en las emisiones dirigidas por cualquier soporte y ca-
nal a la Comunidad Autónoma de Andalucía, y en las destinadas 
a las comunidades andaluzas establecidas fuera de su territorio 
y, en particular, a cualquier otro territorio de habla hispana. 

2. A los efectos de esta Ley se entiende por contenidos y ser-
vicios conexos aquellos que, formando parte del servicio de ra-
diodifusión sonora y del de televisión digital, ponen a disposi-
ción del público contenidos de servicios como teletexto o el de 
guía electrónica de programación, entendida esta como la in-
formación en soporte electrónico sobre programas de los cana-
les de radio o televisión, con capacidad para dar acceso a dichos 
canales o a otros contenidos o servicios conexos o accesorios. 
Igualmente, se consideran servicios conexos de radio y televi-
sión digital cualesquiera otros servicios que consistan en la 
puesta a disposición del público de textos, datos, sonidos e imá-
genes en combinación con el servicio de radio o televisión de 
manera que el usuario los perciba como un servicio audiovisual 
único, integrado en el de radio o televisión, y sin que tengan la 
calificación jurídica de servicio de la sociedad de la información. 

Artículo 29. Medidas para la accesibilidad de personas con 
discapacidad sensorial. 

1. La RTVA y sus sociedades filiales favorecerán la plena inte-
gración y desarrollo de las personas con discapacidad auditiva y 
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visual, activando medidas y utilidades que faciliten su acceso a 
las producciones audiovisuales de las distintas programaciones 
y a los contenidos y servicios conexos e interactivos, difundiendo 
programas acompañados de sistemas de subtitulado y lenguaje 
de signos para personas sordas, y de audiodescripción para per-
sonas ciegas. 

2. La RTVA y sus sociedades filiales producirán programas 
audiovisuales específicos accesibles para colectivos de personas 
con discapacidad sensorial, dedicando especial atención a la in-
fancia, juventud y personas mayores. 

3. Así mismo, en el ámbito del sector audiovisual andaluz, la 
RTVA y sus sociedades filiales fomentarán la constitución de ar-
chivos comunes de materiales disponibles de subtitulación, len-
guaje de signos y audiodescripción, y colaborarán de forma acti-
va para el fomento del sector industrial tecnológico aplicado a 
esas utilidades. 

SECCIÓN 2ª. CONTENIDOS EXTRAORDINARIOS DE LA PROGRAMACIÓN 

Artículo 30. Órgano de comunicación en procesos electorales. 

El órgano de comunicación con la Administración electoral 
durante los procesos electorales será la persona titular de la Di-
rección General de la RTVA. 

Artículo 31. Comunicaciones de interés público. 

El Gobierno de la nación y el Consejo de Gobierno de la Junta 
de Andalucía podrán disponer que se difundan todas las decla-
raciones o comunicaciones oficiales de interés público que 
crean necesarias, con indicación de su origen. Por razones de 
urgencia, apreciadas por el órgano de procedencia, la difusión 
de estos comunicados y declaraciones tendrá efecto inmediato. 

SECCIÓN 3ª. PLURALISMO DEMOCRÁTICO Y DERECHOS 
DE COLECTIVOS 

Artículo 32. Garantías de pluralismo. 

En el conjunto de las producciones audiovisuales y programa-
ciones de radio y de televisión efectuadas y difundidas por las so-
ciedades filiales de la RTVA, así como en los contenidos, servicios 
conexos e interactivos y producciones efectuadas y difundidas en 
nuevos soportes tecnológicos y medios electrónicos, se asegurará 
y garantizará la libre expresión de la pluralidad social, cultural, 
ideológica y política existente en la sociedad andaluza, garantizan-
do, igualmente, la libre formación de la opinión pública. 

Artículo 33. Derecho de acceso. 

1. Conforme regulan el artículo 20.3 de la Constitución Es-
pañola y el 211.2 del Estatuto de Autonomía para Andalucía, se 
garantiza el ejercicio del derecho de acceso a las emisiones de 
radio y televisión de la RTVA y sus sociedades filiales a los gru-
pos sociales y políticos significativos radicados en Andalucía, a 
las asociaciones, organizaciones e instituciones representativas 
de la diversidad política, social y cultural de Andalucía, respe-
tando el pluralismo de la sociedad. 

2. El Consejo de Administración de la RTVA aprobará las 
normas de procedimiento interno aplicables para el ejercicio del 
derecho de acceso considerando, de manera global, el conjunto 
de la programación y, en su caso, programas específicos de ra-
dio y televisión de las sociedades filiales de la RTVA. Las normas 
de procedimiento también determinarán la tipología de espa-
cios, horarios y distribución de tiempos de emisión, sin menos-
cabo de los principios de independencia y profesionalidad ga-
rantizados en el artículo 10.1 de esta Ley, considerando criterios 
objetivos tales como la representación parlamentaria, la signifi-
cativa implantación territorial y representatividad de organiza-
ciones de la vida política, sindical, social y cultural, y otros del 
mismo carácter objetivo. 

Artículo 34. Derecho de rectificación y acción de cesación. 

1. El derecho de rectificación relativo a las informaciones di-
fundidas por radio, televisión o por los soportes tecnológicos y 
medios electrónicos de los que se valga la RTVA y sus sociedades 
filiales se ejercitará en los términos establecidos por la normati-
va estatal sobre dicha materia y la normativa autonómica que se 
dicte en su desarrollo. 

2. Los personas consumidoras y usuarias, de forma indivi-
dual o colectiva, conforme a sus derechos e intereses legítimos, 
podrán hacer uso de la acción de cesación de contenidos y ser-
vicios, de conformidad con los términos y requisitos exigidos en 
la legislación vigente. 

CAPÍTULO VII 
Control externo 

Artículo 35. Comisión de Control del Parlamento de Andalucía. 

1. Conforme regula el artículo 214.1 del Estatuto de Auto-
nomía para Andalucía, una Comisión del Parlamento de Anda-
lucía, en los términos que establezca el Reglamento de la Cáma-
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ra, ejercerá el control parlamentario de la actuación de la RTVA 
y sus sociedades filiales, especialmente en relación con el cum-
plimiento efectivo de la función del servicio público definida en 
el artículo 4 de esta Ley. 

2. La persona titular de la Dirección General de la RTVA ren-
dirá cuentas de la gestión presupuestaria ante la referida Comi-
sión Parlamentaria. 

Artículo 36. Supervisión por el Consejo Audiovisual de Andalucía. 

Corresponde al Consejo Audiovisual de Andalucía la supervi-
sión del cumplimiento de la misión del servicio público de radio 
y televisión prestado por la RTVA a través de sus sociedades filia-
les, en los términos previstos en la Ley 1/2004, de 17 de di-
ciembre, de creación del citado Consejo. 

Artículo 37. Rendición de cuentas. 

Conforme a lo dispuesto en el artículo 87 de la Ley 5/1983, 
de 19 de julio, General de la Hacienda Pública de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, la RTVA y sus sociedades filiales rendi-
rán cuentas de sus operaciones al Parlamento de Andalucía, el 
Tribunal de Cuentas y la Cámara de Cuentas de Andalucía. 

Disposición adicional primera. Autorregulación. 

La RTVA y sus sociedades filiales, de conformidad con la legis-
lación vigente, podrán promover y adherirse a sistemas, normas o 
códigos de autorregulación, y a los de corregulación, en el ámbito 
del sector audiovisual y en el de las comunicaciones electrónicas, 
servicios conexos e interactivos y de los servicios de la Sociedad 
de la Información con objeto de favorecer el mejor cumplimien-
to de sus derechos y obligaciones y para la mejor consecución 
de los objetivos y función de servicio público que tienen enco-
mendada. 

Disposición adicional segunda. Porcentajes de programación 
accesible para personas con discapacidad sensorial. 

Considerando lo establecido en el artículo 29 de esta Ley, la 
totalidad de las programaciones generalistas de televisión digital 
terrestre prestadas por la sociedad filial de televisión de la RTVA 
tenderán a la inclusión de sistemas de subtitulado: el diez por 
ciento incorporarán servicios de emisión en lengua de signos 

española, y el diez por ciento de las programaciones incluirán 
servicios de audiodescripción. 

Disposición adicional tercera. Presencia o composición equi-
librada de hombres y mujeres. 

A los efectos de esta Ley, se entenderá por composición equi-
librada la presencia de mujeres y hombres de forma que, en el 
conjunto a que se refiera, las personas de cada sexo no superen 
el sesenta por ciento ni sean menos del cuarenta por ciento. 

Disposición transitoria primera. Primera elección de la per-
sona titular de la Dirección General de la RTVA. 

En la primera elección de la persona titular de la Dirección 
General de la RTVA conforme a lo establecido en esta Ley, si no 
se dispusiera su elección, de acuerdo con lo previsto en el ar-
tículo 18.1, en el plazo de un mes, contado desde la primera vo-
tación efectuada en Pleno del Parlamento de Andalucía, se pro-
cederá a su elección por mayoría absoluta. 

Disposición transitoria segunda. Aprobación del Reglamento 
de Organización y Funcionamiento del Consejo de Administra-
ción de la RTVA. 

El Consejo de Administración de la RTVA aprobará su Regla-
mento de Organización y Funcionamiento contemplado en la 
Sección 1ª del Capítulo III del Título II de esta Ley en el plazo de 
un mes, contado a partir de la constitución del Consejo de Ad-
ministración de la RTVA. 

Disposición transitoria tercera. Constitución del Consejo 
Asesor. 

El Consejo Asesor regulado en el artículo 20 de esta Ley se 
constituirá en el plazo de dos meses, contados a partir de la 
constitución del Consejo de Administración de la RTVA. 

Disposición transitoria cuarta. Calendario de programación 
accesible para personas con discapacidad sensorial. 

1. Los porcentajes establecidos en la Disposición adicional 
segunda de esta Ley se alcanzarán de forma progresiva de con-
formidad con el siguiente calendario, computado sobre el tiem-
po total semanal de emisión, excluidos el tiempo de publicidad 
y espacios de televenta, y referido a cada 31 de diciembre: 

 



BOPA núm. 696 Andalucía, 3 de julio de 2007 Pág. núm. 37.745  
 

 

Boletín Oficial del Parlamento de Andalucía 

 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 
Subtitulación para 
personas sordas 50% 55% 60% 65% 70% 80% 90% 100% 

Lenguaje de signos 3% 4% 5% 6% 7% 8% 9% 10% 
Audiodescripción 3% 4% 5% 6% 7% 8% 9% 10% 

 

2. Se autoriza al Consejo de Gobierno de la Junta de Andalu-
cía para que, a propuesta de la persona titular de la Consejería 
que tenga atribuidas las competencias en materia de medios de 
comunicación social, de acuerdo con las normas estatales de 
carácter básico y oído el Consejo Audiovisual de Andalucía, pue-
da modificar reglamentariamente el calendario establecido en el 
apartado anterior, con arreglo a la evolución real de la digitaliza-
ción del mercado audiovisual andaluz, al grado de desarrollo del 
proceso de implantación de la televisión digital terrestre en An-
dalucía, y al nivel de desarrollo de los medios técnicos disponi-
bles en el mercado para facilitar la accesibilidad de las personas 
con discapacidad sensorial a los servicios de televisión digital. 

Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 

1. Se deroga la Ley 8/1987, de 9 de diciembre, de creación de 
la Empresa Pública de la Radio y Televisión de Andalucía y regu-
lación de los servicios de radiodifusión y televisión gestionados 
por la Junta de Andalucía. 

2. Así mismo, quedan derogadas cuantas otras disposiciones 
de igual o inferior rango se opongan, contradigan o resulten in-
compatibles con lo establecido en esta Ley. 

Disposición final única. Habilitación normativa. 

El desarrollo reglamentario de esta Ley se llevará a efecto de 
acuerdo con lo dispuesto en los artículos 112 y 119.3 del Estatu-
to de Autonomía para Andalucía y 44 de la Ley 6/2006, de 24 de 
octubre, del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

 

 

7-07/PL-000012, Proyecto de Ley por la que se mo-
difica la Ley 4/1994, de 12 de abril, de creación de 
la Universidad Internacional de Andalucía 

 

Envío a la Comisión de Innovación, Ciencia y Empresa 
Apertura del plazo de quince días hábiles, a partir de su publica-
ción, para la presentación de enmiendas a la totalidad 
Sesión de la Mesa del Parlamento de 27 de junio de 2007 
Orden de publicación de 28 de junio de 2007 

PROYECTO DE LEY POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY 4/1994, 
DE 12 DE ABRIL, DE CREACIÓN DE LA UNIVERSIDAD 

INTERNACIONAL DE ANDALUCÍA 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

I 

Desde la creación de la Universidad Internacional de Andalu-
cía (UNIA) ha transcurrido más de una década, y en este tiempo 
se ha producido una modificación sustantiva en el marco jurídi-
co en el que se inscribía la universidad en general y, concreta-
mente, la UNIA. Así, el desarrollo del artículo 27.10 de la Constitu-
ción Española se realizó mediante la Ley Orgánica 11/1983, de 25 
de agosto, de Reforma Universitaria, que fue derogada por la Ley 
Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, reciente-
mente modificada por la Ley Orgánica 4/2007, de 12 de abril. 

Asimismo, en la Comunidad Autónoma de Andalucía se 
aprobó la Ley 15/2003, de 22 de diciembre, Andaluza de Univer-
sidades, que en su disposición adicional segunda determina, no 
solo la finalidad, sino el marco jurídico aplicable a la UNIA. 

II 

La UNIA contaba inicialmente con dos sedes permanentes: 
La sede Antonio Machado, en la ciudad de Baeza, Jaén, y la sede 
de Santa María de la Rábida, en la ciudad de Palos de la Fronte-
ra, Huelva, si bien la propia Ley de creación, en su artículo 4, esta-
blecía la posibilidad de que dicha Universidad pudiera utilizar 
otras instalaciones para el desarrollo de sus actividades docen-
tes, de investigación, administrativas y de representación, ges-
tión o dirección. 

Por ello, con el fin de procurar un desarrollo cada vez más 
eficaz de las funciones asignadas y de realizar una gestión ad-
ministrativa más ágil y eficiente, también han venido funcio-
nando de hecho como sedes permanentes la de Sevilla y la de 
Málaga, por lo que resulta conveniente su formalización en esta 
Ley como sedes permanentes. 

En definitiva, a lo expuesto en los apartados anteriores, que 
justifican la reforma que se pretende de la Ley 4/1994, de 12 de 
abril, de creación de la UNIA, hay que añadir que la experiencia 
acumulada desde su creación aconseja proponer una serie de 
cambios también en la estructura orgánica de la Universidad, 
suprimiendo los Patronatos de sedes, quedando un único Pa-
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tronato, como órgano de conexión entre la Universidad y las ins-
tituciones y sectores vinculados al territorio en el que se en-
cuentren ubicadas dichas sedes. 

III 

Por otro lado, se ha iniciado la reforma de las enseñanzas 
mediante la promulgación del Real Decreto 55/2005, de 21 de 
enero, por el que se establece la estructura de las enseñanzas 
universitarias y se regulan los estudios de posgrado, y el Real 
Decreto 56/2005, de 21 enero, por el que se regulan los estu-
dios universitarios oficiales de posgrado. 

Asimismo, el Decreto 139/2006, de 18 de julio, por el que se 
acuerda la implantación de enseñanzas en las Universidades de 
Almería, Granada y Málaga; se actualiza el Catálogo de Enseñan-
zas Universitarias conducentes a la expedición por las Universi-
dades Públicas de Andalucía de títulos oficiales, así como la es-
tructura de los centros que las imparten; se aprueba la estructura 
de los centros y, en su caso, de los órganos responsables del de-
sarrollo de los programas oficiales de posgrado, y se fijan los precios 
públicos y tasas a satisfacer por la prestación de servicios académi-
cos y administrativos universitarios para el curso 2006/2007; esta-
blece en su Disposición Adicional Única que la UNIA organizará 
y desarrollará programas oficiales de posgrado, que acreditará 
con los correspondientes títulos de máster y de doctor. Para 
ello, podrá suscribir los convenios de colaboración que corres-
pondan con otras universidades o institutos universitarios de in-
vestigación. 

IV 

El anteproyecto de Ley persigue modificar aspectos concretos 
de la Ley 4/1994, de 12 de abril, consolidando así un marco ju-
rídico estable que asegure la continuidad institucional de la 
misma manteniendo las especiales características de esta Uni-
versidad. 

La presente norma cuenta con 17 apartados de su artículo 
único, dos disposiciones transitorias, una disposición derogato-
ria y una disposición final. 

Artículo único. Modificación de la Ley 4/1994, de 12 de abril, 
de creación de la Universidad Internacional de Andalucía. 

La Ley 4/1994, de 12 de abril, se modifica en los siguientes 
términos: 

� UNO. Se suprime el actual segundo párrafo del artículo 1 y 
se sustituye por uno nuevo redactado del siguiente modo: 

�Artículo 1. 
La Universidad Internacional de Andalucía (UNIA) impartirá 

sus enseñanzas y desarrollará su investigación y transferencia 

del conocimiento con particular proyección a la cooperación 
educativa internacional, tanto en el ámbito de la Comunidad 
Iberoamericana y países del Norte de África, como de la Unión 
Europea�. 

� DOS. Se añade un nuevo apartado 3 al artículo 2, redactado 
del siguiente modo: 

�Artículo 2. 
3. La UNIA, integrada en el Sistema Universitario Andaluz, se 

regirá, en lo que le sea de aplicación, por la Ley Orgánica 6/2001, 
de 21 de diciembre, de Universidades; por la Ley Orgánica 4/2007, 
de 12 de abril, por la que se modifica la Ley Orgánica 6/2001, de 21 
de diciembre, de Universidades; por la Ley 15/2003, de 22 de di-
ciembre, Andaluza de Universidades; por las normas que en su 
desarrollo dicten el Estado y la Comunidad Autónoma de Andalu-
cía en ejercicio de sus respectivas competencias; por la Ley 4/1994, 
de 12 de abril, de su creación, y la normativa que la desarrolle, 
así como por sus Estatutos y por las demás normas de funcio-
namiento interno. 

� TRES. El apartado 1 del artículo 4 queda redactado del si-
guiente modo: 

�Artículo 4. 
1. La UNIA contará con cuatro sedes permanentes: 
� La Sede del Rectorado, en la ciudad de Sevilla. 
� La Sede Antonio Machado, en la ciudad de Baeza, Jaén. 
� La Sede Santa María de la Rábida, en la ciudad de Palos de 

la Frontera, Huelva. 
� La Sede del Parque Tecnológico de Andalucía, en Málaga.� 

� CUATRO. El artículo 5 queda redactado del siguiente modo: 
�Artículo 5. 
1. La UNIA organizará y desarrollará programas oficiales de 

posgrado, cuyos estudios se acreditarán con los correspondien-
tes títulos oficiales de máster y de doctor, ambos de carácter ofi-
cial y con validez en todo el territorio nacional. Para impartir es-
tas enseñanzas deberá suscribir convenios de colaboración con 
Universidades Públicas de Andalucía, así como los que corres-
pondan con otras universidades, institutos universitarios de in-
vestigación, otras entidades públicas o privadas y empresas. 
También podrá impartir enseñanzas especializadas, para las que 
expedirá sus propios títulos y diplomas. 

2. Igualmente, la Universidad organizará y desarrollará activi-
dades científicas y culturales, cursos de verano, formación a lo 
largo de la vida y promoverá convenciones científicas. A tal fin, 
adoptará las medidas necesarias para promover su internacionali-
zación y su plena integración en el Espacio Europeo de Educación 
Superior y el Espacio Iberoamericano del Conocimiento, a cuyos 
efectos podrá establecer una política de convenios con otras uni-
versidades, organismos o entidades, nacionales o extranjeras. 

3. Asimismo, la Universidad podrá incorporarse a programas 
conjuntos de investigación y formación mediante acuerdos con 
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otras universidades, así como promover centros de especializa-
ción y cursos para extranjeros. 

4. El servicio público que presta tendrá como objetivo priori-
tario la calidad en la docencia y la investigación, procurando la 
excelencia y su evaluación continuada.� 

� CINCO. Se modifican los apartados 2 y 3 del artículo 6 y se 
añade el apartado 4, quedando el precepto redactado del si-
guiente modo: 

�Artículo 6. 
1. El gobierno, representación y administración de la Univer-

sidad se articula a través de órganos colegiados y unipersonales. 
2. Son órganos colegiados: el Patronato de la Universidad y el 

Consejo de Gobierno de la Universidad. 
3. Son órganos unipersonales: las personas titulares del Rec-

torado, de los Vicerrectorados, de la Secretaría General, de la 
Gerencia, de la Dirección de las sedes permanentes y de la Di-
rección de los centros especializados. 

Para la creación, modificación o supresión de otros órganos 
de gobierno unipersonales se estará a lo que establezcan los Es-
tatutos de la Universidad. 

4. Las resoluciones del Rector o de la Rectora, los acuerdos 
del Patronato y del Consejo de Gobierno de la Universidad ago-
tan la vía administrativa y serán impugnables directamente ante 
la jurisdicción contencioso-administrativa, de acuerdo con lo es-
tablecido en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.� 

� SEIS. El artículo 8 queda redactado del siguiente modo: 
�Artículo 8. 
El Patronato de la Universidad tendrá las siguientes compe-

tencias: 
1. De programación y gestión universitaria: 
a) Aprobar las líneas generales de actuación de la Universi-

dad. 
b) Proponer la adopción de medidas necesarias para el me-

jor cumplimiento de los fines de la Universidad. 
c) Dar a conocer a la sociedad las actividades y potencialida-

des de la UNIA. 
d) Aprobar la memoria anual de actividades que haya sido 

presentada por el Consejo de Gobierno de la Universidad. 
e) Proponer a la Junta de Andalucía la creación, modificación 

o supresión de las sedes permanentes y de los centros especiali-
zados propuestos por el Consejo de Gobierno de la Universidad. 

f) Aprobar la creación de fundaciones y otras entidades jurí-
dicas o acordar su modificación, así como la participación de la 
Universidad en entidades ya creadas, públicas o privadas. 

g) Proponer la creación de centros dependientes de la Uni-
versidad en el extranjero a instancia del Consejo de Gobierno de 
la Universidad. 

h) Promover el establecimiento de convenios con universida-
des e instituciones públicas o privadas, españolas o extranjeras. 

i) Aprobar los símbolos de la Universidad a propuesta del 
Consejo de Gobierno de la Universidad. 

j) Elaborar su reglamento de organización y funcionamiento, 
que someterá a aprobación de la Consejería competente en ma-
teria de Universidades. 

k) A propuesta del Consejo de Gobierno de la Universidad, 
elevará a la Consejería competente en materia de Universidades 
el proyecto de Estatutos de la Universidad, para su aprobación 
por el Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía. 

2. De carácter económico y patrimonial: 
a) Promover la colaboración social y empresarial en la finan-

ciación de la Universidad. 
b) La supervisión de las actividades de carácter económico de 

la Universidad y entidades dependientes y del rendimiento de 
sus servicios. 

c) Aprobar, a propuesta del Consejo de Gobierno de la Uni-
versidad, el presupuesto anual y la programación plurianual de 
la Universidad. 

d) Aprobar las cuentas anuales de la Universidad y de las en-
tidades que de ella puedan depender. 

e) Aprobar el régimen general de precios de las enseñanzas, 
no conducentes a la expedición de títulos oficiales, cursos y de-
más actividades realizadas por la Universidad, acordando los cri-
terios generales de la política de becas y ayudas al estudio que, 
en su caso, pudieran establecerse a propuesta del Consejo de 
Gobierno de la Universidad. 

f) Aprobar los actos de disposición de los bienes inmuebles y 
de los muebles de extraordinario valor en los términos estable-
cidos en el artículo 95.2 de la Ley 15/ 2003, de 22 de diciembre, 
Andaluza de Universidades. 

g) Aprobar la Relación de Puestos de trabajo del Personal de 
Administración y Servicios. 

3. El Patronato velará por el cumplimiento del principio de 
igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres en el ejer-
cicio de las competencias relacionadas con la programación y 
gestión universitaria. Igualmente, la programación y gestión de 
los presupuestos llevará integrada la dimensión de género con 
objeto de garantizar un impacto positivo en la igualdad.� 

� SIETE. El artículo 9 queda redactado del siguiente modo: 
�Artículo 9. 
1. El Patronato de la Universidad estará compuesto por: 
a) La persona titular de la Consejería competente en materia 

de Universidades, que ostentará la Presidencia. 
b) La persona titular del Rectorado de la UNIA, que ostentará 

la Vicepresidencia. 
c) La persona titular de la Secretaría General competente en 

materia de Universidades, 
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d) La persona titular de la Dirección General competente en 
materia de Universidades. 

e) Las personas titulares de los Rectorados de las Universida-
des Públicas de Andalucía. 

f) Una persona titular de un Vicerrectorado y dos personas ti-
tulares de Dirección de sedes permanentes designadas por el 
Consejo de Gobierno de la Universidad, a propuesta de la perso-
na titular del Rectorado. 

g) La persona titular de la Secretaría General de la UNIA, que 
ejercerá la Secretaría del Patronato. 

h) La persona titular de la Gerencia de la UNIA. 
i) Un representante de cada uno de los Ayuntamientos de las 

ciudades en cuyos términos municipales se encuentren ubica-
das las sedes permanentes de la Universidad, designado por el 
órgano competente de dichos Ayuntamientos. 

j) Un representante de cada una de las Diputaciones Provin-
ciales en cuyo territorio se encuentre ubicada una sede perma-
nente de la Universidad, designado por el órgano competente de 
dichas Diputaciones.. 

k) Dos vocales, a propuesta de las organizaciones sindicales 
más representativas en la Comunidad Autónoma de Andalucía, 
que tengan implantación en alguna de las provincias en las que 
la UNIA tiene sede permanente. 

l) Dos vocales, a propuesta de las organizaciones empresaria-
les más representativas en la Comunidad Autónoma de Andalu-
cía que tengan implantación en el ámbito de alguna de las pro-
vincias en las que la UNIA tiene sede permanente. 

m) El Consejo de Gobierno de la Universidad designará un 
vocal elegido de entre los miembros del personal de administra-
ción y servicios, en la forma que prevean los Estatutos de la Uni-
versidad. 

En la designación de miembros del Patronato, regirá el prin-
cipio de presencia equilibrada entre hombres y mujeres. 

2. Los vocales representantes de los intereses institucionales 
y sociales a los que se refieren las letras i), j), k) y l) del aparta-
do anterior, ajenos en todo caso al ámbito de la UNIA, serán 
nombrados por orden de la Consejería competente en materia 
de Universidades. La duración del mandato será de cuatro años, 
prorrogables por otros cuatro, sin perjuicio de lo dispuesto en el 
apartado 3 d) de este artículo. 

3. Los vocales del Patronato de la UNIA cesarán como tales por: 
a) Finalización del mandato. 
b) Renuncia, fallecimiento o incapacidad. 
c) Incurrir en algunas de las incompatibilidades legal o re-

glamentariamente establecidas. 
d) Decisión del órgano competente para la propuesta de de-

signación. 
e) Pérdida de la condición que motivó su designación. 
f) Incumplimiento reiterado de los deberes inherentes a su 

cargo. 

4. En el supuesto de producirse alguna vacante en el Patro-
nato, esta será cubierta con arreglo a los mismos criterios y pro-
cedimientos establecidos en los apartados 1 y 2 de este artículo. 

5. El Patronato de la UNIA ejercerá sus funciones en Pleno y 
en Comisión Académica. 

La Comisión Académica estará integrada por las personas ti-
tulares: de la Secretaría General de Universidades, que ejercerá 
la Presidencia, del Rectorado de la UNIA, de los Rectorados de 
las Universidades Públicas de Andalucía, de la Dirección General 
competente en materia de Universidades, de la Gerencia y de la 
Secretaría General de la Universidad, que actuará como titular 
de la Secretaría de esta Comisión. 

Corresponde a la Comisión Académica las competencias so-
bre los asuntos que tengan relación con los aspectos académi-
cos de la Universidad, sin perjuicio de cualesquiera otras que le 
sean delegadas por el Pleno.� 

� OCHO. El artículo 11 queda redactado del siguiente modo: 
�Artículo 11 
1. Al Consejo de Gobierno de la Universidad le corresponde 

efectuar ante el Patronato las propuestas sobre las materias con-
tenidas y en los términos que se exponen en el artículo 8 de la 
presente Ley. 

2. Igualmente, corresponden al Consejo de Gobierno de la 
Universidad las siguientes competencias: 

a) Elaborar el proyecto de Estatutos de la Universidad y apro-
bar sus normas de desarrollo. 

b) Administrar el patrimonio de la Universidad. 
c) Conocer los convenios de colaboración y contratos que sus-

criba el Rector o la Rectora con otras universidades, institucio-
nes o entidades. 

d) Determinar los títulos, certificados y diplomas académicos 
con los que la Universidad refrende sus enseñanzas. 

e) Aprobar los programas docentes y de investigación de la 
Universidad y de todos sus centros. 

f) Aprobar los planes de innovación y mejora de la calidad 
docente, investigadora y de gestión de la Universidad. 

g) Aprobar la creación, modificación o supresión de centros, 
servicios y estructuras de gestión y administración. 

h) Aprobar la distribución de becas y ayudas para los distin-
tos programas docentes y de investigación. 

i) Proponer al Patronato la aprobación de la relación de 
puestos de trabajo del personal de administración y servicios y 
la dotación de plazas que deban ser convocadas. 

j) Establecer los criterios de selección, contratación y promo-
ción del personal de administración y servicios. 

k) Acordar las transferencias de crédito entre los diversos con-
ceptos de los capítulos de operaciones corrientes y de operacio-
nes de capital en los términos que determinen sus Estatutos. 
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l) Establecer los procedimientos de autorización de los traba-
jos y celebración de los contratos previstos en el artículo 83 de 
la Ley Orgánica de Universidades, de acuerdo con los Estatutos 
de la Universidad. 

m) Aprobar la concesión de honores y distinciones de la UNIA, 
dando conocimiento de ello al Patronato de la Universidad. 

n) Aprobar su propio Reglamento de Organización y Funcio-
namiento. 

ñ) Ejercer cualesquiera otras competencias que le atribuyan es-
ta Ley, los Estatutos de la Universidad y sus normas de desarrollo. 

En el ejercicio de las competencias asignadas, el Consejo de 
Gobierno de la Universidad garantizará el principio de igualdad 
de oportunidades entre mujeres y hombres en cumplimiento de 
lo establecido en el artículo 15 del Estatuto de Autonomía para 
Andalucía� 

� NUEVE. Se modifican las letras d) y e) del artículo 12 y se 
añade una nueva letra, la g), con los siguientes contenidos: 

�Artículo 12. 
d) La persona titular de la Gerencia de la Universidad y de las 

Gerencias de las sedes permanentes. 
e) Las personas titulares de las direcciones de las sedes per-

manentes. 
g) Un representante del personal de administración y servi-

cios, designado por los órganos de representación de dicho per-
sonal en la UNIA.� 

� DIEZ. Los artículos 14,15, y 16 quedan derogados y sin 
contenido. 

� ONCE. Se modifican las letras d), j) y l) del artículo 19 y se 
añaden las nuevas letras m), n), ñ), o), p) y q) a dicho precep-
to, quedando redactado del siguiente modo: 

�Artículo 19. En particular, son competencias del Rector o de 
la Rectora: 

a) Cumplir y hacer cumplir los acuerdos del Patronato y del 
Consejo de Gobierno de la Universidad. 

b) Nombrar los cargos académicos y administrativos. 
c) Expedir los títulos, certificaciones y diplomas de la Univer-

sidad. 
d) Contratar, adscribir y nombrar al personal de administra-

ción y servicios. 
e) Ejercer la potestad disciplinaria. 
f) Dirigir la acción de gobierno de la Universidad y coordinar 

sus actividades y funciones. 
g) Suscribir en nombre de las Universidades los convenios y 

acuerdos con otras entidades o personas, públicas o privadas. 
h) Ordenar y autorizar el gasto conforme a lo previsto en el 

presupuesto de la Universidad. 
i) Ejercer la jefatura del personal de administración y servi-

cios de la Universidad. 

j) Convocar el Consejo de Gobierno de la Universidad, así 
como el resto de los órganos de gobierno y de representación de 
la Universidad en los que le corresponda la Presidencia, fijando 
el orden del día, así como el lugar y la fecha de cada sesión. 

k) Conceder la «venia docendi». 
l) Impulsar las relaciones de la Universidad con la sociedad. 
m) Encomendar a cualquier miembro de la comunidad uni-

versitaria servicios específicos, extendiendo al efecto la oportuna 
credencial, así como la realización de estudios, informes o pro-
yectos sobre materias concretas. 

n) Convocar los procesos selectivos y de provisión para las pla-
zas de personal de administración y servicios de la Universidad. 

ñ) Nombrar a los miembros de las comisiones de selección y 
provisión. 

o) Ejercer cualesquiera acciones judiciales en el ejercicio de 
sus competencias y en uso de los derechos e intereses de la 
UNIA, teniendo la facultad de desistimiento, transacción y alla-
namiento. 

p) Aprobar las modificaciones presupuestarias que le corres-
pondan. 

q) Ejercer cuantas facultades de gobierno y administración 
no hayan sido expresamente atribuidas a otros órganos de go-
bierno de la Universidad. 

En el ejercicio de sus funciones, la persona titular de la Rec-
toría velará por el cumplimiento del principio de igualdad de 
oportunidades entre hombres y mujeres, así como por la inte-
gración de la dimensión de género en los diferentes servicios 
que la Universidad gestiona y ofrece.� 

� DOCE. Se introduce un nuevo artículo 20 bis, relativo a la 
persona titular de la Gerencia de la Universidad, quedando el 
precepto redactado del siguiente modo: 

�Artículo 20 bis. 
A la persona titular de la Gerencia le corresponde la gestión de 

los servicios administrativos y económicos de la Universidad. Será 
propuesta por el Rector o por la Rectora y nombrada por este o 
por esta, previo acuerdo favorable del Patronato, atendiendo a cri-
terios de competencia profesional y experiencia. La persona titular 
de la Gerencia no podrá ejercer funciones docentes.� 

� TRECE. El artículo 21 queda redactado del siguiente modo: 
�Artículo 21. 
La persona titular de la Secretaría General de la Universidad 

es la fedataria de los actos y acuerdos de todos los órganos de la 
Universidad y será nombrada por el Rector o por la Rectora en-
tre el funcionariado público, perteneciente a cuerpos para cuyo 
ingreso se exija estar en posesión del título de Doctor, Licencia-
do, Ingeniero, Arquitecto o equivalente.� 

� CATORCE. El artículo 23 queda redactado del siguiente modo: 
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�Artículo 23. 
Cada sede permanente tendrá un Director o una Directora, 

que será nombrado o nombrada por el Rector o por la Rectora, 
de entre el profesorado doctor de los cuerpos docentes universi-
tarios.� 

� QUINCE. Se modifica el apartado 2 del artículo 30, quedan-
do redactado el precepto del siguiente modo: 

�Artículo 30. 
1. La Universidad contará con el profesorado adecuado para 

el correcto desarrollo de sus actividades y programas. 
2. El profesorado universitario funcionario de los cuerpos 

docentes, así como el personal docente contratado, que sea 
nombrado para desempeñar cargos académicos en la UNIA, se 
regirá por el acuerdo que a todos los efectos debe establecerse 
entre dicha Universidad y la Universidad de procedencia.� 

� DIECISÉIS. Se suprime el inciso final del artículo 41, que-
dando el precepto redactado de la siguiente forma: 

�Artículo 41. 
La autorización de gastos y ordenación de pagos correspon-

derá al Rector o a la Rectora , que podrá delegarla.� 

� DIECISIETE. Quedan derogadas y sin contenido las disposi-
ciones adicionales de la Ley 4/1994, de 12 de abril, segunda, 
cuarta, quinta, sexta y séptima, con lo que la disposición adicio-
nal tercera pasa a segunda, y se incorpora una nueva disposi-
ción adicional, que queda redactada del siguiente modo: 

�Disposición adicional tercera. Adaptación de denomina-
ciones. 

Todas las referencias hechas en las disposiciones vigentes y 
las competencias atribuidas en ellas a la Consejería de Educa-
ción y Ciencia de la Junta de Andalucía y a la Junta de Gobierno 
de la Universidad se entenderán hechas a favor de la Consejería 
competente en materia de Universidades y del Consejo de Go-
bierno de la Universidad, respectivamente.� 

Disposición transitoria primera. Constitución, elaboración y 
aprobación del Reglamento de organización y funcionamiento 
del Patronato. 

1. El Patronato de la UNIA deberá constituirse de acuerdo 
con la presente Ley, dentro de los tres meses siguientes a su en-
trada en vigor. 

2. En el plazo de tres meses desde la constitución del Patrona-
to, este procederá a elaborar el correspondiente Reglamento de 
Organización y Funcionamiento, para su aprobación por la Conse-
jería competente en materia de Universidades. Transcurridos tres 
meses desde la presentación del proyecto de Reglamento, sin 
que se hubiera dictado y notificado la correspondiente resolu-
ción, se entenderá aprobado. 

Disposición transitoria segunda. Elaboración de los Estatutos 
de la UNIA. 

La UNIA, en el plazo de seis meses desde la entrada en vigor 
de la presente Ley, elaborará sus Estatutos, que elevará a la Con-
sejería competente en materia de Universidades, para su apro-
bación por el Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía. 

Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior 
rango se opongan a lo dispuesto en esta Ley. 

Disposición final única. Desarrollo reglamentario. 

El desarrollo reglamentario de esta Ley se llevará a efecto de 
acuerdo con lo dispuesto en los artículos 112 y 119.3 del Estatuto 
de Autonomía para Andalucía y en el artículo 44 de la Ley 6/2006, 
de 24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía. 
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